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EL DERECHO PENAL INTERNACIONAL 

A. ELEMENTOS ESENCIALES. 

I.- Existencia. Las relaciones entre las naciones que 

componen'la comunidad internacional so encuentran sometidas a 

una reglamentación, consuetudinaria o convencional, que regula 

las actividades de =os Estados y de los individuos, califican-

do determinadas conductas ilícitas y haciendo acreedores a una 

sanción a los que incurran en ellas. Este conjunto de disposi 

ciones, aún cuando en la actualidad no se encuentra perfecta--

mente sistematizado ni constituye un cuerpo normativo ordenado 

y fácil de aplicar, forma lo que la doctrina moderna denomina 

Derecho Penal Internacional. En verdad se trata de un Derecho 

precario y gestante, con normas preexistentes aunque no siem-

pre de exigibilidad inmediata, esto ea, un Derecho relativamen 

te imperfecto y en proceso de formación que es preciso superar 

depurándolo de inevitables defectos originarios. Comprende --

aquellas infracciones lesivas de un interés o bien juridicamen 

te protegido por normas que afecten a la comunidad de naciones 

o a un grupo de ellas, la incriminación de dichas infracciones 

y el ejercicio de la represión. La forma ideal de este Dere-- 

cho se alcanzaría mediante la redacción de un Código de críme- 

nes contra la paz y la seguridad de la humanidad, que contenga 

las disposiciones tendientes a regular de un modo definitivo y 

perfecto este aspecto tan capital de la vida jurídica interna- 

cional. Entre tanto, ese Derecho Penal Internacional, aunque 

impreciso y no codificado, existe ya, y con 61 tiricia más o me- 

nos difusos de infracciones. Su desarrollo ha tenido un pode- 

roso estímulo con el abandono paulatino del individualismo in- 



ternacional clásico, que consagra el principio de la soberanía 

absoluta de los Estados a la vez que se experimenta un progre-

sivo avance hacia una estructuración jurídica supranacional, -

basada en la defensa inexcusable de un orden público formado -

por la conciencia y sentimiento universales. En efecto, ha si 

do ampliamente desplazado, al menos en lo que a la doctrina se 

refiere, la caduca pretensión del absolutismo soberano que ca-

da Estado es dueño y único señor de sus destinos y de los de -

sus súbditos, sin tener que rendir cuentas a nadie de sus ac-

tos, aún de los arbitrarios y despóticos, abriéndose paso una 

nueva concepción que, basada en la igualdad jurídica de todos 

los Estados, hace que estos deleguen uno de sus derechos sobe-

ranos, el de represión exterior, en la Comunidad Internacional 

para que ella lo ejerza en resguardo del interés colectivo. 

Esta delegación no implica, en caso alguno, renuncia de los Es 

tados a una parte de su soberanía, sino que, para el mejor ---

aprovechamiento del poder sancionador, entregan su ejercicio a 

la Comunidad Internacional cuando el bien jurídico lesionado o 

arraigado por el delito es el interés protegido por ella. 

En consecuencia, el Derecho Penal Internacional tiene - 

una indiscutible realidad en cuanto enfoca un fin evidente de 

protección de intereses comunitarios jurídicamente valorables; 

"el que para ello se valga, de momento, de presupuestos cultu- 

rales todavía no cristalizados propiamente en leyes escritas, 

no impide su juridicidad, denotando tan solo que no hallan en 

lo que Erik Woolf y el existencialismo jurídico alamín denomi- 

nan proceso de transformación o Umformung" (1). 



B.- Objeciones. Desde que el Derecho Penal Internacio-

nal se incorporó a la terminología jurídica, tanto internacio 

nalistas como penalistas lo han hecho objeto de críticas, mis 

mas que se dirigen constantemente contra el Derecho Interna--

cional como un todo. Se dice que: carece de Ley, no tiene --

sanción y no existe tribunal penal. 

1. Falta de Ley. Esta afirmación es cierta hasta antes 

de la Guerra Mundial II, pues no se conocía en el jurídico in 

ternacional de la anteguerra ninguna estructuración genuina--

mente penal, lo cual requirió improvisarla de acuerdo a posi-

bilidades de la época, al fin de la guerra. Hoy, sin embargo, 

existe el inicio de una estructuración jurídico-penal desarro 

liada para afirmar su presencia con las normas básicas del --

Acuerdo de Londres, de la Carta de San Francisco, de la Decla 

ración de los Derechos del Hombre y de la Convención del Geno 

cidio, aunque no tan completa para desempeñar la misión que -

le es encomendada. Así que, no es posible desconocer la rea-

lidad del Derecho Penal Internacional con la sola falta de --

ley, pues en el extremo caso, este criterio, haría impedir el 

nacimiento de todo sistema legal. De ello, para que nazca un 

Derecho -ciencia-, debe encontrar sus raíces en fuentes no --

precisamente legales, requiriendo ser en sus comienzos impro-

visado. Pero, tampoco puede desconocerse que existen costum-

bres y -algunos•- tratados de contenido penal aplicados aGn an 

tes de tener vigencia las convenciones antes aludidas. 

2. Falta de Sanción. El derecho Penal Internacional - 

está desprovisto de sanciones efectivas y concretas, es la -- 



afirmación contra la realidad de este Derecho. Pero, al andli 

sis de las normas jurídicas internacionales resulta que cuen-

ta con protección de medidas represivás ya reales, como las - 

contenidas en el Pacto de la Sociedad de las Naciones y en la 

Carta de las Naciones Unidas, ya hipotóticas, como la 'opi—

nión publica' y el 'supremo juicio de la historia' de que nos 

hablan Heffter y Chevalier (2). 

Las sanciones en lo penal internacional, es indiscuti- 

ble, no pueden revestir la precisión y fijeza del Derecho Interno en 

atención a los diversos factores explicables de las formas --

cambiantes de la delincuencia internacional, como lo demues-

tra la jurisprudencia de Nüremberg, se ha recurrido a entre--

gar la determinación de la pena al Tribunal sin especificarla 

al instituir el delito. Por otra parte, se comprende que en 

un ordenamiento aun rudimentario, como lo es el Penal Interna 

cional, la fase judicial supla en lo posible sus deficiencias. 

Sin embargo, puede verse la evolución que las sanciones han ex 

perimentado en forma progresiva, e incluso, ya cabe analizar 

perspectivas futuras de la sanción penal internacional que a 

su vez permite segura posibilidad de su estructuración legal 

y codificada. De ahí que la critica en particular a este De-

recho no satisface la justificante de su inexistencia sino sty 

lo seria admisible para una etapa de su gestación. 

3. Objeción esta que resulta igual a la anterior, ina-

ceptable para la inexistencia de este Derecho, pues "no por--

que no haya Tribunal no existe el Derecho" (3), lo cual condi 

cionarfa a la existencia de un tribunal la del referido Dere- 



cho. Más, en la historia jurídica de las naciones se demues-

tra la inexistencia de tribunales en legislaciones internas de 

paises antiguos, los que aparecen, además, en una forma imper-

fecta, durante la Edad Media. "La no permanencia de los tribu 

nales, con ser grave defecto, no arguye inexistencia de un or-

den, y aún de un Derecho judicial, pues la misma circunstancia 

se dió en lo arbitral y en lo internacional ct•mfin antes de la 

creación de las Cortes de la Haya" (4). 

La necesidad de crear una jurisdicción penal permanente 

y propiamente internacional es indiscutible, pero no puede de-

cirse que su actual inexistencia fundamenta la negativa a la -

realidad del Derecho Penal Internacional. 

C. Ubicación en las discliplinas jurídicas. Este Derecho 

forma parte del Derecho Público. Ahora bien, como conjunto de 

normas dirigidas a la reglamentación del ejercicio de las san-

ciones represivas en el dominio del Derecho Público Internacio 

nal, pertenece al Derecho Público Externo. Así., presenta dife 

rencias sustanciales con lo que impropiamente se conoce hoy ba 

jo la denominación de "Derecho Penal Internacional", Rama del 

Derecho Internacional Privado cuyo objeto es indicar la ley pe 

nal aplicable, determinar los efectos extraterritoriales de --

las leyes represivas de los diferentes Estados y reglamentar - 

la colaboración de las autoridades de los distintos Estados en 

la represión de los delitos conforme a una de estas leyes. Con 

cebido así este Derecho clásico es una elaboración unilateral, 

sus leyes son llamadas a imperar obligatoriamente sólo en el - 

interior del Estado que las ha promulgado; es una rama riel De- 



recho Penal interno de cada Estado. 

D. Definición. Para esta es necesario conocer concep- 

ciones hechas por la doctrina moderna. Vespaciano V. Pella, - 

tratadista rumano, lo define así: como "la traducción, en el - 

dominio de las leyes positivas internacionales, de las medidas 

de orden represivo preconizadas por la política criminal inter 

nacional" (5), también señala que se podría definir como: "la 

ramificación del Derecho Público Internacional que determina -

las infracciones, establece las penas y fija las condiciones -

de responsabilidad penal internacional de los Estados y de los 

individuos" (6). Posteriormente considera al Derecho Penal In 

ternacional como "disciplina jurídica que, con la mira de la - 

defensa del orden internacional determina los crímenes contra 

la paz y la seguridad de la Humanidad, prevee las sanciones y 

fija las condiciones de la responsabilidad de los individuos, 

de los Estados y de las personas jurídicas" (7). 

La Asamblea General de las Naciones Unidas, del 31 de -

enero de 1952, resolvió definir la agresión con el anterior 

concepto para adoptarla. 

Joseph Y. Dautricourt define de manera sencilla y bas-

tante completa el Derecho Penal Internacional diciendo es "el 

conjunto de leyes que deben defender el orden público univer--

sal por medio de la definición y represión de las infracciones 

contra el mismo" (8). 

De todo lo anterior podamos ya deducir que ente Derecho 

-Penal Internacional- es una 'ama de Derecho Público cuyo obje 

to es determinar: los actos delictuosos, que pueden nor cometí.  



.dos ya por los Estados ya por los individuos, siempre que aten 

ten contra' la moral , y el orden internncionales; la responsabi 

lidad que pueda atribuirseles en ellos; y, las medidas tendiera 

tes a prevenir y sancionar las infracctones internacionales. 



II. DERECHO. INTERNACIONAL PENAL. 

Para el estudio de los delitos en el Derecho Internacio 

nal son necesarios conceptos del Derecho Internacional y así--

mismo de Derecho Internacional Penal, analizar la relación --

que existe entre ambos y la aplicación que de ellos se hace al 

estudio de los delitos internacionales. 

A. Derecho Internacional. Encontramos diversas definí 

ciones que han sido aceptadas: "Derecho Internacional es, para 

Oppenheim, el nombre dado al conjunto de reglas consuetudina-

rias, o convenidas en los tratados, consideradas con fuerza ju 

radica obligatoria por los Estados en sus relaciones mutuas" -

(9); en tanto que para Seara Vázquez" en el conjunto de normas 

destinadas a reglamentar las relaciones entre los sujetos in--

ternacionales." (10) 

Este conjunto normativo a diferencia de la reglamenta—

ción interna es, en gran parte, consuetudinario, pues es la --

costumbre lo que le dá validez y fuerza jurídica mientras tie-

ne observancia como si fuese de derecho; pero así como se cla-

sifican normas consuetudinarias se clasifican codificadas, o -

bien pactadas en convenios, tratados, etc. 

En estas normas codificadas vemos que los Estados reco-

nocen y afirman constantemente la existencia de tal derecho y 

de tales normas, al grado que su propio derecho interno lo re-

conoce y obliga, igualmente a sus representantes, a nun tribu-

nales y a sus habitantes, todos ce hayan sujetos a su cumpli—

miento. 



A pesar de todo esto, su obligatoriedad y su cumplimien 

to, las violaciones al Derecho Internacional son muy frecuen—

tes y los responsables de dichas violaciones intentan siempre 

probar que sus actos no son violatorion o, que no incurren nin 

guna lesión, inclusive han llegado a negar la existencia de al 

guna regla contraria a su conducta. ' 

Aún, la violación continua a normas del Derecho Interna 

cional no debilita su fuerza, al contrario, impulsa a los ju--

ristas a corregir sus defectos y a llenar sus lagunas; se in-

cluye en la legislación interna de muchos paises en una serie 

de normas para regular las violaciones que se cometen en con--

tra de las normas internacionales, previéndolas o sancionándo-

las. 

B. Derecho Internacional Penal. Es un Derecho sustanti 

vo, con normas internacionales de materia penal; es un Derecho 

Internacional ya que emana de fuentes supraestatales, como el 

tratado, la costumbre, etc; con estas consideraciones, el Dere 

cho Internacional Penal es el Derecho penal material contenido 

en normas internacionales, resultando indiferente el que los -

destinatarios de esas normas sean Estados o individuos, que la 

efectividad de su aplicación se deje a los tribunales esteta--

les y que la complementación del tipo penal corresponda a los 

derechos nacionales. 

Julio Diena define este Derecho como "la parte del Dere 

cho Internacional general que comprende las normas determinan-

tes de la competencia legislativa y judicial de los didtintos 



Estados en la represión de los delitos, y que ademas regula el 

procedimiento que tiene lugar en ellos, para ayudarse mutuamen 

te en la administración de la justicia en materia penal" (11). 

El mismo Derecho se ha dividido en los siguientes gru-- 

pos: Derecho Penal Interestatal y Derecho Internacional Penal. 

Aquél, estudia las acciones -violaciones- contra un Estado o -

los bienes sujetos a su custodia, como mimebro de la comunidad 

internacional, que comete un individuo u otro Estado en tiempo 

de paz. En cambio, el Derecho Internacional Penal estudia las 

infracciones o actos lesivos que se dan en tiempo de guerra, o 

bien, estrechamente vinculados con el desarrollo de operacio--

nes militares y engloban los que pueden considerarse como úni-

cos delitos internacionales, pues estas infracciones atentan -

contra el hombre, en su propia esencia, en sus derechos y dig-

nidades fundamentales amparadas por el Derecho internacional. 

Es tan compleja la manera de como se presentan las vio-

laciones y a quienes afectan que podría confundirse al hacerse 

valer un derecho; atan más, surgiría la pregunta ¿si al violar-

se un derecho que vaya contra la esencia misma del hombre, no 

se ataca con ello al Derecho de Gentes, y no al Derecho Inter-

nacional Penal? Si, pues al atentar contra la esencia misma -- 

del hombre existe una violación al Derecho de Gentes, por lo - 

cual es necesario distinguir entre el W.:recho de Gentes, el De 

recho Internacional Penal y el Derecho Interestatal, en cuanto 

a violaciones o ataques y a quiónes se dirigen: la reparación 

a una violación de un derecho esencial del hombre corresponde 

al Derecho de Gentes; en cambio, cuando algún bien del hombre 



es afectado en forma de ataque al Estado, quién es su princi—

pal custodio, cae dentro de las normas de lo que se conaldera 

el Derecho Interestatal; y, cuando se lesiona al ser humano en 

su esencia y en sus bienes fundamentales se cae dentro do la - 

esfera del Derecho Internacional Penal. 

En cuanto a la finalidad u objetivo del Derecho Interna 

cional 

premos 

de paz 

ción de 

Derecho 

de paz, 

Penal es, para algunos autores, proteger los bienes su-

de la paz y la dignidad del ser humano, tanto en tiempo 

como en tiempo de guerra. Sin embargo, con la acepta--

esta finalidad se esta negando la existencia de este -

Penal Interestatal, cuyo funcionamiento es en tiempo -

y se está, a la vez, dejando de aceptar la división -- 

del Derecho Internacional Penal. Este Derecho se encarga de -

hacerle frente a los delitos internacionales, ello es toda vio 

lación que en el plano internacional se presentan, ya sea en - 

tiempos de paz o de guerra y que estas normas existan en trata 

dos internacionales o en la legislación Interna. 

1 



III. DESENVOLVIMIENTO HISTORICO. 

Materializar en un Derecho positivo escrito los princi-

pios y las reglas de carácter penal del Derecho Internacional 

son ideas que han resultado de la experiencia de una lenta y -

progresiva evolución. 

Estas ideas se fundan, en principio, en la necesidad de 

una jurisdicción penal internacional e independiente de los Es 

tados, que resuelve la aplicación de una legislación supraesta 

tal debido a violación de normas penales internacionales. 

Así que conozcamos el proceso evolutivo de ensayos de -

codificación penal internacional y el desarrollo que tanto en 

la doctrina como en la práctica han tenido en experiencia las 

ideas tendientes a crear una justicia criminal universal. 

A. Codificación. La labor de represión, nacional e in-

ternacional, deben fundarse en una base segura y sólida y pre-

venir los actos arbitrarios originados por un ideal distinto -

al de justicia. Dicha seguridad y solidez constituyen el obje 

to de la codificación puesto que sobre ellas descansa el prin-

cipio de la legalidad de los delitos y de las penas, a su vez 

constituye la seguridad del Derecho y la libertad individual, 

determinando confianza en la justicia. 

Por tanto la codificación penal internacional es la "con 

dición primordial de que en lo sucesivo ese Derecho dencance, 

como el penal interno, en la preciada plataforma de ln legali-

dad, que si no fue utilizada antes fue por desconocer nu valor, 

sino simplemente por la poquísima sin razón de no exinttr".(12) 

1. Primeras manifestaciones. Aparecen en el Siglo XIX 



en Europa con el primer proyecto de Código Penal Universal, de 

G. de Gregory (1832), que seleccionó solamente preceptos pena-

les de su época. En 1866, von Betz, alemán, pretende en un dis 

curso sistematizar el Derechc; iniciativa que no tuvo trascen-

dencia, se pronunció en las aulas de Heidelberg y se limitó a 

hacer sólo esbozos de preceptos generales sin contener concreta 

posición de una codificación. Semejantes esfuerzos son: el de 

la obra de Hamburger, quien se limitó al Derecho Penal positi-

vo de Austria e Italia, en 1900, en el Congreso Penitenciario; 

el esquema de Código Penal Universal, 1908, de Deslinders, cu-

yo epígrafe es "Le loi Penale", en el título XII de su "Project 

de Code Socialiste". 

En cuanto a trabajos individuales debemos justipreciar 

la obra de Garófalo "Máximas para la formación de un Código Pe-

nal Internacional", Cuarta parte de su libro "La criminología". 

También es de apreciarse la obra de Albert Levitt, sinteais --

que contiene verdadero Código Internacional de infracciones en 

sus aspectos sustantivo y adjetivo. Otros trabajos de relevan 

cia son tanto el anteproyecto de Código Penal Internacional, -

que Quintiliano Saldaña.present6 al Congreso de Bruselas en --

1926, como el proyecto que redactó Consentini en 1936, de 1314 

artículos. 

2. Unión Internacional de Derecho Penal. A parte de --

las anteriores esta es otra de las raíces del movimiento uni-

versalista del derecho punitivo. Fundada en 1889 por! Franz -

von Liszt, Adolfo Prins y Gerardo Adolfo •Jon Hammel. Su pri—

mer propósito fue componer en un Derecho Penal principios comu 



nes para los paises a que pertenecían, Alemania, Bélgica y Ho-

landa, respectivamente. Posteriores objetivos de esta institu 

ción fueron ampliándose a los demás países europeos en reunio-

nes celebradas en Alemania, Bélgica, Francia y, en 1913, en Co 

penhague. La Comisión de Política Criminal de esta Unión orga 

niz6 Congresos Internacionales en que se discutieron asuntos -

interesantes y relacionados con el Derecho Penal común e Inter 

nacional. La guerra de 1914 hizo que esta Unión dejará de ser 

propiamente internacional y subsistió sólo en Alemania, Aus---

tria y Suiza. 

3. Asociación Internacional de Derecho Penal. Fundada 

en París, marzo 28 de 1924, reemplazando a la anterior. Reco- 

nocida por la Sociedad de las Naciones, preparó Congresos in-- 

ternacionales y Conferencias para la Unificación del Derecho - 

Penal. Congresos como: en Bruselas, en 1926; en Bucarest, en 

1929; en Palermo, en 1933; y en París, en 1937. Desde su pri- 

mer Congreso de Bruselas surgió la idea universalista. Vespa-

ciano Pella present6 un voto para que Comisiones encargadas --

por los gobiernos de redactar Proyectos de Códigos penales se 

reuniesen en una Conferencia Internacional cuyo objeto fuese -

discutir y unificar bases de los Proyectos elaborados e inserí 

bir principios comunes para el ejercicio de la represión. El 

voto fue aprobado, motivo por el cual se encomendo al Bureau - 

de la Asociación hacerle llegar a los gobiernos de los Estados 

que tuvieran Proyectos de Códigos penales en vías de elabora—

ción. 

En su IV Congreso, París 1931, para la represiewl de de- 



Derecho de Gentes, y particularmente para sancionar. 

la  la propaganda de la guerra de agresión, se expresó el deseo de 

elaborar urgentemente Convenciones internacionaleá. 

La misma Asociación instituyó una Comisión para elabo-

rar un Código represivo de las Naciones, más en el Congreso de 

Bucarest se confirmó y reafirmó la necesidad de reprender efin-

cazmente a Estados culpables del crimen de la guerra. 

Prueba de la importancia y trascendencia de la labor de 

esta Asociación son el sin número de sus acuerdos inspiradores 

de convenciones internacionales importantes, entre ellas el --

Pacto de Paris de 1928 que colocó a la guerra de agresión fue-

ra de la ley. 

Sus principales Conferencias celebradas son: Varsovia -

en 1927, Roma en 1928, Bruselas en 1930, Paris en 1931, Madrid 

en 1933, Copenhague en 1935, El Cairo en 1938, y Bruselas en -

1947. Este y otro gran número de Conferencias han tenido como 

objetivo primordial es establecimiento (1928), brillo y reso-

nancia mundial del instituto para el estudio y elaboración de 

proyectos destinados a la unificación del Derecho Penal. En -

1932, en las Reuniones de Ginebra y Basilea se creó el Bureau 

Internationales pour 1'Unification du Droit Pénal. 

Con motivo de la Guerra Mundial II suspendió su activi-

dad, posteriormente se reorganizó y continuó dicha actividad. 

4. Instituto de Derecho Internacional. Sesionando en - 

Cambridge en 1931, adoptó resoluciones en relación a infraccio 

nes contra intereses generales de la Humanidad como son: pira-

tería, trata de blancas, trata de mujeres y niños, tráfico de 



.estupefacientes, trafico de publicaciones obsenas, falsifica—

ción de moneda, y de instrumentos de crédito, propagación de -

enfermedades contagiosas, ataques a los medios de comunicación 

y otras infracciones, previstas en Convenios Internacionales. 

Así mismo adoptó resoluciones relativas a la unificación de --

principios fundamentales de Derecho Penal, ademas de las medi-

das y de los medios de realizar estas, en los Congresos de Pra 

ga, en 1930, de Bruselas, en 1948, y de Siena, en 1952. 

5. Unión Interparlamentaria. Varias de sus Conferen---

cias han motivado a distintos países a profundizar materias --

que provocaron la más importante Conferencia que se ha celebra 

do en el nacimiento del Derecho Penal Internacional. Esta se 

celebró en 1925, en Washington y Otawa y votó una resolución -

en que se reconocía la criminalidad colectiva de los Estados y 

necesario el establecimiento de medios preventivos y represi-

vos de tal criminalidad. En la XXIII Conferencia de Washing-

ton acordó encomendar a una Sub-Comisión, encargada de resol--

ver problemas de criminalidad de guerra, estudiara el proyecto 

de Código Represivo de las Naciones, elaborado en 1925 por la 

Comisión Jurídica de la Unión, redactado por el Profesor Vespa 

ciano V. Pella. Dicha Sub-Comisión, como primer objetivo de --

sus trabajos tuvo, y de lo mismo se ocuparon la Comisión Jurí-

dica y el Consejo Interparlamentario en la Reunión de Ginebra 

de 192G y la Unión en Berlín 1928 y en Ginebra 1929, ln redac-

ción de un Código Penal Internacional. 

En forma general se ha preocupado especialmentr, del ar-

bitraje, de encausar el desarrollo progresivo del Derecho In-- 



ternacional y a problemas de orden político, pero es en las si 

guientes Conferencias en las que se tuvo especial entusiasmo - 

en temas penales internacionales: Estocolmo en 1921, en Berna 

1924, en Oslo 1939, en Gienbra 1945, en El Cairo 1947 y en Río 

de Janeiro 1958. 

Es la Conferencia de El Cairo de mayor importancia, ---

pues en ella el presidente de la delegación Egipcia, Hussein - 

Haekal Pachá, al•mismo tiempo del Senado de su país, planteó -

el problema de una codificación internacional y en ella del De 

recho Penal. La iniciativa fué acogida calurosamente en el se 

no de la Conferencia, sin embargo muchos delegados objetaron -

se sobrepasaría esfuerzos de la Unión resultando vana la pro--

puesta codificación. La proposición se envió a la Comisión --

Jurídica de la Unión quién en la -siguiente- Conferencia de Ro 

ma sólo presentó una Declaración sobre los Principios de la mo 

ral internacional que en su texto advierte su clara tendencia 

universalista. 

Su XLVII Conferencia, en Río de Janeiro, se trató la ur 

gencia de crear una Fuerza Policial Internacional para amparar 

el cumplimiento de decisiones de los organismos mundiales com-

petentes. 

6. Convenciones de la Haya de 1907. Es un trabajo en -

favor de la Codificación que contiene un conjunto de disposi-

ciones referente a infracciones de leyes y costumbres de guerra, 

y en el reglamento anexo trataron de definir hechos Ilícitos, 

no tan precisamente, los cuales sucedieron er una ~Ira, pero 

este reglamento nunca determinó qué consecuencias trat:r5a la - 



violación a los infractores más que una responsabilidad civil 

para los Estados en razón de actos ilicitos hechos por indivi-

duos pertenecientes a las Fuerzas Armadas de estos. 

7. Conferencia de Paz de 1919. Esta, una vez terminada 

la Guerra Mundial I, estableció la Comisión para la Responsabi 

lidad de los Autores de la Guerra y Sanciones encargándosele -

investigará violaciones en que ya incurrieron los países ven 

cidos durante el curso de la guerra. La Comisión dejó una lis 

ta de crimenes de guerra que después serviría como base para - 

una codificación. Si bien es larga esta lista su enumeración 

no es completa. Ahí mismo declara, en la parte última, que la 

enumeración citada se completará en el caso de darse a conocer 

una nueva situación cuya incorporación se justificara. 

8. Comisión .0ficial de Crímenes de Guerra. Constituida 

durante la Guerra Mundial II, octubre 20 de 1943, tomando como 

base la lista de actos incriminados que hizo el anterior orga-

nismo, bajo la reserva de la declaración que se hizo en el ---

Preámbulo de la IV Convención de la Haya, el cual estableció -

el principio cuyo sentido es que en todo caso no comprendido -

entre sus disposiciones, la población civil y los beligerantes 

quedan bajo 	el amparo de los principios del Derecho de Gen- 

tes. Así es también que esta Comisión, con la facultad de am-

pliar aquella lista, aumentó con nuevos hechos la enumeración. 

9. Carta de los Tribunales de Niiremberg y Tokio. Otro 

importante trabajo es la Codificación en la Carta de ion Tribu 

nales Militares Internacionales de Nüremberg y Tokio. la Car-

ta de Nüremberg tuvo como antecedente inmediato el acuerdo del 



26 de junio de 1945, celebrado en Paris por los cuatro vencedo 

res. El artículo 6o. del Estatuto enumera infracciones reser- 

vadas a la competencia del Tribunal creado, utilizando un máto 

do explicativo; en primer lugar considera crímenes contra la - 

Paz: la preparación, desencadenamiento y prosecución de una 

guerra en violación de tratados y acuerdos internacionales, 

así mismo, la simple participación en un plan concertado, en -

un complot, para el cumplimiento de cualesquiera de los actos 

antedichos; después consagra los crímenes de guerra como toda 

infracción conciente o dolosa de la reglamentación positiva --

del Derecho de Guerra, tal como aparece establecido en los tex 

tos internacionales válidos, como la Convención de Heridos y -

Enfermos de Ginebra de agosto 22 de 1064, el Reglamento de las 

Leyes y Costumbres de la Guerra anexo a las Convenciones de la 

Haya de 1899 y 1907, y los acuerdos sobre guerra marítima y -

submarina de Washington del 6 de febrero de 1922 y de Londres 

del 22 de abril de 1930; por último califica los Crímenes con-

tra la Humanidad las atrocidades y otros actos humanos contra 

las poblaciones civiles, ya sea antes o durante la guerra, o -

bien, persecuciones por motivos políticos, raciales o religio-

sos. La Asamblea General de las Naciones Unidas dió el carác-

ter de principios de Derecho Internacional a los consagrados -

en el Estatuto del Tribunal de Nuremberg, en su sesión del 11 

de diciembre de 1946, adoptando la resolución: "Es preciso con 

siderar como una cuestión de importancia capital los proyectos 

relativos a la formulación, dentro del marco de una codifica— 

ción general o bien de un código de derecho criminal interna-- 



cional, de los principios reconocidos en el Estatuto del Tribu 

nal de Nuremberg y en las sentencias del mismo" (13). 

Por otra parte, la Carta del Tribunal Internacional Mi-

litar para el Lejano Este se estructura el 26 de abril de 1946. 

Consta, formalmente, de 60 preceptos en cinco secciones, den--

tro de las cuales se castigan igualmente los crímenes contra -

la paz, las violaciones de las leyes y costumbres de la guerra 

y los crímenes contra la Humanidad. Denota una amplia influen 

cia en su redacción: norteamericana, conservando en general, -

las ideas que encaminan la intención y las acciones de la Car-

ta de Ntremberg. 

10. Comisión de Derecho Internacional. La Asamblea Ge-

neral de las Naciones Unidas encargó, en cumplimiento de la re 

solución citada antes, para el desenvolvimiento progresivo del 

Derecho Internacional y su codificación, a la Comisión de Dere. 

cho Internacional la preparación de un proyecto de Código de - 

Crímenes contra la Paz y la Seguridad de la Humanidad e indicar 

el lugar lcaro que conviene acordar a los principios de NUrem-

berg en ese Código. 

Celebró su primera sesión del 12 de abril al 9 de junio 

de 1949, en Lake Successs, donde constató que la formulación -

de los principios aludidos se ligan íntimamente a la prepara—

ción de un proyecto de Código de crímenes contra la Paz y la -

seguridad de la Humanidad que haría prematuro precisar dichos 

principios definitivamente antes que la redacción del Proyecto 

de Código no se encontrare más avanzada. Al abordar esta re—

dacción, la Comisión estimó se encontraba sólo en el inicio de 



una gran obra y por ello decidió a restringir, haciendo 

etapas, su tarea: la inicial cuestión residía en saber en que 

lugar se situaría a los principios de NUremberg formulados por 

la Comisión y si ellos debían incorporarse íntegramente o po--

dían ser enmendados, la convención unánime fué que la Comisión 

debla reservarse la facultad de valorar tales principios y de 

modificarlos o desarrollarlos; por lo demás, con el deber de - 

ocuparse del desarrollo del Derecho Internacional, la misma te 

nia facultades amplias de hacer las sujeciones tendientes a me 

jorarlo y no limitarse a codificar lo existnete en ese momento. 

El citado Código debería estar conforme al Derecho Internacio-

nal y sería preciso adaptar los principios de Nuremberg a este 

Derecho. Respecto a estos principios, la Comisión, opinó que 

tendrían, por hoy y simplemente, un interés histórico, además, 

carecían de fuerza obligatoria pues sólo el texto de un Código 

tendría la de una ley. 

La determinación de los autores. Estableció como prin-

cipio la Comisión, que el autor de un acto que constituya un -

crimen internacional es responsable por si mismo y susceptible 

de ser castigado. Con lo cual se trató de establecer un prin-

cipio general no limitado a determinadas personas como lo esta 

ba el Estatuto de Nüremberg. Además, se estableció que la ca-

lidad del autor de un crimen internacional como el Jefe de Es-

tado o el de Gobierno no lo exime de responsabilidad penal in-

ternacional, como tampoco se exime a los subalternos por haber 

actuado por orden de su Gobierno o de su superior jerárquico, 

condicionado a que este haya tenido facultad de elegir. 
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En cuanto a la aplicación de penas establece que el Tri 

bunal tendrá la facultad de imponer y determinar estas de acuer 

do a la gravedad del crimen, y concede ademas al Derecho Penal 

Internacional preeminencia sobre el interno al establecer res-

ponsabilidad absoluta, con independencia del hecho que los ac-

tos punibles hayan recibido o no calificación en Derer,a ínter 

no. 

El multicitado proyecto agrupa las infracciones interna 

cionales en: Crímenes contra la Paz, Crímenes de Guerra y Crí- 

menes contra la Humanidad, esto es el articulo 2o. . Los pri- 

meros comprenden todo acto de agresión, por ello los actos pre 

paratorios son elevados a delitos genéricos; de los segundos, 

crímenes de guerra, se adopta la concepción genérica caracteri 

zándolos como los actos cometidos en violación de leyes y cos-

tumbres de guerra, y en el mismo párrafo se alude al complot, 

la tentativa y la complicidad; en los Crímenes contra la Huma-

nidad se localizan el genocidio y, en estricto sentido, los --

crímenes contra la Humanidad tal como los encontramos en el Es 

tatuto Militar de Ntremberg. Otros son la amenaza de agresión, 

la incursión de bandos armados actuando con fines políticos en 

el territorio de un Estado, la participación en una guerra ci-

vil y el terrorismo cuando es cometido por las autoridades de 

un Estado. En el mismo proyecto se contienen causas justifi--

Cantes como la legítima defensa y la ejecución de una recomen-

dación de un órgano de las Naciones Unidas. 

11. Convención de Genocidio de 1948. Para le preven—

ción y represión del delito de genocidio, que fue adoptada por 
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la Asamble General de las Naciones Unidas en diciembre 9 de --

1948, cuya base para su redacción fué un anteproyeCto elabora-

do por un Comité de Expertos en el cual tomaron parte Donnedieu 

de Vabres, Pella y Lemkin. Convención ratificada por 55 Esta-

dos, constituyendo una verdadera ley penal internacional a pe-

sar de carecer del elemento sanción. 

Establece la competencia obligatoria del Tribunal Inter 

nacional de Justicia para conocer de disputas que se susciten, 

relativas a la responsabilidad de los Estados (articulo noveno) 

y faculta a las partes para recurrir a la Organización de las 

Naciones Unidas para adoptar las medidas adecuadas a la preven 

ción y represión de los actos de genocidio (articulo octavo). 

Cumple el dogma de legalidad de los delitos y tiene el 

mérito de haber logrado "la mínima exigencia de imperatividad 

de las normas, no dirigidas ya contra vencidos en una contien-

da por conductas pasadas, sino contra todos los eventuales in-

fractores futuros" (14). 

12. Labor de la Cruz Roja. Una iniciativa que corres--

ponde a la Cruz Roja y consiste, fundamentalmente, en el esta-

blecimiento de una ley-tipo cuyo fin es reprimir violaciones 

a Convenciones internacionales humanitarias, la cual ha tenido 

éxito en cuanto al abuso del signo. En el VI Congreso Interna 

cional de Derecho Penal, llevado a cabo en Roma en 1953, sep-

tiembre 27, dichas ideas han tenido apoyo. 

B. Justicia Penal Internacional. 

1. Precursores. No es nueva la idea de una justicia pe 

nal interestatal, pues las primeras manifestaciones para la -- 



creación de un Tribunal Penal Internacional que sancionará cri 

menes contra el Derecho de Gentes las encontramos en proyectos 

de paz perpetua elaborados por juristas del Siglo XV. El de -

mayor interés es el debido al Rey Hussita de Bohemia, Jorge de 

Poderbrady, terminado en 1463. Asimismo, son de interés los -

proyectos de Samuel Rochel, de 1676, de Johann von Patthen, de 

1785, de William Penn, de 1696, de John Bellers, de 1710, de -

H. Kraose, de 1814, y de Kamarouski, de 1881. Jeremías Ben---

tham, recomendaba la creación de una Corte de Justicia Interna 

cional en el "Plan para una Paz Universal y Perpetua"; bambién 

de mayor interés resulta el proyecto de Meynier (1872), juris-

ta suizo, en el que creaba un tribunal, penal precisando su com 

petencia y señalando reglas para su funcionamiento, pero fue -

objetado por razón de las jurisdicciones nacionales y sólo con 

siderado en la sesión de Cambridge -1895- del Instituto de De 

rtIcho Internacional. 

La tentativa de instituir una Corte Internacional que -

se ocupara de asuntos concernientes a captura de navíos, en --

las Convenciones de la Haya en 1907, bien puede considerarse - 

como un primer paso de realización práctica. 

2. Tratado de Versalles. Entre sus disposiciones hay - 

las que instituyen un Tribunal penal internacional para Rancio 

nar la ofensa suprema contra la moral internacional y la auto-

ridad sagrada de los tratados. En su Capitulo "De las Sancio-

nes", artículo 227 dice: 

"Un Tribunal especial se constituirá para juzgar al acu 

cado (Guillermo II), asegurándole las garantías esenciales del 



derecho de defensa. Será compuesto de cinco jueces, nombrados 

por cada una de las potencias siguientes, a saber: los Estados 

Unidos de América, Gran Bretaña, Francia, Italia y Japón. El 

Tribunal juzgará basándose en los mán altos principios que ri-

gen la política entre aas Naciones, con la esperanza de asegu-

rar el respeto de las obligaciones solemnes y de los compromi-

sos internacionales, así como de la moral internacional. Le -

corresponderá determinar la pena que estime debe ser aplicada". 

(15). 

En este se obligaba, al Gobierno Alemán, a entregar a -

los Tribunales Militares de las Potencias aliadas, a las perso 

nas acusadas de haber cometido actos contrarios a las leyes y 

costumbres de guerra. 

Proveía la constitución de un Tribunal penal internacio 

nal que juzgarla a Guillermo de Hohenzollern y la de tribuna--

les militares interaliados que a su vez juzgarían a los crimi-

nales de guerra. 

De lo anterior, en 1920, se solicitó extradicción del -, 

Kaiser asilado en Holanda. En ella se enumeraban detallada--

mente crímenes de guerra que cometieron alemanes, de donde se 

deducía responsabilidad, moral, para el jefe máximo a quien se 

habían encargado la conducción politica externa e interna de - 

la Nación. Solicitud que fue rechazada con el fundamento que 

los Países Bajos no suscribieron este Tratado de Versalles, --

por lo que sus disposiciones no le Obligaban a Holanda. Ade--

más que, la extradicción era contraria a la Constituel6n de --

los Países Bajos pues consagraba la igualdad de derechos entre 



los nacionales y los extranjeros, también que, ningún tratado 

de extradicción de los firmados por Holanda contemplaba como -

casual el tipo de delito que se atribuyó a Guillermo II en la 

requisitoria. A pesar de la reiteración, se volvió a rechazar 

la petición de extradicción. 

Contra la práctica de aludir sus disposiciones, estima-

ba posible y preveía la creación de una jurisdicción que como 

fin juzgara crímenes de guerra y a los Jefes de Estado, la ju-

risdicción penal internacional. 

3. Proceso de Leipzig. En diciembre de 1919, el Gobier 

no Alemán dictó una ley que declaraba competente a la Corte de 

Leipzig para conocer y juzgar las violaciones a las leyes y --

costumbres de guerra. 889 alemanes acusados por los aliados 

fueron reducidos a sólo 49 antes de ser sometidos al proceso y, 

de estos, menos de la mitad resultaron condenados a leves pe--

nas que incluso no se cumplieron porque se evadieron. 

En resumen, esto nos demuestra lo ilusorio de una justi 

cia penal internacional y aún más cuando es administrada por -

el propio nacional de los presuntos culpables.; 

4. Sociedad de las Naciones.  El Barón Descamps, en ---

1920, propuso al "Comité de Juristas" de la Sociedad de las Na 

ciones crear una "Haute Cour Internationale Criminelle" con la 

idea de sancionar atropellos cometidos durante la guerra juz--

gando y castigando todos los crímenes contra el orden público 

internacional y el Derecho de Gentes. El Comitú encallado de 

elaborar un anteproyecto de Estatutos del Tribunal prmanente 

de justicia internacional, recomendó examinar el proyecto al - 
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Consejo de la Sociedad de las Naciones, quién a su vez lo some 

tia a consideración de la Asamblea, y esta consideró prematuro 

pronunciarse, por lo que sin combatirlo siquiera lo abandonó. 

Son interesantes las razones que se tuvieron para no --

considerar esta iniciativa, contenidas en el informe de M. La-

fontaine leído en sesión del 18 de diciembre de 1920: 

"La Comisión ha creído inútil instituir, paralelamente 

a la Corte de Justicia Internacional, otra Corte criminal, y -

que sería preferible, como es usual en nuestro procedimiento -

internacional, confiar a los tribunales ordinarios, la persecu 

ci6n de los crímenes. Si alguno de loe crímenes de este gane 

ro llegan a caer un día bajo la aplicación de una ley penal 

internacional, será constituida una Caffinre criminal 	en el se 

no de la Corte de Justicia Internacional. En todo caso, este 

es un problema muy prematuro en la hora presente" (16). 

Asociaciones científicas privadas como la International 

Law Association, la Unión Interparlamentaria y la Asociación -

Internacional de Derecho Penal, recogieron estas abandonadas y 

desconsideradas ideas del Baron Descamps votando por la crea—

ción de un Tribunal Internacional llamado a conocer de toda --

responsabilidad penal nacida a consecuencia de una agresión in 

justa y, en general, de violaciones a la ley internacional, - 

cuyo funcionamiento fuese tanto en tiempos de paz como en gue-

rra. 

En su sesión de Buenos Aires, de agosto de 1922, la In-

ternational Law Association formuló una declaración en que se-

ñalaba la necesidad urgente y esencial a los interesen de la 



justicia de establecer una Corte Internacional para asuntos - 

criminales. En esta brillaron los argumentos de Lord Phillimo 

re y Mr. Hugh. En la Conferencia de Estocolmo de 1924 se dis-

cutió el proyecto de un Tribunal Criminal Internacional, so-

metido a estudio de un Comité que se creó especialmente para -

ello y el cual, en dos años, concluyó la elaboración del Esta-

tuto discutido en la Conferencia desViena de agosto de 1926. -

Este fue aprobado. finalmente. 

Un proeycto de Estatuto de Tribunal Criminal Internacio 

nal fue aprobado, en enero de 1928, por la Asociación Interna-

cional de Derecho Penal. 

En 1931 el Profesor Pella y sus seguidores lograron ras 

tablecer la confianza en sus ideas sobre las posibilidades de 

la solidaridad frente al Estado, lo que decidió a la Sociedad 

de las Naciones que tomara bajo sus auspicios el Bureau Inter-

nationalpour l'unufication du Droit Penal asegurando la colabo 

ración de todas las grandes instituciones científicas interna-

cionales que hasta entonces trabajan sin coordinación. 

La Convención para la represión internacional del torro 

rismo y la creación de una Corte Penal Internacional que cono-

ciera de estos delitos, auspiciada por la Sociedad de las Na--

ciones, fue firmada en noviembre 6 de 1937. Tanto el asesina-

to del Rey Alejandro I de Yugoeslavia como el de M. Barthou, -

Ministro de Asuntos Exteriores de Francia, del 9 de octubre de 

1934, hizo presentar a este país a la Sociedad de la b naciones 

la propuesta creadora de un Tribunal Penal Internacional que -

juzgara estos crímenes, la cual (11.5 lugar a la mencionada Con- 



vención conteniendo dos acuerdos: uno que obligaba a partes in 

teresadas a definir como criminales diversos actos de terroris 

mo, otro que preveía represión de estos crímenes por un Tribu-

nal Penal Internacional especial para casos en que tales críme 

nes no cayeron dentro de la jurisdicción de los tribunales de 

los paises en cuestión; contenía, además, normas para elección 

de los jueces, organización interna del Tribunal, procedimien-

to, etc. La guerra, iniciada en 1939, no dejó hacer las nece-

sarias ratificaciones de este convenio firmado por trece Nacio 

nes, por lo cual no tuvo vigencia. Convenios que muestran el 

reconocimiento y la creación de una justicia penal internacio-

nal por parte de la Sociedad de las Naciones. 

5. Proceso de Nuremberg. Al terminar la Guerra Mundial 

II se instó poderosamente por la creación de dos Tribunales Mi 

litares internacionales: para Europa, cuyo origen inmediato es 

en el Acuerdo de Londres firmado por los representantes de las 

-cuatro- potencias vencedoras en agosto 8 de 1945, para el Ex-

tremo Oriente, nacido de una Declaración del 19 de enero de --

1946 emitido por la Comandancia Suprema de las Fuerzas aliadas. 

Este deseo de sanción a los alemanes, realmente aparece mani-

festado desde estando en apogeo las operaciones militares en -

documentos signados por representantes de los instadores de la 

creación de estos tribunales. De esos documentos, la Declara-

ción de Saint James, firmada en Londres en junio 13 dr 1942, -

continente del principal fin de la guerra el castiga 10 culpa-

bles o responsables por los crímenes cometidos o por aquellos 

que hayan ordenado cometer. En la Declaración de Moscú del 30 

de octubre de 1943 decía serían enviados a los países en que - 



hubieren cometido crímenes de guerra, los oficiales y soldados 

alemanes, para ser juzgados y sancionados conforme a-leyes de 

esos países, sin perjuicio del caso de principales delincuen--

tes cuyos delitos no se precisen geográficamente serían casti-

gados por decisiones conjuntas de Gobiernos de las potencias - 

aliadas. 

En Teherán, noviembre de 1941, se reunieron Jefes de Go 

bierno, de Estados Unidos, de Gran*Bretaña y la U.R.S.S., en - 

que, por los relatos que de ella hace Elliot Roosevelt en su -

"As He Saw it", se trató la posibilidad del castigo a loa ale-

manes después de la caída del Tercer Reich con laprqxlstalende 

Stalin, a la que se adhirió Roosevelt, de la ejecución Cl masa, 

de un mínimo de 50 mil alemanes que hubieren tenido destacada 

actuación en el régimen nacional socialista. Churchill, por -

el contrario, participó de la idea del establecimiento de un -

tribunal cuyo objeto seria sustanciar un proceso legal y no en 

forma sumaria. El relato de Roosevelt se confirmó por Chur--

chill en la recopilación de sus memorias de guerra (17). 

El Acuerdo de Londres, firmado en agosto 8 de 1945, que dió --

forma a este tribunal, tiene anexo al texto de la Carta del --

Tribunal en la cual se contiene sus facultades y determina el 

procedimiento a seguir. La jurisdicción del Tribunal se limi-

ta, de acuerdo con el artículo 6o. de la Carta, al conocimien-

to de crímenes cometidos en favor de intereses de los países - 

europeos del Eje. 

La composición de este tribunal era de cuatro jueces 

con sus suplentes: cada potencia signataria nombró un juez y - 



su suplente. Ni el Tribunal, sus miembros o sus suplentes, po 

dIan ser recusados por los defensores de los acusados ni por -

los mismos acusados. Debían ponerse de acuerdo, los miembros 

del Tribunal, entre si para designar al Presidente del Tribu--

nal mismo. El Presidente decidiría en casos de empate en las 

decisiones que, también, podían ser adoptadas por mayoría de - 

votos; pero, sentencias y condenas podían pronunciarse por el 

voto de tres de los miembros cuando menos. 

Cuatro fiscales principales se designaron, uno por cada 

potencia signataria, los que, además de sus deberes ordinarios, 

tendrían tareas como: decidir un plan de trabajo individual pa 

ra cada uno de los citados fiscales y para el personal a sus -

órdenes; designar, en definitiva, principales delincuentes de 

guerra que debían ser procesados por el Tribunal; elaborar el 

proyecto de reglamento y, a la vez, recomendarlo al Tribunal - 

para su aprobación (18). 

El Estatuto, contiene disposiciones para enjuiciamiento 

de los acusados y la respectiva tramitación del juicio. El --

tribunal no estaría ligado por reglas t(cnicas de la prueba y 

tendría libertad para admitir todo medio que, a su juicio, tu-

viera suficiente valor probatorio. Estaría autorizado para im 

poner a los culpables pena de muerte o cualquier otro castigo 

que considerase justo. Su fallo no quedaría sujeto a revisión, 

en cuanto a la culpabilidad o inocencia del acusado. Las sen-

tencias, habrían de ejecutarse conforme a órdenes del Consejo 

de Control para Alemania, que podría reducir modificar en cual 

quier forma las sentencias, aGn sin aumentar su severidad. 



Todo esto &muestra que 411 Tribunal de Nüremberg no lo 

fue internacional propiamente. Ademús, nn la redacción de su 

Estatuto intervinieron los representantes de los vencedores - 

de la guerra y, de ellos sólo cuatro firmaron el acuerdo que 

le diú nacimiento. Su jurisdicción se circunscribió a casti-

gar a las autoridades alemanas y a pesar de haberse comproba-

do la ejecución de diversos actos delictuosos calificados por 

la Carta por parte de los súbditos italianos, ellos quedaron 

impunes. Está por demás decir que, mismos actos realizados - 

por los vencedores de la guerra merecieron otro calificativo 

y ni siquiera se pensó que pudieran ser objeto de una sanción. 

Como a cada Estado signatario de la Carta y el Estatu- 

to correspondía nombrar un magistrado y como estos documentos 

guardaron silentio respecto de la nacionalidad de los juzgado 

res, el Tribunal quedó integrado sólo por norteamericanos, in 

gleses, franceses y rusos. Aconsejable era, aún políticamen- 

te, que el Tribunal estuviese integrado por juristas neutra- 

les como lo hubiese sido los suizos, suecos, portugueses, es- 

pañoles y argentinos de fama universal, si hubieran sido invi 

tados. Si bien es cierto que la presencia de juristas de la 

categoría de Donnedieu de Vabres o Lawrence, daba garantías - 

de que su misión era establecer si los prisioneros eran o no 

culpables de los actos que se les atribuían, no podía decirse 

lo mismo de la representación soviética, ya que dentro de la 

ideología marxista no es posible concebir juzgar con ulnidad 

a un enemigo declarado del comunismo, pues significa e,juidad 

para el Estado proletario: equidad que para un reconoci,),. an- 



ticomunista no cabe, habría una contradicción en los términos. 

Los acusados eran culpables, en consecuencia y en la concep—

ción marxista, por ser anticomunistas. Cuando la mayoría del 

Tribunal absolvió a von Papen, el Gobierno de la U.R.S.S. ele-

vó una enérgica protesta, ya que a su juicio la absolución no 

era 'equitativa'. La circunstancia de hallarse integrado el -

Tribunal por juristas brtánicos y soviéticos fue objeto de ata 

ques por parte de la prensa y radio londinenses, manifestacio-

nes apoyadas por la Cámara de Lores en la persona de Lord Han-

key, cuando dijo en mayo 5 de 1949: "Hubo algo de cínico y re 

pugnante en el espectáculo de jueces británicos, franceses y 

americanos sentados junto a unos colegas que representaban a - 

un país que, antes, durante y después del juicio, había perpe-

trado más de la mitad de todos los crímenes políticos existen-

tes" (19). 

Después de una substanciación no exenta de vicios, en -

cuanto a garantías procesales para los inculpados, 19 de ellos 

fueron encontrados culpables y 3 absueltos. De los culpables, 

12 condenados a muerte en la horca, 3 a presidio perpetuo y 4 

a presidio por términos que van de 10 a 20 años. En la senten 

cia se declara como asociaciones criminales a los órganos di—

rectivos del Partido Nacionalista, de la Policia de Seguridad, 

de la Gestapo y de la Schutzstaffeln. 

El proceso de Niirembery marca, innegablemente, los prin 

cipios de una etapa en el desarrollo del Derecho Penal Inter-

nacional. En efecto, el ensayo practicado (ni Nürembery encon- 

tr6 eco en el seno de las Nacinncs Unidan 	las narrara; canteni 



das en la Carta y sentencia del Tribunal han sido reconocidas 

como principios de Derecho Internacional, no ya para ser apli-

cados exclusivamente en contra de los vencidos en una guerra o 

en contra de los alemanes, sino susceptibles de imponerse a --

cualquier sujeto sin importar su nacionalidad o condición. 

6. Proceso de Tokio. Frente a la tensión que las actua 

ciones del Tribunal de NUremberg provocaron en la opinión pú—

blica mundial, y en particular la atención que le dedicaron 

los juristas, el proceso que tuvo por objeto el juzgamiento en 

Tokio del Primer Ministro Tojo y de otros 26 destacados jefes 

militares y políticos japoneses, se vió rodeado de una general 

indiferencia. 

La constitución del Tribunal Internacional Militar para 

el Lejano Este tiene un punto de inicio en la Declaración del 

Vice-Presidente de los Estados Unidos, Henry Wallace, del día 

28 de diciembre de 1942, y la política básica en esta materia 

se anuncia mas tarde con la proclamación de los tórminos de la 

rendición japonesa, aceptada por los diplomáticos nipones en -

septiembre 2 de 1945. 

En la Conferencia de Moscú, del 16 al 26 de diciembre -

de 1945, los gobiernos de los Estados Unidos de América, del - 

Reino Unido y de la Unión Soviótica convinieron con el asenti-

miento de China, en que el "Comandante Supremo de las Fuerzas 

Aliadas expedirá todas las órdenes concernientes a la ejecu—

ción de las condiciones de la capitulación, la ocupación y el 

control del Japón y las instrucciones suplementarias que sean 

del caso". 



El Comandante Supremo de esa época, General Mac Arthur, 

ejerciendo los mencionados poderes-facultades por una proclama 

especial del 19 de enero de 1946, estableció el Tribunal Mili-

tar Internacional para el Lejano Oriente, que tendría por obje 

to "el enjuiciamiento de las personas acusadas individualmente 

o como miembros de organizaciones, o a este doble título, de 

infracciones consideradas como delitos contra la paz", esto es, 

para el enjuiciamiento de los principales criminales de guerra 

del Lejano Oriente. La constitución, la jurisdicción y las --

funciones de este Tribunal, segón los términos de la proclama, 

serían las establecidas en el Estatuto del Tribunal, aprobado 

por el Comandante Supremo el mismo día; este ordenamiento fué 

después enmendado. 

La enmienda disponía que el Tribunal se compondría, por 

lo menos, de 6 miembros y a lo sumo de 11, nombrados por el Co 

mandante Supremo de los candidatos propuestos por las Poten---

cias signatarias del Acta de Capitulación, más por la India y 

por Filipinas; debía nombrar, también, al Presidente del mismo, 

a un Secretario General como Director de la Secretaria del Tri 

bunal, y a un Fiscal General encargado de la instrucción de --

los sumarios y de la acusación de los inculpados. Cada Estado 

con el que Japón habla estado en guerra quedaba autorizado pa-

ra designar a un fiscal adjunto al Fiscal General. 

Toda decisión del Tribunal, hasta incluso las que impli 

caran condenas y penas, debían adoptarse por la mayoría de los 

votos d' los miembros del Tribunal que se layaren prouentes y, 

en el caso de empate, el voto del Presidente decidiría. 
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Ademas, el Estatuto contenía disposiciones relativas al 

enjuiciamiento expedito y rápido de los acusados, y facultaba 

al Tribunal para adoptar o enmendar su reglamento. El Tribu--

nal no debía estar ligado por las reglas técnicas de la prueba, 

sino que estaría en libertad para admitir cualesquier medio --

que estimare de suficiente valor probatorio. 

Estaba autorizado para imponer la pena de muerte a los 

acusados declarados culpables, o cualquier otro castigo que --

considerase justo. Las actas del proceso habrían de ser envia 

das al Comandante Supremo para que adoptara las medidas adecua 

das en lo referente a su ejecución. Las setencias deberían --

cumplirse de acuerdo a las instrucciones emanadas del Comandan 

te -Supremo- quién podría reducir o modificar las sentencias, 

aunque sin aumentar su severidad. 

En su Estatuto estaba contenido el Derecho substantivo 

que aplicó, y eh cuyas disposiciones al respecto eran, en su -

mayor parte, las mismas que las del Estatuto del Tribunal de - 
el 

Nuremberg; sin embargo, había algunas diferencias en la definí 

ción de los delitos que miran bajo la jurisdicción del Tribunal. 

La Carta para el Tribunal para el Lejano Oriente sigue, 

en gran parte, las ideas establecidas en Nüremberg. Algunas - 

diferencias son en cuanto a no admisión del sistema de jueces 

alternativos ni tampoco del procedimiento para la investiga—

ción, que en Tokio se atribuye como facultad potestativa del - 

Presidente de un Consejo formado per un representante (10 cada 

uno de tos 11 paises que en deflniti'ia tuvieron asiente on el 

Tribunal: Australia, Canadl, China, Francia, Gran Bretana, In- 



dia, Holanda, Nueva Zelandia, Filipinas, Unión Soviética y 

tados Unidos. El Tribunal tampoco tenia facultades para que -

a los grupos o a las organizaciones las declarara delincuentes. 

El Consejo realizó una verdadera historia politica de - 

Oriente para fundamentar su acusación, analizando el incidente 

de Mkden, la agresión y dominación económicas del Japón a Chi-

na, las relaciones con Alemania, el Pacto Anti-Kominterr. y 1171 

preparación y realización de una guerra de agresión contra Man 

churia, Francia, Estados Unidos y Gran Bretaña. El Tribunal -

consideró culpables a todos los acusados, 7 de ellos fueron --

condenados a morir en la horca. De los 11 miembros del Tribu-

nal, 8 fallaron a favor, Holanda prestó a medias su conformi--

dad, y Francia e India disintieron de la sentencia. El juez -

que representó a este Ultimo pais, Rahabinode Pal, emitió un 

fallo de 1900 paginas en que fuó deshaciendo una por una las - 

diversas acusaciones de los inculpados; sostuvo que no había - 

pruebas que mostrasen que alguno de los acusados fuere crimi— 

nal de guerra, y declaró que, cualesquiera que fuesen los sen- 

timientos de sus colegas, el mismo hecho de hacer comparecer - 

en juicio y ahorcar luego a los prisioneros de guerra era un - 

crimen de guerra de peculiar gravedad (20). 

Los mismos defectos que anotamos al analizar la consti-

tución del Tribunal de Nuremberg se prnentan con mayor niti—

dez en Tokio. La redacci6a de las disponiciones que 1c rtuie-

ron son una elaboración de exclusiva Influencia norteaerzana 

y esta circunstancia impide, naturalmente, :onsiderai1.: coro 

un organismo de carácter internacil. L,1 misma ar: 



se dió a la responsabilidad de los acusados,'en muchos casos -

obliga a poner en duda la seriedad del proceso y sus congecuen 

cias nos demuestran los excesos a que puede conducir una justi 

cia penal internacional mal administrada. 

7. Naciones Unidas. Su Asamblea General adoptó, en di-

ciembre 9 de 1948, una resolución en el sentido de que: "la co 

munidad internacional, en el curso de su desarrollo, experimen 

taría una creciente necesidad de un órgano judicial internacio 

nal para juzgar algunos crímenes conforme al Derecho Internacio 

nal" (21). Sin embargo, unos afirman que una jurisdicción cri 

minal internacional es inconcebible sin un Código Penal Inter-

nacional, y otros sostienen, por lo contrario, que un Código -

sin jurisidcción estaría desprovisto de eficacia. A nuestro -

juicio, Código y jurisdicción forman un conjunto y se apoyan -

recíprocamente, La Comisión de Derecho Internacional de las -

Naciones Unidas ha seguido un análogo proceder, y su Presiden-

te, el Profesor Georges Scelle, declaró en su Segunda Sesión -

-9 de junio de 1950-: "si no se creaba Una tal jurisdicción, -

de nada serviría la precisión de los principios de Nüremberg y 

el establecimiento de un Código Penal Internacional, por cuan-

to no existiría un órgano para aplicarlos" (22). 

Ese mismo día, la Comisión aprobó una resolución en la 

que se reconoció era deseable y posible crear una jurisdicción 

criminal internacional. A ello es necesario recordar que an--

tes la Comisión se había avocado al estudio de un proyecto de 

Corte Criminal Internacional (23), en el que se bacía presente 

la necesidad de que esta Comisión reconociera el carSeter de-- 



seable de una jursidicción de tal naturaleza y se insistía en 

que debía crearse un Tribunal independiente de la Corte Inter-

nacional de Justicia (24). Punto este que se vió confirmado -

por la Comisión pues declaró: "no había motivo para recomendar 

la creación de una Cámara Criminal", de donde se deduce que el 

espíritu de la Comisión ha sido la creación de una jurisdic-

ción penal independiente (25). 

La sexta Comisión, meses despuós, sometió a considera---

ción de la Asamblea General una resolución con que se consti-

tuía un Comité especial, integrado por representantes de 17 Es 

tados miembros, cuya labor consistía en "preparar uno o mas --

proyectos de convención y formular proposiciones concernientes 

a la creación y el Estatuto de una Corte Criminal internacio--

nal" (26). La resolución fuá adoptada el 12 de diciembre de - 

1950 y, una vez constituido el Comité celebró sus sesiones en 

Gienbra del lo. al  31 de agosto de 1951 concluyendo un proyec-

to de Estatuto para una Corte Criminal Internacional. Está --

precedido por un informe del Profesor Max Sorensen (27). Su - 

exámen fue aplazado, una vez que se sometió a la consideración 

de la Asamblea General el .4 de diciembre de 1954, por resolu-

ción de 34 votos y 7 abstenciones, hasta conocer el informe 

del Comité especial sobre la definición de la agresión. 

Es de interés realizar un anhlisis a las disposiciones 

que consideramos principales en este tema: 

Su integración seria de 15 jueces, de nacionalidades di 

ferentes y, sería autónomo, indey.endiente de la Cortí, Interna-

cional de Justicia. Su competencia, jurisdicción material, -- 
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comprenderla crímenes internacionales, esto es, de hechos reco 

nocidos como tales por el Derecho Internacional, tengan o no -

ese carácter en el derecho interno. 

El 4o. articulo del proyecto del Comité reproduce, en -

gran parte, las disposiciones pertinenetes al nombramiento de 

los jueces del Estatuto de la Corte Internacional de Justicia, 

exigiendo a los magistrados notorios conocimientos tanto del -

Derecho Internacional como -y particularmente- del Derecho Pe-

nal Internacional. 

En atención a que el Tribunal emanaría de una conven—

ción internacional, y no de una resolución de la Asamblea Gene 

ral, el proyecto reserva el derecho de presentación de candida 

tos a jueces exclusivamente a los Estados que suscriban dicha 

convención, de manera que "el conjunto de los jueces asegure, 

en la medida posible, la representación de las grandes formas 

de civilización y de los principales sistemas jurídicos del --

mundo" (28). En el articulo 11, se prevee la elección de los 

jueces por un organismo -restringido- formado por representan-

tes de las partes contratantes. 

El proyecto sólo considera la responsabilidad de las 

personas físicas -Jefes de Estado, funcionarios y simples par-

ticulares-, no así la de las personar; jurídicas. 

En cuanto a la sanción, el Estatuto atribuye al Tribu--

nal un poder discrecional que, por tanto, le faculta imponer - 

cualquier pena que considere justa. 

Contowpia la creación de un 6ryano ospecidl para preve-

nir los C,:tr,r. dn persecución injustificada; la compon1vi6n del 
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mimo órgano por funcionarios designados mediante el mismo procedimiento -

señalado para la eleccián de los jueces; funcionarios cuya tarea será exa 

minar las pruebas alegadas por elrecurrente. El informe de este 6rga 

no servirá de base a la acusación. 

Las funciones del Ministerio Público quedan confiadas a 

otro órgano especial nombrado por una comisión de diez miem—

bros de la Corte. 

Por cuanto a las actuaciones judiciales ante el Tribu--

nal/  se aseguran al inculpado todas las garantías de un proce-

dimiento justo, incluso se contempla una presunción de inocen-

cia a su favor. Se admite el principio de la. autoridad de la 

cosa juzgada y el único recurso que cabría en contra de la sen 

tencia es el de la revisión. 

El Consejo de Indultos es otro árgano que crea el pro7-

yecto, compuesto de cinco miembros, con amplias facultades pa-

ra conceder o denegar tales indultos. 

Este proyecto ha sido objeto de encontradas criticas por 

parte de diversos autores:Stephan Glaser, Profesor de la Uni--

versidad de Lieja, estima que;la Corte que se instituya debe -

ser organismo dependiente de las Naciones Unidas, quedando la 

Asamblea General investida del derecho de promulgar el Estatu-

to y de preocuparse de los mecanismos que fueren necesarios pa 

ra el funcionamiento del Tribunal y la realización de sus prin 

cipios. Opina que los autores de los crímenes internacionales 

son por lo general, no sin razón, de los Entrados mininos y que 

existen. Estados que, por sus tendencias ¡inlTticas o ;tistemas 

de (obierno tienen una marcada propensi6n a cometer tlen ac-- 



tos. En dichas circunstancias no podría pretenderse que los --

mencionados Estados adhirieran de buen agrado y con satisfac—

ción a una jurisdicción de la categoría que analizamos. Y más 

aún, si por último se lograra su adhesión al Estatuto, difícil 

mente podría pretenderse que prestaran la ayuda necesaria para 

la ejecución del fallo que se dictare (29). 

Cualesquiera que sean las objeciones que se puedan ha--

cer a las disposiciones del proyecto de Estatuto, elaborado en 

agosto de 1951 por el Comité de las Naciones Unidas, es preci-

so reconocer que el gran mérito de la labor del Comité ha sido, 

como lo declaró su distinguido Presidente M. George M. Morris, 

"haber despejado el terreno para permitir la creación de una -

jurisdicción criminal internacional" (30). El Comité ha queri 

do evitar los obstáculos resultantes de ciertos perjuicios que 

habrían hecho imposible, en las circunstancias actuales, conce 

bir una jurisdicción penal internacional, estimando que, una -

vez creada, ella misma podría encontrar las posibilidades de -

adaptación necesarias a su progreso. 
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LOS DELITOS INTERNACIONALES. 

IV. Concepto. Previamente es de necesidad distinguir --

los delitos internacionales propiamente, denominados crímenes 

contra la Paz y la Seguridad de la Humanidad, los crímenes mun-

diales o universales que interesan al Derecho Internacional. 

A. Los delitos propiamente internacionales. Para algo--

nos tratadistas como M. J. de Louter, se debe admitir la exis--

tencia de un delito de Derecho Internacional cuando existe vio-

lación, por parte de un Estado, del orden jurídico internacio--

nal (31): Karl Strupp estima que el delito internacional es en 

principio "una acción de un Estado que lesiona los derechos de 

otro Estado" (32), pero declara seguidamente que se trata sólo-

de una omisión que lesiona los derechos de otro Estado, y que 

unicamente existe el delito internacional cuando existe culpa - 

de parte del Estado que se trata; Quintiliano Saldaña los defi-

ne como "las violaciones violentas o fraudalentas de las reglas 

y leyes establecidas por el Derecho de Gentes o Derecho Inter--

nacional" (33). 

Los crímenes internacionales presentan, en la gran mayo-

ría de los casos, un carácter sui generis, excepción hecha de -

ciertas situaciones bastante escasas, ellos implican siempre el 

ejercicio del derecho de autoridad. Tradicionalmente, casi ---

siempre han sido cubiertos por la autoridad del Estado pues ema 

nan de órganos poseedores de su voluntad. POr esta razón, el -

problema de la represión eficaz de los delitos internacionales 

no ha podido ser resuelto más que por la guerra. Así es, la re 

presión está asegurada por la facultad de los Estados, ya sea - 
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de entregar el ejercicio de la represión a sus propias juris--

dicciones, ya a una jurisdicción internacional ad hos, o ya --

sea de imponer al Estado vencido la obligación de castigar él 

mismo determinados crímenes, como consecuencia de una guerra -

victoriosa. 

Con tal carácter especial de los delitos internaciona--

les, Pella considera como "toda acción u omisión que viola las 

condiciones fundamentales del mantenimiento del orden interna-

cional" (34). Dentro del mismo espíritu, el Profesor Scelle -

estima que "todo acto que altera el orden publico internacio-

nal es un crimen en virtud del Derecho Internacional"-  (35). -

Asimismo, Pella estima posteriormente, ampliando su definición, 

que el delito internacional es " toda acción u omisión, inter-

nacionalmente peligrosa por el hecho de que ella ha contribui-

do ya sea a la preparación o ejecución de una guerra prohibida, 

sea a la violación de las leyes y costumbres de la guerra, sea 

a la creación de.situaciones cuya naturaleza tiende a alterar 

las relaciones pacificas entre los Estados, sea en fin a una - 

politica nacional de ofensa a la universalidad del sentimiento 

humano" (36). 

En suma, los delitos internacionales propiamente tales 

como hechos dirigidos contra los bienes jurídicos de alto va-

lor, que representa para los Estados la razón de ner de la paz 

internacional, aün mejor, se trata de actos dirigidos contra -

los intereses fundamentales de orden moral y material, que im 

ponen el establecimiento y el mantenimiento de las relaciones 

pacíficas entre los miembros de la comunidad internacional. 



B. Los delitos internacionales. Existen diversas defi-

niciones, entre las cuales tenemos que, para Oppenheim delito 

internacional "es todo daño o perjuigio causado a otro Estado 

por el Jefe o por el gobierno de un Estado, en violación de --

una obligación internacional de carácter jurídico" (37); mien-

tras que para Medina Ortega, delito internacional es cualquier 

infracción del ordenamiento internacional, que lleva aparejada 

una pena, ya sea que esta se imponga de acuerdo con las normas 

nacionales, o de acuerdo con las normas internacionales. 

Cabe hacer notar que ambas definiciones se complementan, 

ya que en ambas se halla del delito internacional como viola--

ciones a las normas, u obligaciones de Derecho Internacional, 

sin embargo en la primera se nombran como sujetos de los deli-

tos al Jefe de Esbado o al Gobierno, mientras que en la segun-

da se establece la posibilidad de aplicar normas nacionales o 

internacionales. En síntesis, delito internacional es la vio-

lación a los compromisos internacionales, los que exigen que -

se haga la consiguiente sanción y que los autores de esos ac--

tos sean debidamente castigados. El sujeto activo es el Esta- 

soberno, y es él quién resulta directamente responsable, ya 

r. una acción u omisión violó primeramente una regla in--

:L Tonal. 

C. Los delitos contra el Derecho Internacional. Lo son 

todos aquellos actos realizados por los particulares, en con--

tra de Estados extranjeros, contra lou Jefes de Estado o bien, 

contra los agentes diplomáticos: 

Importante es observar que en este caso, el Buleto acti 



50 

vo es un individuo quién actea de manera contraria a lo esta--

blecido tanto en su legislación interna, así como en contra de 

los preceptos del Derecho Internacional. Esto es, lo primero 

que se viola es una norma nacional, violación que puede tener 

repercución en otros Estados; por tal motivo el Estado del ---

cual el individuo es nacional, incurre en responsabilidad de 

castigarlo por dicho acto, el cual, a pesar de darse dentro de 

un Estado, tuvo los alcances suficientes para afectar a otro. 

Si el Estado en el cual se perpetró el acto, no castiga al in-

dividuo por violar sus leyes; debe castigarlo por atentar en -

contra de las normas internacionales, si no lo hiciere así el 

Estado afectado tiene el derecho de reclamarle, en virtud de -

preceptos establecidos ya sea, por medio de tratados, de con--

venios, etc. 

La noción amplia de delito internacional comprende des-

de las violaciones corrientes de las obligaciones contraídas 

por el tratado y que no requieren más (le una indemnización pe-

cuniaria, hasta las violaciones del Derecho Internacional equi 

valentes a un acto criminal en el sentido generalmente acepta-

do por el término. 

Los delitos internacionales, en el sentido técnico del 

término, no deben ser confundidos con los crímenes contra el 

el Derecho de Gentes. 	Estos, según la terminología del dere- 

cho penal de varios países, son los actos -remetidos por indí--

viduos contra Estado extranjeros, considerados como actos cri-

minales por las leyes penales, comprenden en particular aque--

llos actos de los cuales es responsable, con arreglo al Dere-- 
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tidos. También comprende delitos como la piratería, o el co- 

mercio de esclavos, en los cuales los Estados pueden castigar 

al ser aprehendidos los autores, cualquiera que sea su naciona 

lidad, actos que los Estados tienen obligación, por el Derecho 

Internacional, a impedir, así vemos pues que, aunque el Estado 

no haya pactado algo, el Derecho Internacional lo faculta para 

impedir o castigar a los autores de delitos internacionales, - 

es pués, el término de delitos internacionales, aplicable tan 

to a los hechos ilícitos que se deriven de violaciones a los -

tratados, así como a los actos que no tiene relación con él. 

V. Sujetos.  El problema de saber quiénes pueden ser --

considerados sujetos de los delitos internacionales depende de 

la solución de una cuestión preliminar: quiénes pueden ser su-

jetos de derechos y deberes internacionales, esto es, podrán -

ser sólo responsables quiénes posean una personalidad interna-

cional (38). Según el Profesor Glaser un doctrina se puede --

distinguir tres categorías que se ocupan del particular: la --

primera de ellas al Estado como único sujeto de Derecho Inter-

nacional, dentro de esta concepción, el Derecho Internacional 

rige exclusivamente las relaciones entre los Estados e ignora 

al individuo corno tal y no se ocupa de 61 más que como ciudada 

no de un Estado o protegido por este. Las relaciones de los -

individuos con los Estados o individuos extranjeros estarían -

regidas por las leyes internas. Una segunda doctrina extiende 

el concepto de persona internacional a todas las colectivida—

des a las cuales los Estados, unicamente creados por el Dere-- 
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naciona; estas colectividades comprenderían, entre otras orga-

nismos internacionales como las Naciones Unidas .y algunas Comi 

siones Internacionales, como por ejemplo, la Comisión Europea 

del Danubio, ademas se ubica dentro de otras colectividades a 

la Iglesa Católica Romana o, a lo menos, a su Jefe visible, el 

Papa. Finalmente, la personalidad internacional comprende tam 

bión al hombre, tomado individualmente, como miembro de la Hu-

manidad, y este punto de vista es hoy el del Derecho Interna--

cional positivo. 

Así, la responsabilidad internacional del Estado no pre 

senta mayores dificultades, todo el mundo esta de acuerdo en -

reconocer al Estado capacidad para delinquir internacionalmen-

te. Lo que es más delicado es saber si el individuo esta some 

tido directamente a obligaciones internacionales, es decir, si 

él está obligado a respetar reglas cuya violación hace nacer -

una responsabilidad de su cargo, independiente del Estado in--

terno. Pero no creemos aceptable establecer la posibilidad de 

una responsabilidad internacional basada en la teoría de los - 

sujetos de Derecho Internacional, como lo hacen Glacer y otros 

(39) que, como se ha visto antes, llegan a la conclusión de --

que otras entidades aparte de los Estados, pueden ser capaces 

de delitos internacionales por su condición de sujetos de Dere 

cho Internacional. Parece que esta teoría podría conducirnos 

a la diversidad de concepciones personales, puesto que se tra- 

ta de una cuestión doctrinaria. Y, por lo contrario, nos pare 

ce un método más seguro deducir la calidad de sujeto de Dere-- 
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chó Internacional de la capacidad de cometer un delito interna 

cional. A fin de evitar el peligro de caer en un relativismo 

y terminar en teorías divergentes sobre los sujetos de Derecho 

Internacional, "seria más seguro deducir la calidad de sujeto 

de Derecho Internacional de determinadas comprobaciones concre 

tas, basadas sobre las nociones del Derecho positivo" (40). 

Sedo de esta manera se llegaría a probar, sobre las bases de -

las prácticas internacionales, que otras entidades a parte del 

Estado, como por ejemplo el individuo, se consideran en el or-

den jurídico internacional como capaces de un hecho ilícito o 

delito internacional. Así, se podría decir que el Derecho po-

sitivo, reconociendo al individuo capacidad para cometer un de 

lito internacional, en otros términos, considerándolo como in-

ternacionalmente responsable, le impone la calidad de sujeto -

de Derecho Internacional, porque le reconoce capacidad para --

violar obligaciones internacionales sancionadas directamente -

por el Derecho Penal Internacional. 

A. El Estado. Es una organización de individuos que ha 

bitan en un territorio determinado, que les pertenece y que se 

han sometido a una autoridad Oblica designada por ellos, la -

que reglamenta las condiciones jurídicas de convivencia colec-

tiva. 

Reunidos estos elementos, población, territorio y auto-

ridad publica, hay soberanía interior y el Estado existe de he 

cho como titular de derechos y obligaciones, a lo monos en lo 

que al Derecho interno se refiere. Para que esta soberanía se 

extienda al campo jurídico interestatal, es necesario que el - 
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de la comunidad internacional por medio del reconocimiento. - 

El reconocimiento sólo viene a verificar una situación de he- 

cho: es un acto declarativo de una personalidad internacional, 

acto que debe ser formal e implicar la aprobación de la situa 

ción de hecho por el Derecho. Una vez reconocido un Estado, 

las modificaciones constitucionales internas tampoco influyen 

en su existencia y personalidad. No es necesario el reconocí 

miento de un Gobierno para que este pueda asumir la represen-

tación del Estado, pues el triunfo legaliza los actos de los 

gobiernos de hecho y sus actos comprometen la responsabilidad 

del Estado en Derecho Internacional, aunque en Derecho inter-

no ellos sean nulos. 

Existen infracciones internacionales cuyo sujeto no --

puede ser otro que el Estado. Tales son, por ejemplo los de-

litos que consisten en una violación de un compromiso inter-

nacional asumido por un Estado como tal o de una obligación - 

penal que el Derecho Internacional le impone al Estado. El -

delito-tipo del Estado es el desencadenamiento de una guerra 

de agresión. En general, se podrá decir que 	las infraccio-

nes internacionales susceptibles de ser cometidas por los Es-

tados son aquellas que sólo pueden ser el producto de una de-

cisión que se revela como un acto de Estado o que está reves-

tida de tal carácter. 

Se plantea la interrogante de saber si el Estrado como 

tal y como sujeto de una infracción internacional puede ser -

considerado penalmente responsable, en otro términos, ni el - 
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Estado como colectividad puede ser sometido a sancionen pena- 

les por las infracciones que le sean imputadas. Opinamos que, 

la personalidad del Estado lleva envuelta la habilidad para - 

ser sujeto de derechos patrimoniales, adquirir derechos y con 

traer obligaciones, aceptando las consecuencias de sus actos 

(delitos y cuasidelitos civiles); como asimismo, para ejecutar 

actos ilícitos y asumir la subsecuente responsabilidad, La --

primera, que constituye la capacidad civil, es indiscutida; no 

así la segunda, respecto de la cual se ha pretendido afirmar -

su improcedencia con relación a las personas jurídicas de Dere 

cho Público. El sistema que acepta unicamente la capacidad ci 

vil de los Estados es, desde cualesquier punto de vista, ina-

decuado, si se consideran el desenvolvimiento que ha experimen 

tado el Derecho Penal de la época contemporánea, las activida-

des de los Estados y la extensión cada vez mayor de la capaci-

dad de las personas jurídicas. La capacidad penal, que consis 

te en la voluntad consiente del sujeto de cometer un hecho que 

sabe ilícito, puede perfectamente darse en los Estados. Se ha 

dicho que estos son inimputables por carecer de voluntad y con 

ciencia propias y porque, por su naturaleza, no pueden sentir 

los efectos de la sanción, que en definitiva recaerían sobre -

los miembros de su población. Se olvidan, los que así opinan, 

que no es posible aplicar a los Estados los principios que ri-

gen la capacidad criminal de los seres humanos. Se trata de - 

una situación de excepción e integrada por fórmulas oupeciales. 

Podría, sí, admitirse que los Estados carecen de voluntad pro- 

pia, pero es indiscutible que ellos realizan actos voluntarios 



que se han gestado en el seno de las corporaciones que consti-

tuyen sus poderes pdblicos, o por medio de sus representantes; 

actovos voluntarios que, también, por su ilicitud difieren de 

los cometidos por el individuo particular, tanto por su conte-

nido como por los medios o recursos empleados por sus órganos 

para perpetrarlos y que deben ser sancionados con penas que es 

ten de acuerdo con la naturaleza propia de dicha entidad inter 

nacional. 

Los actos voluntarios caracterizados en la forma antes 

descrita, fundamentan la responsabilidad directa del Estado en 

el campo internacional, y justifican la afirmación de que los 

Estados son penalmente imputables, pues si entre los actos del 

Estado y la infracción punible existe una manifiesta relación 

de causalidad es evidente que pueda colocarse al ente publico 

con una capacidad suficiente para asumir los efectos de ese ac 

to ilícito que se le imputa y sus consecuencias punitivas. 

Una de las particularidades del Derecho Internacional -

tradicional es el principio de la responsabilidad colectiva. -

Cuando el Derecho Internacional une a la violación de sus re--

glas una responsabilidad estatal, esta contemplado, al exigir 

determinada conducta por parte del Estado, la realización de -

un resultado determinado sin obligar directamente a un órgano 

estatal a comportarse de tal o cual manera. El Derecho Inter-

nacional tradicional, tomando al Estado en su unidad Indivisi-

ble, considera pura y simplemente la circunstancia dn existir 

una conducta del Estado internacionalmente delictiva y se des-

liga de la distribución de competencias que establece el orden 



interno de cada país. Es al Estado,como tal,al gut) torres 

ponde ajustar su conducta y realizar el contenido de determina 

da regla internacional y de alcanzar el resultado querido por 

ella. Pongamos el ejemplo: si en virtud de una convención se 

han indicado los órganos que deben aportar una actitud determi 

nada, estos órganos no coinciden con loa sujetos que deben so- 

portar los efectos de la violación de la regla internacional, 

ya que ellos estan dirigidos contra la colectividad. La res-- 

ponsabilidad que se produce en este caso es también colectiva, 

por cuanto emana de un acto cometido por un órgano inmediata-- 

mente determinado por el Derecho Internacional. En otras pala 

bras, se encuentra comprometida la responsabilidad del .Estado 

y nos encontramos en presencia de un delito internacional esta 

tal. De 'acuerdo a la doctrina internacional, al hablar de res 

ponsabilidad internacional se ha entendido exclusivamente aque 

lla que nace como consecuencia de un acto internacional ilíci-

to imputable al Estado, que tiene su origen en un determinado 

comportamiento de un órgano estatal y, que por otra parte, se 

encuentra comprometido con respecto a otro Estado. Se trata--

ría únicamente de una relación interestatal. Posteriormente, 

como consecuencia de su violación, la obligación internacional 

se substituye por una nueva relación que es temblón de Estado 

a Estado. SI, la responsabilidad internacional hace nacer de-

rechos y obligaciones entre Estados y no entre sus órnanos; la 

responsabilidad de estos últimos sólo encontrar su fundamento 

en el Derecho interno y que el Derecho Internacional puede ha-

cer efectiva eventualmente. En resumen, para la doctrina tra- 



dicional los individuos-órganos no se encuentran obligados --

por las normas penales internacionales, ya que no titulen nin-

gún contacto, directo o indirecto, con ellas, sino solamente 

por el Derecho interno. Los únicos sujetos, activos o pasi--

vos, del delito internacional son los Estados. "Salo los Esta 

dos pueden ser, en virtud del Derecho positivo, autores o vic 

timas de un delito internacional" (41) y "la responsabilidad 

internacional nace con respecto a un Estado y existe un favor 

de un Estado" (42). 

B. El individuo. A diferencia de las concepciones tra 

dicionales, la doctrina moderna introduce la idea de responsa 

bilidad individual, que se produce cuando los efectos del de-

lito están dirigidos contra el mismo individuo, autor del ac-

to, a quién se considera responsable internacionalmente de su 

propia conducta. Las reglas penales internacionales que han 

acogido este principio designan directamente a los individuos 

como autores del acto ilícito y le atribuyen una responsabili 

dad personal. Presenciamos un delito internacional individual. 

Con relación a la teoría de los sujetos del Derecho Interna--

cional, podríamos afirmar que el nuevo principio de la respon 

sabilidad individual conduce a la admisibn del individuo como 

sujeto de este Derecho. 

Con la concepción clásica vemos se reconoce a los Esta 

dos la posibilidad de incurrir en una responsabilidad interna 

cional. Ellos son quienes se encuentran comprometldun por --

las obligaciones internacionales y en ningún caso serlan los 

órganos, que salo actúan a nombre y por cuenta de la entidad 
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estatal. En el mismo criterio, los órganos no son destinata- 

rios directos de normas penales internacionales. Pero, por - 

el contrario, según la evolución moderna, existen responsabi- 

lidades que pueden atribuirse a los mismos órganos y, por tan 

to, ellos mismos se encuentran comprometidos con las obliga--

ciones internacionales, siendo los destinatarios directos de 

las reglas penales internacionales cuya violación afecta no - 

ya al Estado en su unidad sino a aquellos que, actuando como 

órganos del Estado, tenían el deber de ajustar su conducta a 

una determinada norma internacional. Sin embargo, esta cali-

dad del individuo como sujeto pasivo del delito internacional 

no tiene como efecto conferirle una responsabilidad interna--

cional perfecta, y nc alcanza a los simples particulares, si-

no solamente a los individuos órganos, esto es a las personas 

físicas que han actuado a nombre y en interés del Estado apro 

vechándose de su calidad de tales. 

Bien, a raíz de la Guerra Mundial II ha nacido una nue 

va concepción admisoria de que no sólo los individuos-órganos, 

los gobernantes, pueden ser considerados responsables interna 

cionalmente como consecuencia de una violación de una norma -

penal internacional, sino también los simples particulares. 

La subjetividad internacional del individuo va adqui--

riendo mayor vigor en la medida del abandono paulatino que se 

hace de la idea de la soberanía del Estado. Sabemou que el - 

movimiento de mayor significación en la historia de la Humani 

dad ha sido aquél que condujo de la idea colectiva hacia el - 

hombre, hacia el individuo. Esta evolución marca al mismo -- 
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tiempo la ruta del progreso de la civilización y de la cultu-

ra cristiana. "Todos están de acuerdo hoy en día, en afirmar 

que para llegar a la pacificación del mundo y a la unidad de 

los pueblos divididos, es preciso, ante todo, reafirmar la vo 

cación creadora del hombre, la libertad de su espíritu, su pa 

pel soberano en el mundo" (43). También, esta evolución, ha 

tenido por resultado, en el campo jurídico, el reemplazo de -

la idea de la sobarán/a del Estado por aquella de la soberanía 

del Derecho. Nadie discute, hoy por hoy, que el Estado está 

subordinado al Derecho y que, "la idea del Derecho es Ante---

rior, superior e independiente a la del Estado" (44). 

De lo expuesto, se deduce que la comunidad formada por 

una reunión de Estados no puede tener otra estructura que la 

humana de la sociedad interna. Dicha comunidad está compues-

ta simplemente de individuos agrupados en Naciones, de los --

cuales resulta que el Derecho Internacional tiene exactamente 

el mismo fundamento del Derecho interno: es también un produc 

to social. Como lo ha expresado el Profesor Politis: "cual--

quiera que sea el medio social en que se aplique, el Derecho 

tiene el mismo fundamento y el mismo fin: él se refiere al --

hombre y nada más que el hombre" (45). 

Pero esta doctrina confiere al individuo la calidad de 

sujeto de derechos y deberes internacionales, y se ha desarro 

liado en las prácticas internacionales desde hace poco tiempo. 

Ejemplos, por lo que respecta al Derecho convencional, pode--

mos mencionar el Tratado de Washington, del 6 de febrero de -

1922, relativo al empleo de submarinos y gases asfixiantes en 



tiempos de guerra, que reconoce expresamente la responsabili--

dad penal individual por infracción al Derecho de Gentes. Por 

lo demás, todos los tratados y convenciones que tiene por obje 

to los derechos y deberes internacionales del individuo, como 

por ejemplo los relativos a la trata do mujeres y niños, al -- 
. 

tráfico de estupefacientes o de publicaciones obscenas, tienen 

por objeto principal y directo al individuo. 

En general, la doctrina ha insistido sobre los derechos 

del individuo, mientras que con excepción de un pequeño número 

de autores, bastante brillantes, se olvida del aspecto de las 

obligaciones (46). A ellos es esencial subrayar que una perso 

na o sujeto de derecho inernacional no solamente existe cuando 

él es titular de un derecho, sino cuando lo es de un.deber, de 

una obligación internacional. Es justamente esta capacidad delic--

tual por parte del individuo lo que lo hace sujeto de Derecho inter 

nacional. "porque si el individuo es considerado como capaz de 

un delito o acto ilícito internacional, es decir capaz de vio-

lar una norma jurídica internacional, on porque esta norma ---

prescribe al individuo una determinada conducta y que ella mis 

ma atribuye a la conducta contraria una responsabilidad indivi 

dual del autor del acto" (47). 

C. Estado de la práctica internacional respecto a la --

subjetividad del individuo ante el Derecho Internacional. El 

estudio del estado de la práctica internacional con rinación -

al derecho subjetivo del individuo frente al Derecho Interna—

cional debe dividirse por razones metodol6gicas en don partes, 

a saber: ¿Existen normas jurídicas internacionales diroctamen- 



te a aplicables a los individuos? y ¿Qué participación direc-

ta pueden tener los individuos en los procedimientos jurisdic 

cionales internacionales? 

1. Normas jurídicas internacionales.  directamente apli-

lobles a los individuos. En el Derech9nternacional existen 

normas positivas directamente aplicables a los individuos, --

protectoras de distintas clases de bienes jurídicos; unas pro 

tegefi al individuo en cuanto a su vida, otras en su trabajo, 

aquéllas en su libertad, estas en el terreno moral. Entre --

las que protegen la vida del individuo pueden citarse las sor 

mas que prohiben la piratería, las leyes de la guerra que pro 

hiben el empleo de gases tóxicos y asfixiantes (protocolo, de 

Ginebra de junio 17 de 1925), normas que regulan el uso de --

submarinos (protocolo de Londres de noviembre 6 de 1936), re-

glas para la prevención y represión del genocidio (convenio -

de Londres de diciembre 9 de 1948). Entre las que protegen -:. 

al individuo en su trabajo debe citarse la parte XIII del Tra 

tado de Versalles que instituye la Organización Internacional 

del Trabajo así como las disposiciones emanadas de la OIT. -

Entre las que protegen la libertad individual deben citarse - 

el acta de Bruselas de julio 2 de 1890 y el convenio de Gien- 

bra de septiembre 25 de 1926 que prohiben la esclavitud y la 

trata de negros; y los convenios que prohiben la trata de --- 

blancas (4 de mayo de 1910, 30 de septiembre de 1921 y de 2 - 

de diciembre de 1949). Entre las que protegen la moral del - 

individuo se citan la reglamentación internacional sobre la - 

producción y el tráfico de estupefacientes y los convenios re 



lativos a la represión de la circulación de publicaciones obs 

cenas. Culmina esta serie de disposiciones normativas de ca-

rácter internacional con la Declaración Universal de los Dere 

chos del Hombre adoptada por la Asamblea de las Naciones Uni-

das, en Paris, el 10 de diciembre de 1948. 

2. Participación directa de los individuos en los pro-

cedimientos jurisdiccionales internacionales. Charles Rous--

seau cita algunos ejemplos tomados del Derecho positivo de --

Gentes en los que se consagra un procedimiento jursdiccional 

internacional con la participación do particulares que podían 

hacer valer un interés directo, concretamente para exigir una 

responsabilidad internacional de un Estado por daños causados 

a extranjeros, a saber: 

a). De acuerdo con el articulo 4o. del XII Convenio 

de la Haya de 18 de octubre de 1907, relativo al estableci---

miento de un Tribunal Internacional de Presas, podían compa--

recer ante 61, tanto la potencia neutral, como un particular, 

neutral o beligerante, Como este Convenio no fue ratificado, 

nunca llegó a constituirse este Tribunal Internacional de Pre 

sas. 

b). El Tribunal de Justicia Centroamericano (1907-1917) 

establecido por el Tratado de Washington de 20 de diciembre -

de 1907 entre las cinco Repúblicas de la AmGrica Central, po-

día conocer de las demandas formuladas por súbditos de los Es 

tados contratantes, siempre que, previamente, hubieran agota-

do los recursos legales establecidos por el Derecho interno 

del Estado demandado. 



c). Los Tribunales Mixtos (establecidos por 10t Trata-

dos de Paz de 1919, de acuerdo con el articulo 304 del Trata-

do de Versalles) eran competentes para conocer de las accio-

nes intentadas por un particular contra un Estado ex-enemigo, 

así como de los litigios derivados de contratos concluidos an 

tes de 1914 entre individuos que ulteriormente resultaron ene 

migos entre sí. (48). 

Desgraciadamente esta sana tendencia no se prolongó in 

definidamente en el Derecho Internacional positivo. El Comi-

té de Juristas de 1920 encargado de redactar el Estatuto del 

Tribunal Permanente de Justicia Internacional se abstuvo de -

seguir dicho criterio al elaborarlo. 1l artículo 34 del Esta 

tuto de dicho Tribunal excluía tácticamente a los individuos 

de la facultad de comparecer ante eso Tribunal. IdOntica so-

lución se le dió al problema al ser elaborado en 1945 el Esta 

tuto del Tribunal Internacional de Justicia. Este en,su artí 

culo 34, inciso I, establece: "Solo los Estados podrán ser --

partes en casos ante la Corte". El Tratado del 18 de abril -

de 1951 que crea la Comunidad Europea del Carbón y del Acero 

(CECA) instituye un Tribunal de Justicia, así como un recurso 

de anulación que puede hacer valer contra las decisiones de - 

la Alta Autoridad, especialmente contra abusos de poder, las 

empresas o las asociaciones interesadas en la producciGn del 

carbón y del acero. En cambio, el Convenio de Roma de noviem 

bre 4 de 1950, sobre la Salvaguarda de los Derecho: del Hom- 

bre y de las libertades Fundamentales, no faculta h los indi- 

viduos para actuar directamente ante el Tribunal Europeo de - 



Derechos del Hombre instituido en su Titulo IV (artículos 38 - 

al 46) y cuya sede fue establecida el 21 de enero de 1959 en - 

Estrasburgo, Francia. Los particulares solamente pueden aper-

sonarse ante la Comisión Europea de loo Derechos del Hombre --

previsto en su Titulo III (artículo 20 al 37) en caso de viola 

ción por una de las partes contratantes de los derechos recono 

cidos en el Convenio; pero el ejercicio de esta acción queda -

supeditado al agotamiento de los re,Jursos locales y al asenti-

miento previo de seis de los trece Estados signatarios, inclu-

yéndose entre esos seis, al Estai.o demandado. 

Hasta agosto de 1959, la Comisi6n Europea de los Dere--

chos del Hombre había recibid) 536 demandas individuales y 4 -

gubernamentales. Asi mismo, el Comite de los Derechos del Hom 

bre contemplado por el Pr)yecto de Convenio Internacional so--

bre los Derechos del HrAbre que se elaboró en 1951, sólo puede 

conocer las demandas formuladas por los Estados y no de las re 

clamaciones enderezadas por los particulares, muy a pesar de -

las instancias hechas valer por las delegaciones de la India y 

Guatemala. 

En muy raras ocasiones y solamente de modo indirecto el 

Tribunal Internacional de la Haya abordó el tema de la subjeti 

vidad internacional de los individuos, sin haberse mostrado re 

nuente a admitirla, pues aún cuando proclamó la imposibilidad 

de que un acuerdo internacional pudiera crear directamente de-

rechos y obligaciones a favor de los particulares, admitió sin 

embargo, que la intensión de las partes podría producir aquél 

efecto, esto es, que de un tratado se derivarán obligaciones y 
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derechos para los individuos susceptibles de ser aplicados 

por los tribunales nacionales: 

"Puede admitirse fácilmente que, segun un principio de 

Derecho Internacional bien establecido, el Beamtenabkommen, -

acuerdo internacional, no puede como tal, crear directamente 

derechos y obligaciones para particulares. Pero no se puede 

discutir que en la intensión de las partes del objeto mismo -

de un acuerdo internacional puede ser la adopción por las par 

tes de las reglas determinadas que creen derechos y obligaeio 

nes para individuos y susceptibles de ser aplicados por los - 

tribunales". 

"Que tal intensión existe en el caso presente puede --

ser establecido remitiéndose a los tfrminos del Beamtenabkom-

men. El hecho de que las diversas disposiciones fueran pues-

ta bajo la forma de un Abkommen (convenio) es prueba corrobo-

rativa pero no decisiva en cuanto al carácter y a los efectos 

jurídicos del instrumento. La intensión de las partes, que -

debe ser descubierta en el contenido del Convenio, tomando en 

consideración la manera en que este ha sido aplicado, es deci 

siva. Este principio de interpretación debería ser aplicado 

en el caso presente por la Corte. La redacción y el temor -

general del Beamtenabkommen demuestra que sus disposiciones - 

son aplicables directamente entre loa Funcionarios y la Admi- 

nistración". (49). 

"El Derecho Internacional no excluye que un tintado ---

acuerde con otro el derecho de pedir a instancias arbitrales 

internacionales que concedan directamente a súbditos de este 



ultimo, indemnizaciones por los perjuicios que hayan sufrido 

como consecuencia de una violación del Derecho Internacional 

por el primer Estado". (50) 

Comentando estas resoluciones del Tribunal Internacio-

nal de la Haya, Georges Scelle ha dicho: "sin duda busca el -

Tribunal el fundamento de su opinión en las obligaciones con-

vencionales, pero no deja de reconocer implícitamente no sólo  

la personalidad internacional del individuo sino también la -

ley del desdoblamiento funcional". (51) 

Aspecto de suma importancia sobre la cuestión que se -

analiza lo ofrece el Derecho Internacional del Trabajo, cuya 

génesis visible se remonta a la primera postguerra mundial. -

Debe estimarse que el Derecho Internacional del Trabajo es De 

rechorecho Internacional Publico de un nuevo tipo. El maes--

tro De la Cueva sostiene que "el Derecho Internacional del --

Trabajo no es ni derecho internacional pGblico ni derecho in-

ternacional privado, sino un tipo nuevo. Su misión consisti-

rá en regular universalmente los principios fundamentales de 

las legislaciones internas del trabajo". (52) 

Los resultados de las deliberaciones de la Conferencia 

de la Organización Internacional del Trabajo pueden ser Conven 

ciones o Recomendaciones. El Estado que aprueba una recomen-

dación se hace eco simplemente de una aspiración de la Confe-

rencia; si quiere que esa recomendación se materialivn dentro 

del pais,debe dictar una ley especial que contenga lam dispo-

siciones recomendadas por la OIT. En cambio, basta aprobar - 



un proyecto de Convención para que se convierta en ley dentro 

del territorio del pais que la haya aprobado. 

Los Estados miembros de la OIT asumen una obligación -

principal que consiste en someter a sus órganos legislativos 

los proyectos de convenciones y recomendaciones emanadas de -

la OIT. La falta de cumplimiento de esta obligación da lugar 

a distintos procedimientos y sanciones. Las organizaciones -

de trabajadores o patrones pueden presentar una reclamación -

ante el Consejo de Administración y este debe, según los ar 

ticulos 409 y 410 de su Estatuto, pedir informe al Gobierno -

interesado. La oficina queda autorizada y esta es la única -

sanción, en el caso, para publicar la reclamación si no se ob 

tiene contestación del gobierno o a publicar la contestación, 

si no es satisfactoria. Cualquier Estado puede presentar una 

queja contra el gobierno que no cumpla sus obligaciones. El 

Consejo de Administración se encuentra autorizado en los arta 

culos 411 y 416, para solicitar informes o designar una comi-

sión de investigación. El resultado a que llegue la Comisión 

se comunica al gobierno interesado y si no se conforma, se -- 

turna el asunto al Tribunal Internacional de Justicia para -- 

que se impongan las sanciones del caso. (53) 

La constitución jurídica de la Organización Internacio 

nal del Trabajo, que se encuentra contenida en la parte XIII 

del Tratado de Versalles y en sus reformas de 1944 y 1945 (De 

claración de Filadelfia y Conferencia de Paris), concede la -

subjetividad de derecho internacional a las organizaciones de 

trabajadores o de patrones que pueden resultar perjudicadas - 



por la no observancia de las obligaciones contraidas por al-- 

gfin Estado miembro de la OIT, a fin de que el gobierno de di- 

cho Estado corrija su desvio. Por lo demás, nose trata del - 

ejercicio de una acción judicial sino administrativa, salvo - 

caso de contumacia del gobierno remiso, en cuyo evento se tur 

na el asunto al Tribunal Internacional de Justicia a fin de - 

qUe le imponga la sanción a que se haya hecho acreedor. (54) 

El autor de este trabajo opina que el monopolio de la 

subjetividad de derecho internacional publico que hasta la fe 

cha ha venido ejerciendo el Estado con muy contadas excepcio-

nes, obedece a un fenómeno sociológico más general, mismo al 

que se refiere Kelsen al señalar que "en la misma medida en - 

que el derecho internacional penetre en los dominios reserva-

dos hasta ahora en los ordenes jurídicos nacionales, reforza-

rá su tendencia a regular directamente la conducta de los in-

dividuos, y el principio de la responsabilidad individual fun 

dada en la culpa reemplazará progresivamente al de la respon-

sabilidad colectiva fundada en el resultado". "La sanción no 

se dirige contra el individuo que en su calidad de órgano del 

Estado ha cometido un acto ilícito internacionalmente o por -

negligencia, sino contra otros individuos que no han tomado -

parte alguna en ese acto ni han estado en condiciones de impe 

dirlo". (55) Dicho fenómeno sociológico podría describirse co 

mo una tendencia que va de lo yenórico a lo particular, del - 

agrupamiento social nación al ente particular individuo. De 

ahí que en un principio sea el Estado personíficactnn jurídi-

ca de la nación, el único y exclusivo sujeto de derecho inter 



nacional público; posteriormente surge cierto tipo de entidad 

jurídica, que sin constituir un Estado en la aceptación jurí- 

dico-Politica del término, goza sin embargo, de subjetividad 

de derecho internacional; me refiero al Vaticano. Después 

surge una clase de asociaciones internacionales dotadas de -- 

subjetividad jurídica internacional: la Liga de las Naciones, 

el Tribunal de Justicia Internacional', la Cruz Roja Interna-- 

cional, la Organización de Estados Americanos, la Organiza— 

ción de las Naciones Unidas, la Comunidad Económica Europea, 

la CECA, la EURATOM, la OTAN y otras tanto de carácter univer 

sal, regional y aún subregional. No constituyen Estados ni - 

superestados, y sin embargo, se les a-ribuye la calidad de su 

jetos de derecho internacional público. Posteriormente y si- 

guiendo la misma tendencia, se les reconoce excepcionalmente, 

o se les trata de reconocer la subjetividad de derecho inter-

nacional a ciertos individuos o a ciertas personas morales de 

derecho privado como las organizaciones obreras o patronales. 

Según Kelsen, si en el derecho internacional actual 

es posible descubrir situaciones en las que los individuos --

particulares tengan la posibilidad de adquirir derechos y con 

traer obligaciones, no en calidad de órganos o representantes 

del Estado, sino directamente por sí mismo, es indiscutible -

que el individuo puede ser considerado como sujeto de derecho 

internacional. Tales situaciones son: el delito de piratería, 

la ruptura de bloqueo, el uso ilegal de una pabellón anclo--

nal, los actos injuriosos de personas privadas respecto de Es 

tados extranjeros, los denominados crímenes de guerra y oapio 



neje y con arreglo a normas de derecho internacional particu-

lar aquellas obligaciones que puedan derivarse de la Conven--

ción del 14 de marzo de 1884 para la protección de cables sub 

marines. 

Que los Estados son normalmente los únicos sujetos del 

orden jurídico internacional solamente significa que ellos go 

zan de la plenitud de derechos, así como que en principio só-

lo a ellos les son imputables las obligaciones que el derecho 

internacional impone. Ahora bien, como según Kelsen, la per-

sonalidad del Estado no es más que una ficción jurídica, debe 

entenderse que esas obligaciones y facultades recaen siempre 

indirectamente sobre los individuos. (56) 

Resumiendo lo visto sobre el problema de si los indivi 

duos son considerados, por el orden jurídico positivo, como -

sujetos de derecho internacional público, es posible proponer 

que: 

El Estado es el sujeto normal dol Derecho Internacional 

Público, pues la práctica internacional ha negado, en térmi-

nos generales, la calidad de sujetos dol Derecho Internacio-

nal Público a los individuos, considerando que sólo son suje-

tos de dicho orden los Estados. 

Ciertas disposiciones del Derecho Internacional Públi-

(prohibición de hostilizar, prohibición de corso, uso indebi-

do de un pabellón nacional, etc.) determinan responsabilida—

des concretas para el individuo. 

Deben distinguirse, según Kelsen, las situaciones de -

subjetividad del individuo ante el Derecho Internacional: el 



indiViduo como sujeto de derechos y obligaciones directamente 

en su calidad de individuo, y el individuo como sujeto de de-

rechos y obligaciones de Derecho Internacional en calidad de 

órgano o representante del Estado, esto es, como sujeto de De 

recho Internacional por "actos de Estado". 

Si por excepción, los individuos pueden, como tales, -

ser sujetos de derechos y obligaciones internacionales es ne-

cesario distinguir: cuando el Derecho Internacional obliga in 

directamente a los individuos, por intermediación de sus res-

pectivos Estados, o sea, en el caso de que los ordenamientos 

jurídicos internos de estos hagan suyas, sancionándolas, las 

figuras delictivas previstas por el Derecho Internacional co-

mo en el caso de la piratería y la violación de un bloqueo 

por buques neutrales. Y cuando el Derecho Internacional común 

establece responsabilidades individuales inmediatas y direc-

tas para los individuos como el caso de las responsabilidades 

de los criminales de guerra, de los autores de crímenes con--

tra la Humanidad o de genocidio. 

VI. Elementos. Admitida la idea de la existencia de -

delitos internacionales y analizados quiénes son susceptibles 

de incurrir en ellos, examinaremos los requisitos que debe --

reunir la actividad del sujeto para que su conducta sea cali-

ficada como contraria al Derecho Internacional, basándonos en 

las conocidas distinciones del Derecho Penal interno. 

Aún cuando todavía no hay acuerdo en la doctrina acer-

ca de los elementos o caracteres del delito podemos mencio--

nar cinco componentes fundamentales que se encuentran en la - 



mayoría de las construcciones jurídicas actualet: 

A. Acciones u omisiones. Aquella primera constituye -

el elemento material de delito y, en un sentido amplio, com---

prende la acción propiamente, la omisión y el resultado. La - 

primera consiste en "el movimiento, cor~o capaz de causar un cam 

bio en el mundo tangiblé,"la omisión, "en el movimiento e iner-

cia capaces de impedirlo". El resultado se define como "el --

efecto o consecuencia de la acción u omisión". (57) 

Los conceptos expresados pueden tener perfecta aplica--

cación en el campo de la responsabilidad internacional, pero -

esta aplicación plantea problemas en lo que se refiere a la -

conducta del Estado. En efecto, como lo hemos visto, la acti-

vidad delictual del Estado salo puede ser realizada a través -

de acciones u omisiones consistentes en movimientos corpóreos 

e inactividades de determinados individuos. 

En términos generales, la conducta internacional está -

representada por una acción u omisión contraria a una obliga—

ción jurídica internacional, o bien, si se prefiere, por una -

acción u omisión que tienen por objeto lesionar a un sujeto --

internacional en uno de sus derechos subjetivos. En el Dere--

cho Internacional, la lesión de un derecho subjetivo es equiva 

lente a la infracción de una obligación jurídica, porque no --

existe ninguna obligación internacional que corresponda a un -

sujeto a la cual no corresponda un derecho subjetivo interna—

cional internacional en otro sujeto, 

B. Antijuridicidad. Al respecto Mezger señala que la -

infracción internacional es esencialmente antijurídica, contra 
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ria al Derecho, que infringe bien normas objetivas de valora-

ción o normas subjetivas de valoración (58), y, por su parte, 

Schafftein y Dahm han considerado que "la esencia de la anti-

juridicidad se encuentra en la infracción de un deber hacia -

la comunidad" (59). Anzilotti participa de las mismas ideas 

y estima que "la infracción internacional consiste en una vio 

lación de un deber impuesto por una norma jurídica internacio 

nal" (60). 

Joaquín Gardó observa que el elemento antijurídico del 

acto ilícito internacional está determinado por la infracción 

de una norma de la que es necesaria consecuencia la doble vio 

lación de un derecho subjetivo de otro sujeto y una obliga—

ción jurídica del que actúa (61). La norma violada puede es-

tar convenida en un tratado, o en una costumbre internacional, 

en cuyo caso no se precisa la aceptación del infractor, o, en 

último término, en un principio general de derecho, que si --

aún no está reconocido por la costumbre, venga a hacer positi 

vo el Tribunal Internacional .en el momento de declarar la res 

ponsabilidad del actor, pero de ninguna manera en el ejercí--

cio abusivo de un derecho subjetivo del sujeto presunto res--

ponsable. 

Preciso es establecer una clara diferencia entre la in 

fracción misma y toda otra infracción contraria a una regla -

penal internacional. En el Derecho Penal Internacional, así 

como en el Derecho interno, existen numerosas reglas que no -

constituyen verdaderas obligaciones jurídicas. Conseicuente--

mente, para que nos encontremos en presencia de un dtIllto in- 



ternacional no basta que se haya violado una regla pues es 

preciso, además, que se haya infringido una verdadera obliga-

ción jurídica.internacional. 

C. Imputabilidad. Dada una conducta contraria a una -

norma penal internacional y un sujeto provisto de capacidad - 

delictual internacional, debemos avocarnos al estudio de la -

imputación del delito a este Gltimó sujeto. 

Esta es una operación lógica en virtud de la cual, en 

presencia de una situación determinada, se crea una relación 

jurídica entre un cierto sujeto y un hecho ilícito. Opera—

ción que no presenta normalmente ninguna dificultad grave si 

el sujeto al cual es preciso ligar el ilícito es una persona 

fisical pero es bastante complicado ligarlo si este sujeto es 

una persona jurídica, y especialmente sí se trata de un Esta-

do, que es la persona jurídica internacional más típica y per 

fecta. Bien, el problema se consiste en saber si es posible, 

y en que circunstancias, se puede imputar un hecho ilícito a 

una persona jurídica. 

Creemos posible la imputación a un sujeto persona jura 

dica, ya que esta es enicamente un sujeto de Derecho, un pun-

to de unión de situaciones jurídicas objetivas, como los dere 

chos subjetivos y las obligaciones jurídicas, las facultades 

y los deberes jurídicos. Que el sustrato material de este --

sujeto esté o no representado por una persona física, no cam-

bia en absoluto la naturaleza del sujeto ni su carácter de --

destinatario de decisiones jurídicas, esto es, de sujeto pasi 

vo de la imputación jurídica de un delito. 



Es necesario a este respecto analizar la manera como - 

se realiza en el mundo exterior la posibilidad de que conduc-

tas jurídicamente calificadas, licitas, le sea atribuidas. 

Una persona jurídica se manifiesta en el mundo exte---

rior por la actividad de personas físicas. El Derecho califi 

ca y considera sólo la actividad de estas personas físicas, -

pero atribuye a la persona jurídica esta actividad y les dere 

chos y obligaciones que pueden hacer. 

La diferencia entre una y otra persona, física y jurí-

dica, es menor de la que parece. Mientras la acción jurídica 

mente calificada que ejecuta una persona física esta atribui-

da a ella misma por el derecho, es decir, no existe ninguna -

diferenciación entre los conceptos de persona física y sujeto, 

y si la hay es solamente ideológica, en cambio, en tratándo-

se de una persona jurídica, la actividad jurídica que realiza 

una persona física no está unida a ella misma sino a un suje-

to distinto, la persona jurídica. En otras palabras, cuando 

nos encontramos en presencia de un hecho jurídico, en el cual 

la actividad que le die' origen ha sido promovida por una per-

sona física y, sin embargo, el individuo no aparece como suje 

to, como titular de derechos y obligaciones propias, quedando 

en consecuencia, ligada la actividad a un ser distinto, a una 

persona jurídica, podemos decir con propiedad que neo encon-- 

tramos en presencia de un órgano. 

La imputación de un hecho ilícito a un sujeto-persona 

jurídica tiene lugar cuando una de las personas físicas-órga-

nos ha tenido una conducta que cmtra -ta una norma panal in-- 



ternacional relativa a una persona jurídica. 

La determinación de las personas físicas que pueden ac 

tuar en su nombre y por su cuenta, es decir, de sus órganos, 

la hace el Estado en su ordenamiento interior, en la organiza 

ci6n de los Poderes Públicos. 

En síntesis la imputación tiene lugar cuando el acto -

de que se trata puede atribuirse al Estado, cuando es obra de 

sus órganos y estos han obrado dentro de los límites de su --

propia competencia. Pero, si el órgano estatal actuó fuera -

de ella al infringir la norma internacional, o si esta vio-

lación fue obra de un simple particular, la cuestión de la im 

putación de tales actos al Estado plantea el problema de sa-

ber si basta el mismo grado de conexión del autor de la ac—

ción antijurídica con el Estado a que pertenece, como órgano 

o en calidad de súbdito, o si, por el contrario, es necesario, 

como condición inexcusable de la responsabilidad internacio-

nal, además de la imputación, una reprochabilidad al Estado a 

título de dolo o culpa. 

La duda que se presenta aquí, como en derecho interno, 

es la admisión de una responsabilidad basada en la culpa o -

una responsabilidad objetiva o sin culpa. 

D. Culpabilidad. Se presenta, en consecuencia, el pro 

blema de saber si bastan la existencia de un sujeto interna--

cional, con capacidad delictual en la materia de que no trate, 

y una conducta contraria a una norma penal internacieno3 que 

haya provenido de un órgano del sujeto, para que puedo produ-

cirse la imputación, o si es necesaria la existencia do otra 



condición. O sea, la duda que se plantea es si la imputación 

está o no subordinada a la existencia de una culpa por parte 

del sujeto susceptible de recibir la imputación. 

La solución tradicional del problema se debe a Grocio, 

quién niega que los poseedores del poder supremo pueden ser -

considerados responsables sin que haya mediado culpa de su --

parte. La responsabilidad sólo podría ser imputada en el ca-

so de ser culpable de no haber tomado las medidas necesarias 

de prevención o represión contra los actos incriminados. So-

bre la base sentada por el Maestro holandés se desarrolló des 

pués la teoría tradicional de la responsabilidad internacio--

nal denominada "patientia" o "receptus" ampliada, mas tarde, 

por los numerosos discípulos de Grocio: Puffendorf, Wolff, --

Burlamaqui, y particularmente Vettel. Este sostiene que "no 

se puede imputar a un Estado las acciones de los particula---

res, a no ser que las apruebe o las autorice; en este caso se 

hace responsable no solamente del hecho de haber autorizado -

el acto o haber descuidado la punición de su autor, sino que -

en realidad el Estado debe ser considerado por el verdadero -

autor del acto antijurídico" (62). 

Esta teoría niega que el Estado, identificado con sus 

órganos supremos, pueda ser considerado responsable de accio-

nes ilícitas cometidas por sus funcionarios, fuera de los ca-

sos en las cuales 61 podría haber participado en calidad de 

cómplice o que jade siups por medio de una ratificación o --

aprobación, o simplemente negándose a sancionar al culpable. 

Esta tesis experimentó una notable expansión on el pen 
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samiento de los juristas europeos y anglosajones durante e 

pasado siglo XIX. 

La primer desviación de la doctrina tradicional la en-

contramos en Triepl, sosteniendo que es preciso distinguir --

dos especies distintas de responsabilidad internacional, de -

origen distinto cada una, si bien ambas ha sido originadas --

por el mismo hecho, La primera de 'estas responsabilidades --

consiste en la obligación de indemnizar y, la segunda, en la 

obligación de dar una satisfacción a la nación extranjera ---

ofendida. Por un lado considera la forma típica de la respon 

sabilidad que emana de la culpa del Estado, y por otro, una -

forma de la responsabilidad del Estado con un carácter absolu 

tamente objetivo y que se refiere énicamente a los actos de -

los particulares. (63) 

Sin duda esta doctrina carece do la más elemental cohe 

rencia y no sin razón son muy pocos sus seguidores, pero tam-

poco por ello puede negarsele el mérito de haber sido la pri-

mera, en el orden cronológico, en afirmar que el Estado res--

ponde de su propia conducta. Incomprensible es que pretenda 

afirmar que la obligación de sancionar al individuo culpable 

es una consecuencia de la responsabilidad que se atribuye al. 

Estado por el hecho del individuo, y no de la norma interna--

cional misma, cuya sola violación da lugar a la responsabili-

dad. 

Al principio de este Siglo XX surgió una nueva tesis -

expuesta con brillo por su autor Dionisio Anzilotti, italiano, 

en la que, apartándose de la linea tradicional, sostiene que 



el fundamento de la imputabilidad reside en la relación de 

causalidad que existe entre el hecho punible y la actividad" 

del del sujeto. Así mismo, afirma que la imputabilidad, definiti 

va como la relación entre el hecho objetivamente contrario al 

Derecho y la actividad del Estado, debe ser considerado como 

una simple relación de causalidad, independiente de todo fun-

damento subjetivo, de todo dolo o culpa del Estado en si mis-

mo. En este sentido seria necesario considerar la responsabi 

lidad internacional como exclusivamente objetiva. Anzilotti 

cree que se puede hablar únicamente de la culpa del Estado -

para expresar sintéticamente un conjunto de casos indefini---

bles a priori, de incumplimiento de deberes, cuyo contenido - 

especial consiste en ejercer una vigilancia destinada a impe- 

dir que ocurran determinados acontecimientos (64). 

Por tanto, el problema es susceptible de radicarse en 

el análisis de si la conducta contraria a una norma penal in-

ternacional, para ser imputada al Estado, debe ser o no el --

efecto del dolo o de la culpa de las personas físicas-órganos 

del Estado. Pero la voluntad y la acción de los órganos sólo 

pueden serconsiderados como la voluntad y la acción del Esta-

do cuando el Derecho internacional de este último así lo per-

mite al establecer las hipótesis en las cuales una conducta -

de la persona fisica-órgano puede ser atribuida al Estado. -

Consecuentemente, en los casos en los cuales la actividad de 

los órganos trae consigo una responsabilidad internacional de 

cargo del Estado se pueden distinguir dos hipótesim diferen- 

tes: primera, en la cual la acción del órgano es contraria al 



mismo tiempo a las normas internacionales y al Derecho inter
ir  

- 

no y, segunda, en la cual la conducta del órgano es contraria 

a la norma internacional, pero se encuentra permitida por el 

Derecho interno. En la primera situación de hipótesis, la - 

culpa del individuo órgano que ha actuado contrariamente a -- 

las prescripciones que le imponen las leyes de su Estado ex-- 

cluye que el acto del individuo se considere como acto esta-- 

tal. Y, si en este mismo caso, una regla internacional afir- 

ma igualmente la responsabilidad del Estado, significa que la 

responsabilidad no está fundada en la culpa de los agentes, -

sino en una verdadera y eficaz garantía que el Estado está --

obligado a proporcionar a la comunidad internacional por to-

das las lesiones provenientes de la actividad de organización. 

En la segunda de las mencionadas hipótesis, cuando el indivi-

duo-órgano ha actuado con infracción de la norma internacio-

nal, pero conforme a su competencia interna, su acción debe -

ser considerada como imputable al Estado. Pero insiste Anzi-

lotti, no puede hablarse de una culpa del individuo-órgano --

que ha actuado con plena observancia de las leyes internas de 

su Estado. Al igual que en el caso anterior, en esta situa—

ción, sin duda alguna, el Estado es responsable internacional 

mente y, en consecuencia, deberíamos obligadamente deducir --

que no es necesaria la culpa para que tenga lugar la imputa--

ci8n, y que la responsabilidad internacional es simplemente -

objetiva. 

Toda una teoría objetiva de la responsabilidad interna 

cional construye el planteamiento de Anzilotti, ademho que su 



atrajo la atención de muchos autores que han tra-

tado sucesivamente el problema, ya hayan sido favorables o --

contrarios a él. La aparición definitiva de la unidad que --

existía en la doctrina sobre el problema de la culpa. Se con 

servan, sobre esta teoría, algunas nociones fundamentales co- 

mo la idea de que el Estado sólo responde de sus propios he--

chos, y que por el hecho o culpa del Estado debe entenderse -

hecho o culpa de sus órganos. Sin embargo, el punto que se -

mantiene controvertido es si se requiere que exista una culpa 

por parte de los órganos para que pueda hablarse de responsa-

bilidad internacional de los Estados. 

Otros autores, pocos, se adhieren plenamente a las con 

clusiones de Anzilotti (65), pero la mayoría de ellos permane 

ce fiel a la teoría de la culpa con fundamento necesario de - 

la responsabilidad internacional. Roberto Ago, italiano, se- 

ñala que "ninguno de ellos ensaya refutar teoricamente de una 

manera satisfactoria las objeciones opuestas a la tesis que - 

sustentan. La mayoría, tales como Oppenheim, von Lizt, Fau--

chille, Dumas, Hershey y otros, se limitan a afirmar sin de--

mostrar. Otros como Heilborn, Hatschek Lauterpacht encuen---

tran recursos en las viejas fricciones insostenibles de una -

responsabilidad del Estado por culpa in eligendo o de una cul 

pa de los órganos superiores legislativas o administrativos -

responsables de haber ordenado o permitido, por las reglas --

que ellos han creado, los delitos internacionales comfttidos -

por los órganos subordinados" (66). 

En el informe presentado a la sesión de Lausana, del - 



Instituto de Derecho Internacional, 1927, sobre la responsabi 

lidad del Estado en razón de los daños causados a los extran-

jeros, M. Strisower ha ensayado sostener eficazmente una teo-

ría según la cual una culpa del Estado, entendida como una ne 

gligencia de parte de sus órganos, es necesaria para estable-

cer la responsabilidad (67). 

Es natural que hayan surgido teorías intermedias de en 

tre las opiniones extremas -dos-, una de estas se encuentra -

fundada sobre un razonamiento lógico tenido por irrefutable y, 

la otra, cuyo fundamento se encuentra principalmente en la di 

ficultad de hacer entrar la practica internacional de los Es-

tados dentro de los marcos de una teoría puramente objetiva -

de la responsabilidad. 

Podemos mencionar primeramente la teoría de Benjamín, 

según la cual el principio de la cual valdría sólo para los -

casos de responsabilidad del Estado en razón de sus propios -

hechos y no para los casos de responsabilidad en razón de ac 

tos provenientes de particulares (68). Casi idéntica es la -

teoría de Buxbaun, quien ve en la culpa la premisa necesaria 

para los delitos internacionales "inmediatos" cometidos por -

órganos competentes. (69) Schoen, cuya teoría es seguida por 

Fedozzi, De Visscher y Ruegger, adopta la teoría objetiva en 

los casos de responsabilidad por hechos de los órganos, en --

tanto que refiere la teoría de la culpa en los casos llamados 

de responsabilidad por hechos de particulares (70). 

La teoría de Jess efectGa una distinción entre la in—

demnización que se debe solamente en los casos de renponsabi- 



lidad del Estado, por los hechos ilícitos de sus órganos, 

satisfacción debida en los casos que denomina de responsabili 

dad directa del Estado por los hechos de los particulares, y 

afirma que la existencia de una culpa se requiere en lo que 

se refiere a la obligación de indemnizar, mientras que el ---

principio de la responsabilidad por riesgo se aplicará a la -

obligación de dar una satisfacción (71). 

Estas son las teorías más conocidas al respecto y de - 

ellas se deduce que el problema es bastante complejo. Empero, 

tampoco Kelsen aporta mayor claridad al problema al afirmar -

que "la culpa supone una actividad de la conciencia. La opi-

nión de que el Estado como cuerpo colectivo no puede tener --

una intensión culpable porque carece de funciones psíquicas, 

no es concluyente. El Estado actúa solamente por medio de --

individuos; los actos del Estado son realizados por medio de 

individuos, aunque el Estado carezca de cuerpo físico, debe -

ser imposible poder imputar al Estado actos psíquicos, aunque 

el Estado carezca de alma" (72). 

En fin, teorías y tendencias que tienen algo de verda-

dero, pero desgraciadamente fallan en las premisas si conside 

ran al concepto de delito internacional. 

Para la solución satisfactoria desde todo punto de vis 

ta es conveniente ubicar el problema en sus exactos términos 

y empezar por establecer claramente que el concepto de culpa 

debe ser igual en todas las ramas del Derecho y que el proble 

ma de la culpa con referencia al Estado, en todo derecho, no 

puede ser otro que aquél del carácter voluntario del acto he- 



cho ilícito, carácter que condiciona la imputación de la con- - 

ducta al Estado. 

Así podemos definir la culpa como la relación psicoló-

gica que existe entre el delito mismo y au autor, relación --

psicológica que puede consistir ya sea que el daño producido 

por el delito haya sido querido o, en el hecho que se haya -

querido sino el daño, al menos se haya adoptado una conducta 

diferente de la 	habría permitido evitarlo. 

En consecuencia, la actividad y voluntad del Estado no 

pueden traducirse en otra cosa que la actividad y voluntad de 

sus órganos y, por consiguiente, se podrá hablar de una culpa 

del Estado cuando la relación psicológica subsiste entre la -

conducta que contrasta con una norma internacional que atañe 

al. Estado y la persona física órgano que la ha adoptado. 

Necesario es precisar el momento en que se presenta el 

problema de la culpa. Al respecto, queremos establecer pre-

viamente que nuestro criterio o punto de vista se refiere pre 

cisamente al proceso jurídico primario que consiste en la im-

putación de un hecho ilícito a un sujeto, y no al proceso ju-

rídico secundario que consiste en la imputación de las conse-

cuencias jurídicas del delito, esto es, responsabilidad, la -

situación de deber dar una indemnización o de poder sufrir --

una sanción. "No se trata de saber si, dado un hecho ilícito 

ya definido de un sujeto, es preciso todavía que exinta el --

elemento culpa para que nazca la responsabilidad sino más ---

bien de saber si, dada una conducta que estó en contraste ob-

jetivamente con una obligación jurídica internacional del Es- 
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tado, la circunstancia de la culpa de un órgano es necesaria 

para que un hecho ilícito internacional pueda ser imputado al' 

Estado" Estado" (73). No habría ningún inconveniente en que las dos 

imputaciones puedan atribuirse, por un mismo hecho, a dos su-

jetos diferentes. En efecto, puede el orden jurídico estable 

cer la responsabilidad de un sujeto determinado e imputar el 

delito a un sujeto diferente. "pero parece evidente que si -

en estos casos o al menos en la mayoría de ellos, es probable 

mente justo hablar de responsabilidad objetiva, es preciso --

por tanto no olvidar que justamente en esos mismos casos no 

se trata de una responsabilidad por hecho ilícito, o al menos, 

por un propio hecho ilícito, y que no se puede sacar de ello 

ningún argumento para afirmar la existencia de hechos ilíci-

tos internacionales puramente objetivos. Correctamente pre-

sentado el problema consiste precisamente en saber si la exis 

tencia entre el autor de una lesión de un derecho subjetivo - 

internacional y la lesión misma, de una relación psicológica 

caracterizada en una de las dos formas típicas del dolo o de 

la culpa stricto sensu, debe ser considerada o no como una -- 

condición necesaria para la imputación a un sujeto de un he-- 

cho ilícito internacional" (74). 

El Profesor Ago estima sería muy extraño que, en un --

orden jurídico como el internacional, para la formación del - 

cual han tenido una decisiva importancia las teorías de] Dere 

cho Romano, haya podido afirmarse un sistema que excluye de - 

una manera rígida el elemento subjetivo de la culpa tul la de-

terminación del hecho ilícito, como lo pretende está parte de 



la doctrina. Si es verdadero que razones lógicas e irrefuta-

bles prohiben considerar la culpa como una condición esencial 

de un hecho ilícito internacional para poder proceder a su im 

putaci6n, no quedaría más remedio que aceptar este resultado 

y buscar la manera de interpretar la práctica en la forma que 

no apareciere demasiado en contraste con los principios teóri 

cos. 

La base de todo el raciocinio que conduce a la teoría 

objetiva a negar todo lugar a la culpa en el orden jurídico -

internacional, supone que el nexo jurídico que une al Estado 

con la voluntad y la acción del individuo-órgano es una obra 

exlusiva del orden jurídico interno. Si esto es efectivo, de 

beriamos deducir, como lo hicieron primitivamente Itnzilotti y 

Kelsen, que no se puede hablar de una culpa del Estado en el 

caso en que la acción del órgano, contraria a una forma inter 

nacional, constituya al mismo tiempo unas'violaciones de sus 

obligaciones jurídicas internas. La acción del órgano, en es 

te caso, no puede de manera alguna ser relacionada con el Es-

tado. Igualmente, en el caso en que la acción del órgano, --

contraria a una norma internacional, se encuentra conforme --

con las prescripciones del Derecho interno, tampoco podría ha 

blarse de una culpa del Estado, porque el órgano que ha incu-

rrido en Infracción, no obstante de observar las leyes inter- 

nas de su Estado, no podría ser considerado como culpable, y 

para buscarlo sería necesario remontarse a les autores de las 

leyes o de la Constitución. 



Anzilotti posteiomente modificó tu. punto dt.vista --

respecto al orden jurídico que efectúa la imputación al Esta-

do-de un hecho ilícito internacional, y afirma que la imputa-

ción al Estado de una conducta o de una voluntad individuales -

sólo puede ser efectuada por reglas jurídicas y que, en lo pe 

nal internacional, la calificación jurídica de la acción de -

.un órgano , como acción del. Estado sólo puedesser obra de las -

normas jurídicas internacionales. Este autor, seguido por --

Kelsen, subordina a un reenvío al derecho interno la imputa—

ción internacional a una imputación interna; por el contrario, 

Ago observa que la organización interna del Estado es una sim 

ple situación de hecho para el Derecho Internacional que la -

presupone y que este Derecho se limita a atenerse a esta orga 

nización para saber concretamente cuales non los órganos, las 

personas físicas que han actuado a nombre y por cuenta del Es 

tado, pero queda libre en la función exclusivamente interna--

cional, que es la imputación al Estado-sujeto del Derecho de 

Gentes de la acción y de la voluntad de sus órganos, como ac-

ción y voluntad jurídicamente calificadas. 

Si damos por cierto que Gnicament(s el orden jurídico -

internacional puede efectuar la imputación al Estado de la ac 

ción y la voluntad de sus órganos y, sí es efectivo que para 

que la imputación internacional pueda tener lugar es suficien 

te que un órgano del Estado haya "actuado en su calidad exte—

rior de órgano, es evidente que se desploman las bases fInhre 

las cuales descansa la teoría del hecho iltcito 

aiemas, incuestionable 7ue 	conduct¿, 



sér imputada al Estado igual que cuando el órgano ha actuado 

con violación de las prescripciones del Derecho interno, per-

fectamente se puede hablar en estos casos de una culpa del Es 

tado, y no es absolutamente necesario recurrir a la ficción -

de una pretendida garantía objetiva que el Estado debería asu 

mir respecto de la conducta de sus funcionarios. 

Para la doctrina objetiva, cúando el órgano haya actua 

do en conformidad a las leyes internas no se le podrían atri- 

buir culpa alguna, porque él ha observado exactamente las re- 

glas del único Derecho al que está sometido. El error de es- 

te razonamiento consiste en establecer una especie de separa- 

ción entre la persona del Estado y el órgano, de donde se de- 

duce que el Estado estaría sujeto a las reglas del Derecho In 

ternacional y el órgano a las prescripciones del Derecho in--

terno únicamente. La citada teoría objetiva "se olvida que -

el órgano no es diferente ni distinto ni está separado del Es 

tado, él es el Estado mismo, el sujeto de Derecho Internacio-

nal que actúa y quiere concretamente; ne olvida tambiéh que -

el orden jurídico internacional trabaja a la luz de sus pro--

pias reglas y no de reglas internas desprovistas para el de -

valor jurídico al considerar la conducta del órgano para impu 

tarla al Estado como hecho jurídico suyo. La acción de un --

organo que está en oposición a una obligación internacional -

es un hecho ilícito internacional desde el momento en que el 

Derecho Internacional la califica como tal, al igual que si - 

ella.era una acción correcta desde el punto de vista del Dere 

cho interno. Y el orden jurídico internacional pode; en todo 



caso calificar esta acción como una conducta dolosa o culpa--

ble desde el momento en que descubre una relación que respon-

de a los tipos de dolo o de culpa entre la conducta o la vo--

luntad del órgano que ha actuado, sin preocuparse de que la -

misma conducta sea o no mirada como dolosa o culpable en Dere 

cho interno" (75). 

En síntesis, sólo las reglas de Derecho Internacional 

positivo pueden decidir si la culpa es o no una condición ne- 

cesaria para la imputación de en delito internacional a un su 

jeto, y aquellas son concordantes en el sentido de considerar 

que no hay delito internacional estatal sin que haya mediado 

una culpa por parte de los órganos del Estado. Afirmación -- 

que no puede presentarse a dudas desde el momento en que se - 

examinan los grandes esfuerzos que realizan los partidarios - 

de la doctrina objetiva para introducir dentro de dicha con-- 

cepción las diverSas situaciones que pueden producirse en la 

práctica internacional. Ejemplo es en los casos de responsa-

bilidad del Estado por los actos de los particulares, que po-

drían denominarse más correctamente como los casos de infrac-

ción del Estado a la obligación genérica de proteger a los Es 

tados extranjeros y sus súbditos de las lesiones injustas oca 

sionadas por sus propios sujetos. Al respecto, los partida--

rios de la doctrina objetiva no han negado que la observación 

de un cierto grado de diligencia marca el límite fuera del --

cual no se puede afirmar la existencia de un delito interna--

cional. Salvar sus premisas, es lo que busca sus sootencdo--

res afirmando que el límite constituido por dicho grado de di 



ligencia no se refiere a la infracción sino al objeto mismo - 

de la obligación internacional. Así, en el caso concreto, la 

ilicitud estaría excluida no por la ausencia del elemento sub 

jetivo de la culpa, sino por la ausencia del elemento objetivo 

de la infracción a ena obligación jurídica. Sin embargo, no 

se dan cuenta de que la situación sólo cambia en apariencia y 

que afirmar que, en el caso en estudio, la responsabilidad es 

objetiva viene a ser lo mismo que afirmar que hay responsabi-

lidad objetiva por el hecho•de haber violado la obligación de 

emplear una cierta diligencia; es decir, la responsabilidad -

nace sin culpa, pero por el hecho de haber infringido la obli 

gación de estar exento de culpa. 

Respecto de los delitod de emosión se admite geheral--

mente que la inacción de un órgano del Botado es ilícita cuan 

do es el efecto de una falta de diligencia, que constituya ne 

gligencia. Pero esta aseveración no es efectiva en su totali 

dad, pues el conceptó de negligencia puede ser interpretado - 

equivocamente y todo depende, en consecuencia, al alcaAce que 

se dé a la expresión. Muchos autores opinan que la negligen-

cia es una forma de culpa, además, estiman que la culpa es un 

elemento necesario en todos los actos jurídicos internaciona-

les. (76) Tal es igualmente la opinión de los tratadistas que 

niegan que la culpa sea necesaria en los delitos de acción,— o 

pero estiman que su presencia es indispensable en los Ilíci—

tos de omisión (77). Otra tesis hace resaltar el aspecto del 

carácter netamente objetivo de la negligencia, que la hace -- 

apartarse de laculpa para integrarse al sistema de la respon- 



sabilidad causal (78). 

La solución del problema residé en el análisis de si la 

negligencia es o no una forma de culpa. 

La responsabilidad causal está fundada, como se ha vis- 

to, en la relación de causalidad existente entre los dos he--- 

chos de orden material y objetivo; una actividad o una activi- 

dad del órgano estatal contraria a uná norma internacional y -

el daño causado a otro sujeto. Dentro de la concepción en es-

tudio, el razonamiento jurídico se limita-a verificar si el ac 

to o la inacción dáñinos violan o no la norma internacional, -

sin tomar en cuenta para nada el papel que ha desempeñado la -

voluntad de su autor. Por él contrario, la existencia.del fa-

vor culpabilidad queda establecida solamente si se toma en con 

sideración la voluntad de aquél que M'incurrido en ella. 

Como lo óbserva acusio-amente el Profesor Ago, el'ele--

mento voluntario se encuentra también presente en los delitos 

de omisión (79). Lo cual significa que el órgano estatal ha -

querido producir el daño, pero que su conducta, lejos de ser -

el fruto de las circunstancias, ha sido el efecto de una.deci-

sión, el producto de una elección, un acto voluntad. El órga- 

no que ha incurrido en negligencia habría podido, si así lo hu 

hiera deseado, cumplir su deber de diligencia. En consecuen- 

cia, la apreciación de si el órgáno debía adoptar o no tal o - 

cual actitud debe hacerse en e] terreno de la voluntad. Si -- 

bien es cierto que la negligencia puede ser inconsciente, no - 

es menos evidente que es la inconciencia misma la que determi- 

na la violación del deber en un campo donde la labor de la in- 



teligencia es precisamente dirigir la voluntad. El autor del 

daño, si no lo ha previsto, bien habría podido y debido pre---

veerlo por el simple ejercicio de sus facultades. 

Debemos concluir, entonces, en que la negligencia es -

una forma de la culpabilidad, ya que ella supone una inactivi 

dad que la voluntad habría podido evitar. 

En consecuencia la negligencia es una omisión qué una 

voluntad normalmente clara habría podido evitar, si bien es -

cierto que el carácter sólo puede ser disceinido por el'exá--

men de las operaciones de previsión que debería haber observa 

do aquél cuya inactividad es la causa del daño. Creemos asi-

mismo que ella es incompatible con el sistema de la responsa-

bilidad causal que, no tomando en connideación nada más que 

el hecho puro y simple que representa una determinada conduc-

ta, se limita a verificar si el mencionado hecho resulta una 

violación de la norma internacional. Los partidarios de la -

responsabilidad causal, desde el•momento que aceptan el con-7 

cepto de negligencia, admiten, indirectamente y sin darse ---

cuenta, la responsabilidad basada en la culpa. En Derecho in 

terno, el principio de la responsabilidad causal se admite 

respecto de situaciones jurídicas precisas y excepcionales de 

finidas por la legislación o por la jurisprudencia. Si se --

adopta este principio en lo penal Internacional, presentaría 

un carácter general, aplic7indose a toda una categoría tan bas 

ta de delitos como son los de omisión, acarreando connecuen--

cies graves, extremas y difícilmente aceptables. 

E. Tipicidad. Al respecto, la mayoría de los penalis- 



actuales están de acuerdo en que el:delito se distingue de 

las demás acciones antijurídicas y culpables, por el hecho de 

estar tipificado en una ley penal. De ellos, Beling y Mar_ --

Ernesto Mayer opinan que la tipicidad es una característica -

sustantiva y distinta de las demás del delito (80); otros, en 

tre los que destaca Mezger, convierten lá tipicidad en la ra-

z5n de ser de lo antijurídico.y nos hablen "de antijuridici--

dad típica" (81). 

La represión penal interna sólo cabe con respecto a --

aquellas acciones antijurídicas que se encuadran dentro.del -

tipo y, por consiguiente, lO sanción penal que se imponga's6-

ló Pulde operar con respecto a aquellos que han ajustado su -

conducta a la hipótesis descriEá por la norma primitiva pre--

viamente establecidas por el legislador. En el fondo no ce --

trata sino de una derivación del principio "nullum crimen nul 

la poena sine lege praevia" o de una formulación del mismo de 

una manera mas rigurósamente técnica. 

Estimamos que la consideración del principio antes ci-

tado en el párrafo anterior no es actualmente indispensable 

en Derecho Penal Internacional para calificar un determinado 

acto como delito. 

El principio de la legalidad de los delitos y de las - 

penas ha nacido y se ha 'desarrollado sobre la base de un Dere 

cho escrito que su naturaleza' misma lo indica. Es evidente - 

que no puede ser aplicado a reglas consuetudinarias (M'ido a 

que su aplicación exige que el acto esté previsto en disposi-

ciones legales escritas para que sea punible. Por otra parte, 



ápotegMa es totalmente ignorado en los sistemas jurídicos 

que no tienen una base legislativa escrita, paises en los cua 

les el Derecho no se encuentra codificado, como en Inglaterra, 

donde se forma principalmente por la jurisprudencia y por la 

vía de la analogía. La aplicación ex pose facto de una dispo 

sición legislativa se reconoce en principio en la práctica ju 

dicial de tal país. 

Pese a- los esfuerzos realizados y a los ensayos tenta-

dos, el Derecho Penal Internacional no se encuentra aGn codi-

ficado y continGa basándose en usos y costumbres. Es preciso 

reconocer que existen también tratados y convenciones sobre -

el particular, pero en ellos la obligátóriedad deriva de la -

consuetudinaria "pacta sunt servanda". 

Consecuentemente, sin perjuicio de que, en definitiva, 
2 

propiciemos para el futuro el establecimiento de una jurisdic 

ción penal internacional que cuente con una verdadera Código 

de infracciones aceptado por la Comunidad de Estados, creemos 

que en la actualidad el principio "nullum crimen nulla poena 

sin lege praevia" no puede tener cabida, en toda su integri-

dad, en el Derecho Penal Internacional. 

VII. Efectos. En todo orden jurídico las consecuen---

cies de un delito o de un hecho ilícito se traducen, en gene-

ral, en la obligación jurídica que nace para el autor de in--

demnizar los datos causados y, por la otra parte, la posibili 

dad de verse conminado a una sanción penal. Es él orden jurí 

dico particular el que.  determina si el efecto jurídico atri-

buido a determinados delitos importa conjuntamente las; dos -- 
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consecuencias indicadas, o bien, se traduce exclusivamente en 

alguna de ellas. El hecho ilícito o delito internacional tie 

ne también dos •efectos posibles, por una parte, puede nacer 

el derecho, y correlativamente la obligación, a una indemni-

zación; y por otra, puede nacer la facultad, y respectivamen-

te riesgo o eventualidad, de una sanción con carácter represi 

vo. Todo esto rige para el delito internacional individual, 

así como también para el estatal. 

La distinción entre los dos efectos posibles de la res. 

ponsabilidad es perfectamente aplicable a los efectos de la -

responsabilidad internacional, ya estatal ya individual. En 

lo que se refiere a la primera, es evidente que el Estado cul 

pable de violación de sus obligaciones internacionales puede 

escapar, por una u otra razón, a. la aplicación de una sanción 

penal. En lo referente a la responsabilidad internacional in 

dividual, no existe un derecho, sino simplemente una facultad 

jurídica de imponer una pena al individuo internacionalmente 

responsable, facultad cuyo ejercicio aparece difícil en el. --

orden jurídico internacional en comparación con el interno. 

Para el análisis de estos efectos distinguiremos entre: 

A. Del Delito Estatal. 

1. Obligación de indemnizar. La Corte Permanente de - 

Justicia Internacional, en el caso 	relativo a la Usína de 

Chorzów, ha declarado que "es un principio de Derecho Interna 

cional que la violación de una'obligación entraña la obliga—

ción de indemnizar en la forma adecuada", y más adelante agro 

ga que "la indemnización es, pues, el complementoindispensa 



ble del incumplimiento en la aplicación de La convención, sin 

que sea necesario que se exprese en ella"(82). Más tardo, el -

Instituto de Derecho Internacional agrega su alta autoridad a 

la afirmación de este principio, lo que lo hace indiscutible -

en las prácticas internacionales. 

La obligación de indemnizar ha sido, tradicionalmente, 

el principal efecto del delito, y es por esta razón que 11 ha 

sido considerado, durante mucho tiempo, como una cuestión que 

interesaba exclusivamente a las relaciones entre el Estado cul 

pable de la violación y los Estados cuyos derechos hubieren si 

do directamente violados como consecuencia de una conducta in-

ternacional ilícita. Al consagrar el carácter relativo de las 

obligaciones internacionales, el Derecho de Gentes tradicional 

demuestra la debilidad de su sistema de sanciones, lo que ha -

hecho decir en la terminología anglosajona que "se parece más 

bien al "tort law" que al Derecho Penal en el sistema jurídico 

nacional" (83). Elihu Root dice, ya en 1915, que "las viola--

ciones del Derecho Internacional han sido tratadas hasta el --

presente como nosotros tratamos los delitos en procedimiento -

civil, como concernientes a la nación particular a la cual se 

había inflingido el daño y la nación que lo inflige. No se ha 

reconocido el derecho de otras naciones a protestar. Si el De 

recho de Gentes debe ser obligatorio.., un cambio se imponene 

en la teoría de las violaciones del Derecho que amenzan la --

paz y el orden de la Comunidad de las Naciones deben ner con-

sideradas como una violación del Derecho que tiene toda nación 

civilizada de ver observado el Derecho y como un perjuicio cau 



sado a todas las naciones" (84). 

Actualmente, los efectos del delito internacional no se 

limitan a la sola reacción de la comunidad con respecto al de 

lito, y pese a que dicha reacción no coincide plenamente con -

los efectos del delito en Derecho Penal Interno, contiene los 

elementos de analogía más concordantes con la reacción social 

que engendra en el orden jurídico interno la violación de la -

ley en general. 

Las transformaciones más recientes a este respecto con-

sisten en que la violación de las normas internacionales ya no 

se considera como una simple gestión de indemnización debida -

por el autor de un delito al Estado directamente ofendido, si-

no más bien, como una cuestión de interés general. Se amplia 

el circulo de los Estados que estan autorizados para solicitar 

la observancia de las normas internacionales. Así, la obser--

vancia del Derecho ya no está confiada exclusivamente al Esta-

do que tiene una interés personal en la cuestión, sino a otros 

Estados o a organizaciones internacionales que aparecen actuan 

do en lugar del Estado directamente ofendido o simultáneamente 

con él, como garantía del respecto de las normas internaciona-

les. 

2. Responsabilidad Penal. Después de la primera guerra 

mundial, el número de partidarios de la responsabilidad penal 

del Estado ha crecido y paralelamente a dicha corriente doctri 

nal se ha formado otra en favor de una jurisdicción interna--

cional competente para aplicar penas a los Estados. Sin embar 

go, los autores e instituciones internacionales que se han --- 



preocupado del particular se limitan al sólo estudio del aspec 

to teórico del problema, olvidando que también las normas in--

ternacionales positivas reconocen a los Estados capacidad para 

soportar sanciones penales. 

Lauterpacht fue quién primeramente subraya el hecho de 

que no existen hasta el momento decisiones judiciales interna-

cionales que hayan aplicado el principio de la responsabilidad 

penal del Estado y por lo tanto, tradicionalmente, .1610 cabria 

mencionar a la guerra y a las represalias como acciones coerci 

tivas que no están necesariamente limitadas a la simple indem-

nización de un delito. Invoca, además, en el mismo orden de 

ideas, las medidas previstas en el artículo 16 del pacto de --

la Sociedad-  de las Naciones y las disposiciones relativas de 

la Carta de las Naciones Unidas, medidas que serian en su ma-

yor parte de carácter penal en relación con el crimen de la --

guerra. 

Al respecto muchos autores han demostrado el carácter -

punitivo de la guerra, y de las medidas colectivas del Pacto 4 

de la Sociedad de las Naciones. Sin ir más lejos, recordemos 

que. el artículo 16 se ha invocado por la acusación.británica -

en Nuremberg como prueba del reconocimiento de la responsabili 

dad penal de un Estado, pero tal argumentación no fuh conside-

rada en definitiva. 

Por cuanto a las represalias es admisible reconocerles, 

además de su carácter represivo, un aspecto penal conjuntamen-

te con un fin retrihutivn o compensatorio, aGn ante In diferen 

cia que presentan con las sanciones penales, en el sentido que 
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corrientemente se atribuye a estas últimas. Ello es que las 

represalias son ejercidas individualmente por el Estado lesio 

nado, en cambio, las sanciones penales son aplicadas por todo 

el grupo. 

Así se constituirían una forma de pena privada en las 

relaciones internacionales. 

La facultad de infligir penas esta reconocida, en Dere 

cho convencional, en favor de la colectividad de Estados que 

forman las Naciones Unidas. La Carta no emplea los términos 

"sanciones", pero si contiene disposiciones que establecen --

verdaderas penas, comoel articulo 6o. referente a la exclu—

sión de un miembro de la organización; el 5o., que trata de -

la suspensión de los derechos y privilegios inherentes a la -

calidad de miembro, y el 19, que establece suspensión del de-

recho de voto en la Asamblea General por el retardo. en el pa-

go de la contribución a los gastos de la organización. Así 

parece que la sanción contenida en el articulo 50, tiene más 

que las otras el carácter de una pena propiamente tal. 

A estas medidas, cuyo carácter de verdaderas sanciones 

parece ser indudable, agreremos dos tipos de sanciones espe--

ciales: a) medidas que puede tomar el Consejo de Seguridad --

conforme a la Carta de las Naciones Unidas, respecto a una de 

las partes en un litigio que no ha cumplido con las obligacio 

nes que le impone una resolución dictada por la Corto; y b) - 

sanción por la omisión del registro de un tratado previsto - 

por el articulo 102 de la Carta de las Naciones, que puede --

constituir una sanción especial por la violación de una deter 



minada obligación prescrita por la Carta. Decimos que puede - 

constituir una sanción, porque la sanción de omisión del regis 

tro, que consiste en la imposibilidad de invocar un tratado o 

acuerdo ante un órgano de las Naciones Unidas, sólo constitui-

rá una sanción por violación de una obligación internacional -

respecto de la parte contratante que sea miembro de la Organi-

zación de las Naciones Unidas y que en virtud del párrafo pri-

mero del articulo 102, está obligada a registrar todo tratado 

o acuerdo internacional concluido con otro Estado, sea o no --

miembro. Para este último caso, que el otro Estado contratan-

te no sea miembro, la sanción del párrafo segundo del menciona 

do articulo 102 no es una sanción por violación a una obliga—

ción internacional, pues el Estado que no es miembro no tiene 

la obligación de registrar sus tratados. 

Pero al hablar de sanciones dentro del marco de las Na-

ciones Unidas creemos necesario referirnos primero a las medi-

das colectivas del Capitulo Séptimo de la Carta. La importan-

cia de estas medidas reluce desde que ellas están contempladas 

en el párrafo primero del articulo lo. de la Carta. Observe--

mos que ya en el articulo 16 del 'Pacto de la Sociedad de las 

Naciones se contemplan los elementos de un conjunto de medidas 

colectivas destinadas a asegurar coercitivamente algunas de --

las reglas del Derecho Internacional y no este Derecho en gene 

ral (85). Sin embargo, si bien puede reconocerse que en mu---

chos aspectos de la materia la Carta significa una evolución - 

con respecto al Pacto de la Sociedad de las Naciones, en este 

caso ella estipula solamente que las medidas colectivas previs 



tas en el Capitulo VII serán aplicadas exclusivamente respecto 

de un miembro de la Organización que ha incurrido en una viola 

ción de sus obligaciones. 

Conclusión general que puede sacarse al examinar las 

normas positivas existentes es que en la actualidad se encuen-

tran contempladas verdaderas sanciones, o competencias recono-

cidas por el Derecho, capaces de ejercer una función represiva 

con respecto a un Estado. Asi puede afirmarse que, por lo me-

nos el Derecho convencional, lejos de ignorar la existencia de 

una responsabilidad penal, admite el principio, consagrándolo 

en diferentes situaciones que nacen de la violación de obliga-

ciones impuestas por la Carta. Más, de acuerdo con ella, no - 

puede existir duda sobre la admisión, en lo penal internacio--

nal, del principio de la responsabilidad del Estado, porque si 

bien es cierto que las medidas tomadas en virtud del Capitulo 

VII de la Carta no son unánimemente consideradas como represi-

vas, quedan en todo caso las otras medidas analizadas, que in-

discutiblemente poseen dicho carácter. 

3. Responsabilidad de los Estados. A través de los tra 

tados, convenios, etc., los Estados se compromenten a castigar 

y prevenir estos actos. Pero cuando el sujeto activo de tales 

actos, sea un individuo, o ya bien un Estado, o sus funciona--

rios, el Estado incurre en responsabilidad internacional, la -

cual puede consistir en la reparación del daño, indemnización, 

etc. que es lo que pasaremos a estudiar. 

Siempre que se viola un deber establecido, ya nea por - 

acción u omisión, en cualquier regla o precepto de Dorecho In 
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ternacional, automáticamente surge una relación jurídica, la -

cual se establece entre el sujeto al cual el acto es imputable, 

y el sujeto que tiene derecho a reclamar. 

La responsabilidad internacional puede configurarse, ya 

sea por la lesión directa de los derechos de un Estado, o tam-

bién, por un acto u omisión ilegal que causa daños o perjui---

cios a un extranjero; casoen.el cual incurrese en responsabi-

lidad con el Estado del cual' el extranjero es nacional. 

Dentro de los elementos esenciales (86) de la responsa-

bilidad internacional encontramos los siguientes: 

Primero. La existencia de un acto u omisión que viola 

una obligación establecida por una regla de Derecho Internacio 

nal, vigente entre el Estado responsable del acto u omisión y 

el Estado perjudicado por dichos actos. 

Segundo. El acto ilícito debe ser imputable al Estado 

como personal jurídica. 

Tercero. Debe haberse producido un daño o perjuicio co 

mo consecuencia de dicho acto. 

Ahora bien, esta obligación la podemos encontrar en los 

convenios y los tratados; violación que puede ser llevada a -

cabo por un individuo o por el Estado, pero en ambos casos so-

bre quiGn recae la responsabilidad es el Estado mismo, ya sea 

por sus actos u omisiones; o bien por los actos u omisiones de 

sus nacionales y que no hayan sido castigados por 61. 

La responsabilidad internacional está vineuladh en cada 

Estado en tanto que es una persona internacional.(87) 



Teoría de la Culpa. Muchos autoressostienen que como 

elemento constitutivo de la responsabilidad internacional, de-

be existir la culpa o falta, es decir, "la-intención ilícita o 

negligencia del individuo cuya coducta se imputa al Estado" 

(88); mientras que otros sostienen que no es necesaria la cul-

pa o actitud psicológica de-los individuos que lo lleven a ca-

bo, sino que el Estado es responsable,de los actos de sus órga 

nos y de sus nacionales, sin necesidad de encontrar en ellos -

alguna falla psicológica como lo es la culpa. 

Creemos a este respecto que no debe tomarse en cuenta - 

al elemento subjetivo que es la culpa, excepto que la regla -

de Derecho Internacional la contemple bajo carácter de conoci-

miento de causa por parte del Estado infractor; y analizar las 

circunstancias de si realmente el Estado tuvo conocimiento y 

las causas que lo indujeroñ a ello. 

Teoría del Riesgo. Significa que, quién por necesidad, 

placer o utilidad introduce algó peligroso dentro de la socie-

dad, es responsable de cualquier accidente que de ello se deri 

ve, excluyendo de ello toda-referencia de culpa. 

Teoría que las legislaciones internas la han incluido -

en la materia laboral, en el mismo sentido tiene su aplicación 

en el Derecho Internacional. Asi tenemos el reconocimiento de 

la responsabilidad por riesgo, en relación con daños resultan-

tes de los usos pacíficos de la energía nuclear, la cual se - 

definió en la Convención suplementaria del 31 de enero de 1963, 

sobre responsabilidad frente a terceros por Daño Nuclear, en--

contramos la convención de Bruselas de mayo 25 de 1962, telati 



va a la responsabilidad de los operadores de Naves NUeleares. 

Aspecto común a todas las aplicaciones de esta teoría, 

es la responsabilidad absoluta que las actividades causan, o - 

que es probable que causen algún daño, son en sí peligrosas pe -

ro no ilícitas. 

Dentro de esta serie de actos que hacen que un Estado -

incurra en responsabilidad, tenemos la existencia de otros que 

causan daños o perjuicios pero que son justificables tales co-

mo la legítima defensa, las represalias, etc. 

La legítima defensa es reconocida por el Derecho Inter-

nacional, la encontramos plasmada en el articulo 51 de la Car-

ta de las Naciones Unidas: 

"Artículo 51.- Ninguna disposición de esta Carta menos-

cabará el derecho inmanente de legítima defensa, individual o 

colectiva, en caso de ataque armado contra un miembro de las -

Naciones Unidas, hasta que en tanto el Consejo de Seguridad 

haya tomado las medidas necesarias para mantener la paz y la -

seguridad internacional. Las medidas tomadas por los miembros 

én el ejercicio del derecho de legítima defensa serán comunica 

das inmediatamente al Consejo de Seguridad, y no afectarán en 

manera alguna la autoridad y responsabilidad del Consejo con--

forme a la presente Carta para ejercer on cualquier momento la 

acción que estime necesaria con el 	fin de mantener o resta-- 

blecer la paz y la seguridad internacionales". 

Es decir, que así esta reconocido el derecho (11,1 Estado 

de recurrir a la legítima defensa para proteger entro otro el 

derecho de no ser víctima de un ataque, sin que por ollo incu- 



rra en responsabilidad. 

En cuanto a las represalias y otras sanciones, tenemos 

que la aplicación de una sanción autorizada por el Derecho in-

ternacional es un acto legitimo que no dé lugar a responsabili 

dad del Estado, por las pérdidas o daños que esta ocasione. 

Para que sea legal y el Estado que la lleve a cabo no -

incurra en responsabilidad, sólo puede llevarse a cabo después 

de haberse presentado una demanda de reparación y el fracaso -

de esta. 

Responsabilidad del Estado por Actos del Organo Legisla 

tivo. En el proyecto de codificación celebrado en la Conferen 

cia de la Haya, todos los Estados que participaron, aceptaron 

"que un Estado incurre en responsabilidad internacional, como 

resultado bien de una legislación incompatible con sus obliga-

ciones internacionales, o bien la falta de legislación necesa-

ria para el cumplimiento de dichas obligaciones". (89) 

Cuando la ley causa daño directo a un Estado, su mera -

aprobación puede servir de base para una queja; es decir, es -

el momento determinado en el cual el Estado incurre.en responsa 

bilidad. 

Pero, por daños a que pueda ser la actividad del órgano 

legislativo, este no es responsable, consideramos, en virtud - 

de que su función no es considerada delito internacional; la -

responsabilidad existe plenamente para el Estado ya que este - 

es responsable de las medidas legislativas contrarias al Dere-

cho Internacional, las cuales han sido finalmente incorporadas 

a su derecho interno. 



Responsabilidad por los Actos de los Jefes de Estado.-

Loas actos de los Jefes de Estado son todos aquellos realiza--

dos por los Presidentes, Mandatarios o jefes de un Estado; o -

bien, por los miembros de un gobierno, que actúa en tal condi-

ción y sus actos son considerados como actos de Estado. 

Cuando dicho acto sea realizado por el Ejecutivo se in-

curre inmediatamente en responsabilidad, por la omisión del ac 

to ilícito, mientras que si se comete por un agente diplomáti-

co, consular, embajador, plenipotenciarios, o funcionarios pú-

blicos, se incurre en responsabilidad aunque no se compromete 

del mismo modo, pues sería necesario un acto u omisión poste--

rior del. Estado, como dejar de autorizar el acto o la negativa 

de detener y castigar al ofensor. 

Sin embargo, en la Conferencia de la Haya para la Codi-

ficación se proclamó que el Estado incurre en responsabilidad 

internacional como resultado de un acto u omisión por parte --

del poder ejecutivo, incompatible con las obligaciones inter-

nacionales; así también de los actos u omisiones de sus funcio 

narios siempre y cuando actuen dentro de los límites de su au-

toridad. 

En la misma conferencia se presentó el problema de los 

actos no autorizados de sus funcionarios; según este principio 

se decía que no se puede imputar al Estado un acto cometido --

por un funcionario, si este se ha excedido de las facultades - 

que le confiere el derecho interno, o bien si actúa de manera 

contraria a lo que se le ha ordenado; principio este qu,. no se 

adoptó en virtud de que no se estableció, que el Estado lncu-- 



rre en responsabilidad internacional si comoresultado de ac--

tos no autorizados de sus funcionarios, ejecutados bajo su ca-

rácter oficial, se violan las obligaciones internacionales que 

posee el Estado. 

Responsabilidad por Actos del Poder Judicial.- Una co-

rriente de juristas sostienen la doctrina de queel Estado no -

es responsable por los actos del Poder Judicial, en virtud de 

que los Tribunales "son absolutamente independientes del go---

bierno y en consecuencia este.último no ejerce influencia algu 

na en sus decisiones". (90) 

Respuesta y critica a esta está basada en que aún inde-

pendientemente del gobierno, el poder judicial, no es indepen 

diente del Estado, y por lo.tanto es parte de él para los efec 

tos internacionales. 

En la conferencia de Codificación de 1930 se estableció 

que el Estado es responsable internacionalmente como resultado 

del hecho de que alguna sentencia judicial no esté sujeta a --

apelación, sea obviamente incompatible con las obligaciones --

del Estado en la esfera internacional. Así también,.se deter-

minó que el Estado reclamante tendrá que presentar pruebas cla 

ras, para determinar que dicha sentencia es incompatible, y --

que existe una infracción evidente a la obligación internacio-

nal. 

Creemos que una aplicación errónea o, una violación al 

derecho, aunque esta afecte o cause daño a un extranjero, no - 

es suficiente; sino es necesario que exinta una violaelón a 

una norma u obligación internacional; ya que puede ‹hirne el ca 



so que afecte al extranjero en su patrimonio y persona, pero - 

no ir en contra de alguna norma internacional. 

Para algunos autores es necesario que, para que exista 

responsabilidad por parte del Estado, exista la mala fé, debe 

ser evidente que el tribunal haya fallado con parcialidad, por 

fraude o por presión externa; teniendo así, que la sentencia -

debe ser tal que ningún tribunal la hubiese pronunciado. 

Bien, cuando los tribut....les incurren en'le tlenegación 

de justicia o demora injustificada, el Estado debe hallar los 

medios para apremiar a los tribunales responsables; si no lo -

hiciese incurriría en responsabilidad internacional. 

Anzilotti, creador de la teoría de la responsabilidad -

del Estado, en el particular, establece "es necesario conside-

rar a la denegación de justicia, como la negativa de dar acce-

so a los tribunales nacionales, para la protección de_ sus dere 

chos. Cada vez que existe contradicción entre una decisión --

pronunciada en forma regular y el Derecho Internacional, la - 

responsabilidad en que incurre el Estado no surge de la denega 

ción de justicia, sino de otra violación del Derecho Interna-

cional" (91). 

Reclamación por denegación de justicia sólo debe presen 

tarso ya que se hayan agotado todos los recursos judiciales se 

gún el Estado que se trate. 

La mencionada Conferencia de Codificación do la Haya es 

tableció: 

"Articulo 8.- Párrafo II.- Un Estado es responsable co-

mo resultado del hecho de que de una manera incompdo.ible con - 



las obligaciones del Estado, el extranjero ha sido obstaculiza 

do por las autoridades judiciales, en el ejercicio de su dere-

cho a comparecer ante los tribunales, o su proceso ha sido obs 

taculizado con demoras inexcusables, que implican la denega—

ción de justicia. (92). 

Por otra parte, el Estado Federal es responsable de la 

conducta de sus subdivisiones políticas responsabilidad que no -

puede evitar alegando que sus poderes constitucionales no cuen 

tan con .el suficiente control sobre ellos, para que cumplan 

con sus obligaciones internacionales. 

Responsabilidad del Estado por Actos de sus Particula--

res.- Los individuos dentro de un territorio pueden realizar 

actos que afecten a otros Estados, y con ello contrarios al De 

recho Internacional, esto surgió en base a la idea primitiva -

que dichos sujetos podían cometer actos como delitos contra so 

beranos, embajadores extranjeros, ofensas a la bandera, y ---

otros. De ahí que de tales actos surja responsabilidad del Es 

tado. 

Sín embargo, la responsabilidad en que incurre el Esta-

do por actos de las personas privadas no es igual a la que in-

curre por actos del Jefe de Estado o sus funcionarios; esto es 

que existe diferencia entre ambas responsabilidades, pues en -

esta Gltima se crea una responsabilidad original, porque es el 

Estado el que comete violaciones a las obligaciones, internacio 

nales y responde directamente por tales actos; mientras que la 

responsabilidad subsidiaria es aquella que contrae un Estado -

en virtud de actos realizados por los particulares, ya que el 



Derecho Internacional impone el deber a todo Estado de impedir, 

hasta donde le sea posible, que sus nacionales así como los ex 

tranjeros que se encuentran en su territorio cometan actos le-

sivos, en contra de otros Estados. 

Como es imposible que un Estado pueda evitar todos los 

actos lesivos que un individuo intente cometer, es razón por -

la cual no incurre en responsabilidad original, sino responde 

relativa o subsidiariamente por tales actos; siendo únicamente 

sus obligaciones las de ejercer la debida diligencia para impe 

dir que las personas privadas cometan tales actos; castigar a 

los culpables; y, dar satisfacción y resarcíar al Estado lesio 

nado, obligando a los autores al pago de daños y perjuicios. 

Sólo en el caso de que el Estado no cumpla con lo ante 

riormente anotado incurre en responsabilidad y debe ser él ---

quién pague dichos daños y perjuicios causados al otro Estado. 

Esta responsabilidad se basa en el control que ejerce -

el Estado sobre su territorio. 

Estos actos pueden cometerse por sujetos individualmen-

te determinados así como por grupos, y el Estado sólo responde 

en este último caso, cuando la mala fé o voluntad y anumosidad 

hayan sido tan generales y notorios que las autoridades debían 

haber previsto el peligro y haber hecho los esfuerzos necesa--

rios para evitar el daño; solo así incurre en responsabi lidad, 

lo mismo que en el caso de guerras civiles o insurrecciones. 

Consecuencia jurídica inmediata que surge en virtud de 

tales actos delictivos es la reparacirIn moral y material del 

daño causado, la cual puede llevarse a cabo así: 
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Restitución. Su propósito es restablecer la situación 

que hubiera existido de no haber ocurrido el acto u omisión --

ilícitos. 

Respecto a esto la Corte Internacional de Arbitraje de-

claró que la restitución, en este caso, es la forma normal de 

reparación y podría ser substituida por indemnización sólo en 

caso de que la primera no sea posible. Pese a ser, la restitu-

ción a comento, la forma básica para la reparación del daño, -

en la práctica vemos que los Estados la sustituyen por la in—

demnización. 

Indemnización. Grocio estableció que el dinero es la -

medida común a todas las cosas valorables, principio que fué - 

base de la indemnización. 

La Corte Internacional de Justicia declaró que es prin-

cipio de Derecho Internacional la reparación de un mal. Pue-

de consistir esta en una indemnización, en virtud de que la in 

demnización presupone el pago de una cantidad correspondiente 

al valor que tendría la restitución en especie. 

Satisfacción. Es una reparación para el daño que cause 

un Estado. 

Para satisfacer a un Estado, en antaño, se llevaban a -

cabo prácticas humillantes como rendir honores a la bandera, 

designación de enviados especiales de expiación, en fin, las 

cuales con el tiempo han caído en desuso. 

Actualmente, como formas de satisfacción en el derecho 

y en la práctica tenemos la presentación oficial de pesar y ex 

cusas, el castigo de culpables funcionarios de menor grado, -- 



las declaraciones judiciales del carácter ilícito del acto. 

4. Reclamación de los Estados por Violación a los Dere-

chos de sus Nacionales.- La determinación de la responsabili-

dad por actos ilícitos que violan los derechos de los extranje 

ros, sea que causen daños a su persona sea a sus bienes, se --

asegura a través del ejercicio de la protección diplomática, o 

bien por presentación de reclamaciones. 

En esta última se requieren tres elementos: 

1. Que el Estado respalde las reclamaciones privadas. 

2. Que dicho Estado sea el de la nacionalidad del ex---

tranjero. 

3. Después de haberse identificado al Estado con su na-

cional, considere que el daño sufrido por este determine la 

medida adecuada para la reparación. 

Así, el EstadO actúa como representante legal del indi-

viduo. 

Base fundamental de esta reclamación está en el hecho -

de que este Estado tiene la obligación de proteger a sus sGbdi 

tos cuando han sido lesionados por otro DM:ad°, cuando se han 

cometido actos contrarios al Derecho internacional; esta fun--

ciona cuando se hayan agotado los recursos ordinarios de las -

leyes internas del país de que se trate. 

B. Delito individual. 

1. Obligación de indemnizar. En principio, lan normas 

internacionales positivas sólo consagran la responsabilidad pe 

nal del individuo. Teóricamente nada impediría que tal respon 

sabilidad fuera acompañada de otra que tuviere por eft,•to un - 
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derecho a indemnizaciones y no solamente la facultad de casta 

gar al individuo culpable. Pero, en la práctica, el indivi—

duo órgano, privado tal vez de patrimonio, ofrecerla sligura—

mente una indemnización bastante escasa, lo cual hace dudosa 

la oportunidad e indeseable la adopción de una responsabili--

dad civil individual, ofreciendo naturalmente mejores garan—

tías de solvencia la obligación de indemnizar que existe de -

parte de los Estados. Las reglamentaciones convencionales vi 

gentes que establecen responsabilidades individuales, en gene 

ral, la responsabilidad civil individual, como así mismo en -

el reciente proyecto de una Corte Penal Internacional no se -

confiere a los jueces el poder de pronunciar sobre la respon-

sabilidad civil del acusado. 

2. Responsabilidad penal. De los sucesos que se produ 

jeron con posterioridad a la Segunda Guerra Mundial, no puede 

caber duda sobre el reconocimiento que se ha hecho, en lo. po-

sitivo, de la existencia de una responsabilidad individual --

por la violación de las normas internacionales. Este tipo de 

responsabilidad fue demasiadas veces aplicado después de la - 

guerra, particularmente en relación con los crímenes contra - 

la paz y la guerra. También, el principio fue consagrado por 

el Estatuto del Tribunal de Nuremberg y por el del Tribunal - 

Militar Internacional para el Extremo Oriente, así como por - 

sus jueces, además que se encuentra suficientemente afirmado 

por las resoluciones de la Asamblea General de las Naciones - 

Unidas y consagrado en los debates y los proyectos do la Comi 

sión de Derecho Internacional y del Comité de los dio elsiete, 



que establecieron la suma importancia de "reafirmar y consoli 

dar el principio nuevamente establecido según el cual los in-

dividuos pueden ser considerados responsables en el plano in-

ternacional" (93). 

Fundamento de la actitud del individuo para cometer un 

delito, esto es decir, la base de la responsabilidad indivi-

dual en el orden jurídico internacional es la garantía comple 

mentaria del respeto de las normas internacionales. Si bien 

no podría decirse que se encuentra amparado el respeto de to-

das las normas a lo menos dé agUellas cuya violación hace na-

cer una responsabilidad individual por estar comprobada la -

insuficiencia de la garantía.ofrecidn por la responsabilidad 

estatal. Así., las nuevas evolucionen doctrinarias han conduci 

do a considerar al individuo como un sujeto pasivo de delito 

en caso de violación de las normas internacionales, ello es,-

a reconocer que los efectos del delito internacional pueden -

consistir en la responsabilidad individual. Esta, a la vez, 

es considerada como una sanción cuyo ofecto psicológico será 

en determinados casos más eficaz que la responsabilidad esta-

tal. Con ello se demustra que en lugar de esta última o con- 

juntamente con 	ella, la responsabilidad individual ofrece 

una mayor garantía de respeto de las normas internacionales. 

Al respecto, el problema fundamental que se plantea es 

saber quiónes -si los simples particulares o los Individuos -

que tienen la calidad de órganos estatales- pueden Incurrir 

en responsabilidad en razón de crímenes internacit~lcs. 

Problema relativamente nuevo y naturalmente no podía haberse 



planteado cuando la responsabil±dad internacional no habíaal-

canzado la extensión que ha tomado después de la Segunda Gue--

rra Mundial. 

De acuerdo a la jurisprudencia de post-guerra, se puede 

distinguir las siguientes categorías de persÁnas condenadas, -

ademas del personal militar, por crímenes de guerra,.tomada es 

ta expresión en sentido amplio: 1) Personal Administrativo, --

comprendió a los agentes de administración y a los jefes del - 

Partido Nacional Socialista Alemán; 2) Personal Judicial, com-

puesto de jueces y procuradores; 3)industriales y hombres de -

negocios; 4) Médicos y enfermeras; y S) Jefes de campos de con 

centración. 

En toda la abundante jurisprudencia sobre los crimina-

les de guerra de la Segunda Guerra Mundial sólo puede ser con-

siderado para nuestro estudio un pequeño número dé procesos, -

de los que se deduce que la responsabilidad individual por vio 

lación de determinadas reglas internacionales fue considerada 

como exclusiva de los órganos estatales, como los funcionarios 

administrativos y el personal judicial, ademas de los miembros 

de las fuerzas armadas. En lo referente al resto, Eustathia-

des estima que no puede negarse que non personas privadas, par 

ticulares que no se encuentran ligados ni orgánica ni directa-

mente a la función pública y que no non agentes públicos en el 

sentido tradicional de la plabra (94). 

En resumen, indudable es que f:xiste una responsabilidad 

de los individuos-órganos y que sólo podría ponerse en tela de 

juicio el principio de la responsabilidad individual de los -- 
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simples particulares en razón de los actos puramente privados 

que:no tienen conexión alguna con una determinada conducta es 

tatal. 

Así comoT.éracto de un individuo que no tiene el carác-

ter de órgano estatal no puede causar la responsabilidad in—

ternacional del Estado tampoco el acta de un simple particu--

lar puede comprometer una responsabilidad individual, la cual 

existirá solamente con respecto al individuo-órgano (95) 

Pero, la responsabilidad individual de lbs simples par 

ticulares no presenta mayoes dificultades para aquellos que 

admiten su existencia según el Derecho positivo o para aque—

llos que la proponen de legé ferenda, como la Comisión de De-

recho Internacional. 

Hemos visto que la imputación es una operación lógica 

en virtud de la cual, en presencia de una determinada situa— 

ción, se crea un nexo jurídico entre cierto sujeto y un deli- 

to. Operación lógica que no presenta dificultad alguna si el 

sujeto al cual es necesario atribuir un hecho ilícito es una 

persona física. En este caso la imputación será hecha sobre 

la base de que el sujeto al cual se pretende imputar el hecho 

ilícito es materialmente el autor del acto contrario a una --

norma jurídica internacional. .En lo que concierne ala res--

ponsabilidad del individuo-órgano, será la misma conducta, la 

misma acción u omisión, la condición de la existencia tanto - 

de la responsabilidad estatal como de la individual, In es--

tas hipótesis "es, pues, necesario que haya acción de un órga 

no para que haya responsabilidad internacional del sujeto per 



sona jurIdica de la cual la persona acusada es el árgano, y 

responsabilidad del sujeto persona física, del autor del acto, 

autor que es un órgano estatal" (96). 

El problema, en suma, se reduce a examinar si la perso-

na acusada es o no un órgano del Estado, abandonándose el --

tradicional principio de la inmunidad reconocida a los órganos 

del Estado en su calidad de tales. Se podría decir en justi-

cia que la violación por el individuo-organo de las normas -: 

internacionales despoja, con fines y de represión, al autor de 

un acto de su calidad de órgano para considerarlo punible como 

lo seria un simple particular (97). 

De tal manera la responsabilidad del individuo-órgano -

constituye una derogación del principio tradicional de la inmu 

nidad de los actos del Estado. 

C. 	Sobre responsabilidad estatale individual. Ahora si exa-

mtmmesuna doble rczxnPAhllidad la, intelectual e individual. sa-

ber si ambos tipos de responsabilidad se excluyen entre si o -

bien si ellos pueden coexistir como consecuencia de una misma 

conducta, es el punto interrogante a dirimir. 

Del examen de los hechos y a la luz de los principios -

generales se desprenden de la situación actual en materia de -

responsabilidad internacional estatal y responsabilidad indivi 

dual, es necesario deducir que la responsabilidad individual -

no excluye a la responsabilidad estatal, de manera que como --

consecuencia, de un mismo acto u omisión, podemos encontrar en 

presencia de una responsabilidad paralela o conjunta, acumula-

tiva o concurrente, de una doble responsabilidad indIvIdual y 



estatal. 

Si por un procedimiento jurídico primario consideramos 

la imputación de un hecho ilícito a un determinado sujeto, un 

procedimiento jurídico secundario nos llevará a imputar a un 

determinado sujeto las consecuencias de un hecho ilícito, es 

decir la responsabili-ad. Podría decirse que existen dos im-

putaciones: imputación del hecho ilícito o imputación de las 

consecuencias jurídicas de dicho hecho ilícito. Otra cues---

tión a resolver es saber si las consecuencias jurídicas men-

cionadas son susceptibles de ser imputadas unicamente al Esta 

do o al Estado y al individuo-órgano conjuntamente. Nadie im 

pide la existencia de una. responsabilidad paralela, estatal e 

individual, emanada de un mismo hecho ilícito internacional, 

lo que no elimina que en 	determinados casos se encuentre -

comprometida unicamente la responsabilidad del Estado. 

Podemos concluir en que'existen dos hipótesis o posi--

bles consecuencias de un delito internacional: 

Primera. Responsabilidad exclusiva del Estado, dentro 

de la que, a su vez, podemos distinguir: 

1. El Estado sólo tendría obligación de indemnizar. 

Esta es la posición del Derecho internacional y, en general, 

se comprenderla en esta posición un gran manero de violacio--

nes a las obligaciones internacionales del Estado, convencio-

nales o consuetudinarias: 

2. .Nacería para el Estado salo una responsabilidad pe 

nal. Esta situación sería comprensiva de todos los casos de 

sanciones penales dirigidas contra un Estado, como In del ar- 



ticulo 19 de la Carta de las Naciones Unidas; .y, 

3. La obligación de indemnizar es concurrente con la - 

responsabilidad penal. Caso de la exclusión de un miembro - 

de las Naciones Unidas que contempla el articulo 5o. de la Car 

ta. 

Segunda. Responsabilidad acumulativa del Estado y del 

individuo órgano, situación dentro de la cual es posible dis-

tinguir a su vez: 

1. Obligación de indemnizar por parte del Estado res--

ponsable y responsabilidad penal individual. El caso típico -

de esta situación es el de los crímenes de guerra stricto sen-

su, que hace nacer una responsabilidad penal para el individuo 

y una obligación de indemnizar para el Estado. 

2. Responsabilidad penal del Estado y responsabilidad 

penal individual. Seria el caso de las represalias ejercidas 

durante la guerra con respecto al Estado violador de las nor-

mas que regulan el conflicto y responsabilidad penal y respon-

sabilidad penal individual de los criminales de guerra. Natu-

ralmente, de lege ferenda las hipótesin pueden ser mucho más -

numerosas, por ejemplo, si examinamos los• debates de la sexta 

Comisión 	de la 3a. Asamblea General de las Naciones Unidas, 

reunida a propósito de la Convención del Genocidio, encontra-

mos que la responsabilidad penal del Estado tuvo ardorosos par 

tidarios, pensando que los gobiernos podrían ser acusados de -

genocidio; y, 

3. Responsabilidad penal del Estado, concurrente con - 

su obligación de indemnizar, y responsabilidad penal tndividual. 



En todo caso, la aplicación de una situación concreta 

de una determinada responsabilidad dependerá del grado de evo-

lución de las instituciones internacionales, como ser el fun--

cionamiento de una Corte Criminal internacional, o de cuestio-

nes de hecho que impidan eventualmente la aplicación, ya sea -

de la responsabilidad individual, ya de la responsabilidad es-

tatal. Así, en Nirremberg fueron circunstancias de hecho las -

que impidieron la aplicación de•la responsabilidad estatal: en 

el juzamiento de Nüremberg, las consecuencias jurídicas de los 

crímenes contra la paz, de guerra y contra la humanidad debían 

soportarlas los individuos, a pesar de que los efectos jurídi-

cos de esos mismos delitos internacionales se extendían igual-

mente con respecto al Estado, cuya responsabilidad se encontra 

ba también comprometida. 

En el Proyecto del Código de Crímenes contra la Paz y -

la Seguridad de la Humanidad, la Comisión de Derecho Interna-

cional ha tomado también una actitud fundada en razones de ---

oportunidad, al circunscribir la responsabilidad al campo indi 

vidual, pero sin nega9por otra parte, la existencia de una -

responsabilidad estatal. Del Estudio de los debates en el se-

no de la Comisión se desprende que sus miembros han subrayado 

que los crímenes previstos en el Proyecto de Código puede com-

prender a menudo la responsabilidad estatal. 

Concluiremos que ambos efectos del delito internacional, 

colectivos o individuales, existen potencialmente, do manera - 

que la responsabilidad estatal e individual se acumulan y ni - 

una ni otra se excluyen, pues precisamente se trata de estimu- 



lar y no debilitar las garantías del respeto a las normas in-

ternacionales. 

VIII. Circunstancias que excluyen la ilicitud. EXIS--

ten casos en los que se presentan todos los elementos para --

proceder a la imputación a un sujeto de un hecho ilícito in-

ternacional, cuando menos en apariencia. Elementos que son -

una acción o una omisión de un suje¿:, dotado de capacidad pa--

ra delinquir y una obligacióniilternacional violada por dicha 

acción u omisión. Pero no obstante de la existencia de los -

dos elementos mencionados no es posible proceder a efectuar -

el proceso de imputación de delito pues existe la circunstan 

cia ulterior a la cual el Derecho atribuye la cualidad jurídi 

ca de impedir la imputación de un hecho ilícito a un sujeto. 

La mayor parte de la doctrina habla, refiriéndose a es 

te problema, de circunstancias que excluyen la responsabili-- 

dad y no de circunstancias excluyentes de la ilicitud. Para 

ellos, en presencia de un hecho ilícito en si mismo, el Dere 

cho se abstendría simplemente de atribuir sus efectos al suje 

to: la imputación del delito tendría lugar, pero no procede-- 

ría responsabilidad alguna. La 	noción misma de delito in--

ternacional se opone a ello. Si el delito es un acto jurídi-

co caracterizado precisamente por la atribución de un efecto 

que consiste en el nacimiento de una obligación para su autor 

de dar una indemnización, o de una facultad para un sujeto di 

ferente de infligirle una sanción, es indiscutible gut, la con 

cepción de un delito desprovisto de tales efectos jurfllcos - 

importa una contradicción terminológica. Se producirla el -- 



mismo contrasentido al calificar como acto jurídico una mani--

festación de la voluntad no provista por el Derecho de los ---

efectos propios de un acto jurídico. Un hecho al cual no se -

añade una obligación de indemnizar ni una facultad de sanción 

no es un hecho ilícito, porque jurídicamente no puede ser con-

siderado como tal. Presenciando un hecho al cual excepcional-

mente el Derecho no atribuye este efecto del cual normalmente 

debería estar provisto, debemos hablar de una exclusión excep-

cional de la ilicitud, y en ningun caso de la responsabilidad. 

La presencia en la especie de este elemento particular 

tiende a neutralizar la presencia de otro elemento que sería -

esencial para calificar de ilícito a un acto, y es por eso que 

se evita la calificación. 

Consideremos, entonces, circunstancias en presencia de 

las cuales la norma jurídica internacional se abstiene de impu 

tar un delito a un sujeto, aunque esten reunidos todos los ele 

mentos necesarios para ello.• 

A. Consentimiento del ofendido. Cuando las tropas de -

un Estado franquean las fronteras de otro para cumplir una la-

de policía, presenciamos normalmente un delito internacional;-

si el Estado interesado ha otorgado su consentimiento para tal 

acción, existe una nueva circunstancia que, agregada a las an-

teriores, impide calificar la acción como ilícita. La situa—

ción es la misma que ocurre en el Derecho interno cuando una -

persona introduce a otra en su domicilio, a pesar de encontrar 

se presentes todas las demás circunstancias material r. exigi—

das para el nacimiento del delito. La exclusión de la Ilicitud 



tiene su razón jurídica en el hecho de que el consentimiento 

que se ha otorgado suspende la obligación jurídica quo incum-

be al sujeto que actúa, de tal manera que dicha circunstancia 

suplementaria y especial, elimina la posibilidad de tomar en 

consideración otra circunstancia necesaria para la existencia 

del delito: aquella de la conducta que contrasta con una obli 

gación jurídica, y el hecho ilícito; privado de un elemento-

constitutivo esencial, no puede nacer. 

El consentimiento que el ofendido dá puede ser expreso 

o tácito. Lo importante es que exista en el momento de la ac 

tuación, ya que un consentimiento tardío vendría a%constituir 

una renuncia de la víctima a hacer valer su derecho a la in—

demnización, pero sin que pudiera quitar a la conducta su ca-

rácter delictual definitivamente adquirido., El consentimien 

to debe ser efectivo, esto es, que sea ante todo válido y li-

bre de error, fuerza o dolo. 

El campo de aplicación del consentimiento de la vícti-

ma por naturaleza es más extenso en lo ponal internacional --

que en el Derecho interno, ya que en el Derecho Internacional 

se encuentre generalmente muy difundida la facultad de dero—

gar reglas generales por medio de convenciones particulares, 

mientras que el Derecho interno, el consentimiento de la víc-

tima no podría borrar elcarácter ilícito de una infracción, -

como quiera que interesa a la moral, la orden público o a las 

buenas costumbres. 

B. Legítima defensa. Los problemas que ocasionan han 

sido abordados, generalmente, por la doctrina y resueltos en 
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las practicas internacionales en estrecha relación con la agre 

sión. 

Tuvo escasa aplicación en el pasado por cuanto La gue-

rra se justificaba por el sólo hecho de encontrar su fundamen-

to en unarazón de Estado y, consecuentemente, los gobiernos no 

precisaban de otro motivo especial para justificar sus actitu-

des bélicas. 

Primeras manifestaciones encaminadas a precisar el con-

cepto y a determinar su campo de aplicación las encontramos -- 

con posterioridad a los convenios de carácter general cuyo ob-

jeto principal fuá la proscripción de la guerra como medio de 

solución de los conflictos internacionales. Así, la legítima -

defensa es un concepto relativamente nuevo en el campo interna 

cional, ya que con anterioridad los pactos mencionados, si ---

bien es cierto que la guerra era un recurso morlamente condena 

ble ante la opinión general, jurídicamente era lícita. 

Señalaríamos al Pacto de las Naciones como introductor 

del concepto de legítima defensa en las relaciones internacio- 

nales, como concepto que más tarde vino a ser ampliado notoria 

mente en su alcance por el Pacto de París, al prohibir la gue-

rra de manera general. 

En Derecho Penal Internacional, la circunstancia que es 

tudiamos no tiene los precisos caracteres y definidos contor—

nos que observamos del Derecho comen. En aquól las diversas -

fórmulas contenidas en los diferentes tratados parece señalar 

que no basta por si solo el hecho que un país haya sido ataca-

do para que la conducta del agredido pierda su condicir de -- 
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ilícita, pues'es necesario que la conducta, además, del ofen--

sor no haya sido•motivada por una provocación previa por parte 

de la víctima o en desmero de su actitud pacifica. 

Los efectos de la legitima defensa en Derecho Penal co- 

mún están estrictamente limitados, la defensa individual susti 

tuye a la defensa social por un corto periodo de tiempo. En -

Derecho Penal Internacional, en cambio, el Estado víctima de -

una agresión ha tenido tradicionalmente el Derecho de hacer la 

guerra a su agresor. El Pacto de París consagra implícitamen-

te este derecho en el preámbulo: "Toda potencia signataria que 

buscare eñ lo sucesivo desarrollar sus intereses nacionales re 

curriendo a la guerra, será privada de tos beneficios'del pre-

sente tratado" (98). En síntesis, tradicionalmente el agredi-

do no sólo estaba facultado para defenderse de la agresión, --

sino también para rechazar al agresor fuera de su territorio y 

continuar su acción hasta lograr un fin victorioso obteniendo 

las indemnizaciones y garantías que procedan, en especial que 

no volverá a ser agredido por el mismo Estado. 

Este planteamiento ha sido normal en ausencia de una ac 

ción social capaz, pero de acuerdo con las ideas que venimos -

desarrollando, los problemas que se'presentan hoy día son espe 

cialmente aquellos que tienden'a poner un rápido fin a las hos 

tilidades surgidas entre dos Estados, no obstante que uno pue-

da ser considerado como agresor y el otro invocar la legitima 

defensa. Este criterio limitativo de los efectos de las cir-

cunstancias es el que se viene observando ya en terreno inter-

nacional desde la Conferencia del Desarme. 



En cuanto al control, en Derecho Penal común lo ejerce 

el Poder Judicial, en lo penal internacional encontramos que 

los artículos 10, 11, 15 y 16 del Pacto de la Sociedad de las 

Naciones ya autorizaban al Consejo para verificar los hechos 

de agresión y de legitima defensa,. También, en el Proyecto 

de la Convención sobre Desarme se prevee una consulta de Esta 

dos con el mismo fin. Ambos ofrecimientos de solución pare--

cen poco prácticos. 

El artículo 51 de la Carta de las Naciones Unidas reco 

noce implícitamente el derecho a la legítima defensa, pero so 

lo de manera provisional. Sólo autoriza su ejercicio hasta -

que el Consejo de Seguridad haya tomado las medidas necesa---

rias para mantener la paz y seguridad internacionales. El --

Consejo podrá adoptar medidas provisionales que, de acuerdo -

al artículo 40 de la Carta, no prejuzgarán en cuanto a los de 

rechos del litigio, pretensiones o posición de las partes in-

teresadas. 

La Carta de San Francisco reconoció un derecho de de--

fensa colectivo que se considera legítimo cuando es ejercicio 

en conformidad a pactos regionales y desde el momento en que 

ellos no se opongan a los fines o principios que rigen en la 

Organización de las Naciones Unidas. 

La noción de legitima defensa internacional tiende a - 

aproximarse al concepto relativo en lo penal 	interno. La -

cesación de las hostilidades, seguida de la evacuaclem de los 

territorios invaidos por el agresor, vendría a limitar los --

efectos del ejercicio de la legitima defensa, para lo cual es 



'presupuesto indispensable el que los hechos de agresión y de - 

legítima defensa sean sometidos a la ápreciaión de un Tribu--

nal. Tradicionalmente y ausente una organización internacio--

nal, la decisión de existir o no legítima defensa en un caso -

determinado ha pertenecido en primer lugar al Estado. Los Es-

tados terceros apreciaran la conducta de los gobiernos en lu—

cha y son libres de juzgar su actitud para ratificar la legíti 

ma defensa, abstenerse en.El conflicto o, bien, negar lugar a - 

ella. Si los Estados terceros se encuentran ligados por un --

tratado de alianza, ya con el agresor ya con la víctima, la si 

tuación cambia pues, el tratado existente sólo vendría a jugar 

en caso que el aliado fuese el Estado víctima, ya que los tra-

tados son generalmente defensivos. 

Es muy difícil, generalmente, determinar la extensión - 

de la respuesta por parte de la víctima de una agresión. En - 

el sistema judicial que propiciamos, el Estado víctima de una 

agresión, podría responder a la fuerza con la fuerza, mediante 

una acción espontánea e inmediata. Esto es que la conducta de 

la víctima, en principio, no puede dejarue sujeta a ningún con 

trol por parte de la autoridad. En caso contrario, si se esta 

bleciere un aviso o autorización previa, indudablemente se ha-

brá perdido un tiempo precioso para el ejercicio del derecho. 

El Estado víctima deberá ejercer la legítima defensa aprecian-

do las circunstancias y tiene un derecho ínnevitable n defen—

derse, lo que no quiere decir que está excento del deber de a-

daptar su reacción al peligro actual en que se encuentre y no 

ir más allá de las exigencias de una defensa razonablemente en 



tendida. El ejercicio de esta defensa supone el empleo de me-

dios proporcionados a la gravedad del ataque y cuyo uso se en-

contraría justificado por el peligro presente. Indispensable 

es decir que si un Estado ha sido víctima de un ataque de poca 

importancia intrínseca y sobrepasa manifiestamente la medida -

en su reacción, 61 se transforma en agresor y en su contra de-

ben ejercitarse las sanciones. 

C. Estado de necesidad. Concebido por el Derecho Pe--

nal interno como "una situación de peligro actual de intereses 

protegidos por el Derecho, en la cual no queda otro remedio --

que la violación de intereses de otro, jurídicamente protegi 

dos también" (99) 

Destacaremos primeramente que el estado de necesidad ha 

sido invocado a menudo en las prácticas internacionales, sin -

embargo debemos reconocer que su carácter justificativo no ha 

sido reconocido unánimemente como principio de Derecho de Gen-

tes, sino su reconocimiento como tal casi siempre ha ocasiona-

do numerosas dudas y duramente criticado por la doctrina. 

La enresión "necesidad", tradicionalmente, se ha consi 

derado desde diferentes puntos y ha sido empleada en diversos 

sentidos, equivocainente. Mientras una parte de la doctrina en 

sayaba explicar el concepto desde el punto de vista del Dere--

cho Natural, otros se limitaban a comprobar la existencia de -

determinados hechos en las prácticas internacionales, sin que 

se aventuraran extraer de sus análisis conclusiones o princi--

pios que procedieren. Generalmente el problema del Estado de 



necesidad ha sido invocado con relación a la guerra y a la r1.-

neutralidad. 

Referente a la guerra, los beligerantes han aducido la 

necesidad y, en especial, la militar, como excusas de su con-

ducta.' Igualmente respecto de la neutralidad, en no pocos ca 

sos se ha recurrido al concepto de necesidad para justificar 

la violación de los derechos de los neutrales y de los debe--

res que deben guardar los beligerantes para con ellos. 

En la doctrina moderna, el problema del Estado de nece 

sidad como causal justificativa ha suscitado interés, plan-- 

teándose principalmente la interrogante de saber si un Estado 

cuyos intereses se encuentran en conflictos con los intereses 

de otros puede atentar contra estos para salvar los suyos. 

Algunos niegan totalmente la existencia de un derecho 

de necesidad que está, dicen, en abierta contradicción con --

los principios que rigen las normas internacionales, especial 

mente con la moral internacional; otros, lo presentan como -

exclusivamente utópico, declarando que este derecho no puede 

existir y que sólo se presenta para discusiones doctrinarias; 

otros, lo admiten en principio, pero se esfuerzan en limitar 

su campo de aplicación y someter su procedencia a determina 

das condiciones. La doctrina alemana, lo presenta como un de 

recho indiscutible y encuentra su fundamento en la idea de --

conservacióLdel Estado. Los que repreuentan esta tendencia -

consideran que el estado de necesidad es una consecuencia ló-

gica del derecho fundamental y absoluto de conservacieln de --

los Estados. En su opinión, cuando se produce un conflicto -.- 



entre el derecho de conservación de un Estado y su deber•. de -

respetar los derechos de otros el derechode conservación priva 

sobre este último. El Estado tendría, por encima de cualquier 

otro, el deber sagrado de velar por su propia salvaguardia y -

de perpetrar su personalidad. 

Opina Strupp que "la extrema necesidad excluye en el or 

den internacional el carácter antijurídico de la infracción; -

una necesidad de esta especie consiste en la situación de un -

Estado amenazado por un grave peligro, actual e inminente, ---

susceptible de poner en peligro su existencia, su estatuto te-

rritorial o personal, su gobierno o su forma misma o de delimi 

tar o de destruir su independencia o su capacidad internacio-

nal de actuar; situación a la cual sólo puede escapar violando 

intereses extranjeros protegidos por el Derecho Internacional" 

(100). 

Glaser estima que la doctrina de la conservación de los 

Estados, tal como la plantea la escuela alemana, se encuentra 

en contradicción con la idea y con el fin mismo del Derecho In 

ternacional. La idea central del Derecho Internacional radica 

en la reglamentación, dice, de las relaciones recíprocas entre 

los Estados, a fin de que su existencia y su independencia se 

encuentren garantizadas y protegidas. Así como el Derecho in-

terno delimita la esfera de actividad de los individuos, el De 

recho Internacional delimita la esfera de actividad (le los Es-

tados. En ambos casos se podría comparar el rol del Derecho - 

con el de la luz roja en las carreteras: el individun y el Es-

tado deben detenerse en el momento que su actividad entraña - 



un peligro de entrabar la esfera de la actividad o de libertad 

reconocida por el Derecho a un tercero. (101) 

Hoy universalmente se admite que cada Estado tiene el -

derecho legal de escoger su propia forma de gobierno y de re-

glamentar, Según su voluntad, los asuntos de su territorio y -

de sus ciudadanos, pero siempre ejerciendo dichos derechos de 

tal manera que no pongan en peligro los intereses protegidos -

por el Derecho Internacional, especialmente la paz y la segurí 

dad de los demás Estados. 

Con el planteamiento señalado, debemos reconocer que di 

ficilmente se podría admitir en Derecho Internacional una re--

gla que otorgue carácter justificativo al estado de necesidad. 

En otros términos, las violaciones de los preceptos penales in 

ternacionales no pueden, en principio, perder su condición de 

ilícitas por la existencia de un estado de necesidad. 

No podemos desconocer que dentro del nuevo orden que --

propiciamos debe darse a esta circunstancia una significación 

análoga a la que tiene en Derecho Penal nacional, reunidas ---

ciertas condiciones. Consideramos que los actos de los parti-

culares deben estar protegidos por esta excusa, ya que si en - 

Derecho interno el individuo puede invocarlo como excusa de su 

comportamiento, parece justo y lógico que en lo penal interna-

cional se reconozcan a los individuos los mismos deberes y o--

bligaciones, las mismas ventajas y desventajas que tienen en -

Derecho interno. 

Tambión, consideramos que sería necesario y Otil acor-

dar este Derecho al Estado cuando está en peligro la salvaguar 



día de la persona humana. De acuerdo a los principios funda--

mentales y al espíritu del Derecho, es perfectamente admisible 

que, ante un peligro grave y actual que amenaza los valores su 

premos de la persona humana se tomen las medidas necesarias --

siempre que ellas sean indispensables y que el valor de los in 

tereses en conflicto sea proporcional. 

D. Obediencia jerárquica. De acuerdo con un plantea---

miento doctrinario correcto debemos ocuparnos de la obediencia 

debida'a la orden jerárquica como circunstancia justificativa 

dé la conducta del agente, aunque la mayoría de los autores, -

erróneamente a nuestro juicio, prefiere ubicarla dentro de las 

casuales de inculpabilidad, y no obstante que además se discu-

te bastante la conveniencia de su inclusión como eximente de -

la ilicitud en materias internacionales. 

Desde hace bastante tiempo existe en Derecho internacio 

nal una tendencia muy fuerte que niega, en principio, a la obe 

diencia jerárquica el carácter de una causa justificativa. Po 

sición que ha encontrado apoyo en las potencias y resoluciones 

emanadas de los organismos internacionales, entre las cuales - 

preciso es mencionar primeramente la actitud asumida por la Go 

misión sobre responsabilidad de los autores de la guerra y san 

ciones, instituida por la Conferencia de los Preliminares de -

la Paz de 1919. La Comisión ha sintetizado su opinión en el 

informe presentado a la Conferencia de Paz asi: "Conviene agre 

gar que el sólo hecho que una autoridad superior haya sido con 

denada, no debe sustraer a las autoridades civiles y militares 

subordinadas de la responsabilidad en que han incurrido direc- 



tamente por la misma infracción. Tocará al Tribunal decidir - 

si la excusa que resulta de órdenes superiores debe ser consi-

derada como suficiente para descartar toda responsabilidad". 

(102). 

En el Tratado de Versalles se contempla una claúsula --

que obligaba al gobierno alemáh.a entregar a los Tribunales Mi 

litares de las Potencias Aliadás a"las personas acusadas de ha 

ber cometido actos contrarios a las leyes'y costumbres de la -

guerra" (articulo 228). No cabe duda que la intensión de los 

autores de esta claúsula fue considerar responsables. a los cul• 

pables de las violaciones sin atender al hecho de que hayan ac 

tuado o no bajo las ordenes'de un superior jerárquico: 

La misma tendencia está en el documento Reglamento del 

Tratado de Washington de 1922, el cual determina que la penali 

dad debe•ser aplicada independientemente del hecho de que el -

acusado haya actuado o no por orden de su superior jerárquico. 

También recordaremos la decisión de la Suprema Corte de 

Leipzig que, al conocer el casa del "Llandovery Castle" esta—

bleció que una orden superior no dispensa al acusado de la cul 

pa si dicha orden es universalmente reconocida como contraria 

a la ley. 

En los Estatutos de los Tribunales Militares Internacio 

nales de Nffremberg y Tokio,'se admitió como principio la regla 

según la cual el hecho de haber recibido una orden superior no 

constituye en si mismo una causa justificativa. Los árticulos 

80., del Estatuto de Nuremberg, y 6o., del de Tokio, ánfialan -

que la orden recibida puede importar solamente una cireunstan- 



cia atenuante si el caso concreto de que se trata, la circuns-

tancia efectivamente'se verifica. Como se sabe, la maynr par-

te de los acusados de NUremberg basó su defensa en la circuns-

tancia de haber recibido ordenes de un superior en la jerar,--T-

quia estatal o militar existente. Pero, el Tribunal, en su ve 

redictd, refiriéndose a la disposición del estatuto mencionado, 

dictaminó que "las disposiciones de este articulo están confor 

mes con el Derecho común de los Estados. La orden recibida por 

un soldado de matar o de torturar, en violación al Derecho In-

ternacional de la guerra, no ha sido jamás considerada como --

justificativa de dichos actos de violencia. Sólo puede hacer-

se valer, en términos del Estatuto, para obtener una reducción 

de la pena. El verdadero criterio do la responsabilidad penal, 

que se encuentra bajo una forma u otra en el Derecho Criminal 

de la mayor parte de los paises, no está en relación con la or 

den recibida. El recide en la libertad moral, en la facultad 

de elegir, en el autor del acto reprochado" (103). 

Asimismo, en los demás procesos substanciados ante los 

tribunales británicos y americanos se conservé el principio de 

que la orden superior, como tal, no basta para exonerar de res 

ponsabilidad a los que violan las normas internacionales. 

Por último, la Comisión de Derecho Internacional de las 

Naciones Unidas también ha reconocido este principio consagráis 

dolo en el articulo 4o. de su Proyecto de Código de Crímenes - 

contra la Paz y la Seguridad de la Humanidad, que entátuye: --

"El hecho de que una persona acusada de uno de los crímenes de 

finidos en el presente código haya actuado por orden de su go- 



bierno o de un superior jerárquico, no excluye su responnabili 

dad en Derecho Internacional, siempre que haya tenido moralmcn 

te la facultad de elegir". 

En suma, son cada vez más escasos los autores que pro--

pugnan el establecimiento del principio de la fuerza justifica 

tiva de 	obediencia debida, y el pilar en que se apoyan, o - 

disciplina dentro del orden jerárquico, está cediendo el paso 

a los valores más fundamentales qué sustentan al Derecho Inter 

nacional. Las resoluciones y jurisprudencia citadas nos de---

muestra claramente que la tendencia actual señala la convenien 

cia de ampliar la garantía del respeto de las normas interna--

cionales, considerando plenamente imputables los actos ilíci—

tos ejecutados por :orden superior. 
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LA LEGISLACION PENAL MEXICANA. 

IX. Desenvolvimiento Histórico. Hemos podido darnos cuen 

ta de la estrecha relación existente entre el orden jurídico in 

terno y el internacional de los delitos internacionales; ello -

en virtud de que los Estados son parte integrante de una comuni 

dad internacional y son los que tienen que pugnar por la paz y 

la seguridad dentro de ella, y esto lo logran a través de los -

diversos medios con que cuente el Derecho internacional. 

Importante es observar que son variados los conceptos in 

ternacionales que'vemos plasmados en la legislación interna de 

los países, inclusive en algunos casos la tipificación interna-

ha sufrido modificaciones en virtud de los preceptos estableci-

dos por el Derecho internacional. 

Por lo anterior, es de vital importancia analizar, aun--

que sea someramente, el conjunto normativo con que cuenta el De 

recho Mexicano. 

Para esto, es necesario que tengamos en cuenta que desde 

los tiempos más remotos del Derecho Mexicano existían normas --

que regulaban los actos de los individuos, no por el alcance --

que tuviesen en otros Estados, ya que este era un concepto des 

conocido, sino que era en virtud de su propia seguridad y para 

mantener la paz con los pueblos cercanos; tenemos así que, en -

el Derecho Azteca, existían entre otros tipos de preceptos, 

aquellos de los delitos cometidos en estado de guerra y los de 

uso indebido de insignias, etc. 

Después, durante la época de la Colonia, toda la legisla 

ción que existía era del tipb europeo y sólo se encargaba de re 



glamentar las cosas de tal manera que los españoles resultaáen 

beneficiados para obtener el mayor lucro posible, situación es 

ta que-permaneció cuatro siglos. 

Mientras, en otras partes del mundo, se estaba gestando 

la lucha por los derechos del hombre y la independencia de los 

pueblos, .fue la Revolución Frabcesa -1789-1793- finalmente la 

que tuvo gran influencia dentro de los habitantes de la Nueva 

España, para que estos iniciasen•en 1810 su independencia. 

Durante el México Independiente se abolió la esclavitud, 

se trató de reglamentar la portación de armas, el 'consumo de 

bebidas alcohólicas etc., sin embargo no se llegó a la forma—

ción de un orden jurídico, todo lo contrario, empezaba a ges-

tarse un cúmulo de elementos constitutivos de tal orden. 

La primer codificación de fa República, en materia pe-

nal, se expidió en el Estado de Veracruz por decreto de abril 

8 de 1835. (104) 

En diciembre 7 de 1871, se aprobó el primer Código para 

el Distrito y Territorios de Baja California, mismo que estuvo 

en vigencia hasta 1929. Posteriormente, siendo Presidente de 

la República el Sr. Licenciado D. Emilio Portes Gil, se expi—

dió el Código Penal de 1929, el cual tuvo vigencia hasta el 16 

de septiembre de 1931, año en que entró en vigor el Código Pe-

nal actual, que ha sido varias veces reformado y hoy en el nom 

bre de Código Penal para el Distrito Federal. 

X. Delitos contra el Derecho Internacional. Bien. El - 

texto original del Código de 1931 se ocupó, en su Titulo Terco 

ro, de los Delitos contra el Derecho Internacional. coinprendien 



do, entre ellos la piratería, violaciones de inmunidad y neutra 

lidad.y, por último, de las violaciones a los deberes de la hu 

manidad en prisioneros de guerra, rehenes, heridos, etcétera: 

y el Código vigente se ocupa dedo mismo en el Libro Segundo, - 

en su Título Segundo. 	En virtud del decreto del 19 de no-- 

viembre de 1966, publicado en el Diario Oficial en enero 20 de 

1967, se reformé el Título Tercero, quedando comprendidos en -

él únicamente dos capítulos: el I, bajo la denominación de Vio 

lación a los Deberes de la Humanidad, y el II, con el de Geno-

cidio. 

Esta reforma fue realizada en razón de los alcances que 

dichos actos tienen dentro de la esfera jurídica internacional, 

esto es que fue el Derecho Internacional el que dió la pauta -

para la modificación de nuestra legislaCión. 

Ahora, por lo que respecta al dellito de genocidio, el -

Código vigente establece, en su Libro Segundo, Título Tercero, 

Capítulo II, artículo: 

"Artículo 149 bis.- Comete el delito de genocidio el --

que con álprop6sito de destruir, total o parcialmente uno o --

más grupos nacionales o de carácter étnico, racial .o religioso, 

perpetrase por cualquier medio, delitos contra la vida de miem 

bros de aquéllos, o impusiese la esterilización masiva con 	el 

fin de impedir la reproducción del grupo. 

"Por tal delito se impondrán de veinte a cuuronta años 

de prisión y multa de quince mil a veinte mil peso:4. 

"Si con idéntico propósito se llevaren a cabo; ataques a 

la integridad corporal o a la salud de los miembros df. dichas 



comunidades se trasladaren de ellas a otros grupos menores de 

dieciseis años, empleando para ello la violencia física o mo--

ral, la sanción será de cinco a veinte años de prisión y multa 

de dosmil a siete mil pesos. 

"Se aplicarán las mismas sanciones señaladas oled parra 

fo anterior a quién con igualpropósito someta intencionalmen-

te al grupo a codiciones de existencia que hayan de acarrear -

su destrucción física, total o parcial. 

"En caso de que los responsables de dichos delitos fue-

ren gobernantes, funcionarios o empleados públicos y las come-

tieren en el ejercicio de sus funciones o con motivo de ellas, 

además de las sanciones establecidas en, este articulo se les -

aplicarán las penas señaladas en el artículo 15 de la Ley de -

Responsabilidades de los Funcionarios y Empleados de la Federa 

ción". 

Como podemos observar, el texto de esta configuración -

corresponde al elaborado en la Convención de Ginebra. 

Por lo que respecta al delito de piratería, tenemos que 

las Siete Partidas señalaban que esta consistía en robar a ---

otros en el mar, con navíos armados. 

Los códogos de 1871, 1929 y 1931, al hablar de.pirate--

ría establecen las mismas consideraciones sobre quienes son cali 

ficados de piratas. En el código de 1971 se configuraba esta 

conducta dentro del Capitulo de los delitos contra el Derecho 

de Gentes, a diferencia del actual código, el cual lo incluyó 

en otro capítulo, el cual fue reformado posteriormente. 

Sobre la penalidad dé la piratería el Código Penal de - 



1871 imponía la pena de muerte a los capitanes y patrones de -

los barcos, a los demás piratas cuando hubiesen cometido homi-

cidio o lesiones tales que como las quo imposibilitan a un in-

dividuo para trabajar, etc., fuera de estas, la pena ora de 12 

años de prisión. 

Desde el Código de 1929 se prohibió la pena de muerte, 

por lo que se determinaba la pena de'20 años de relegación a -

los capitanes y patrones, y én cuanto a los demás piratas, la 

pena continuaba siendo de 12 años de prisión. 

XI. Codificación Positiva. El Código Penal vigente, --

persiguiendo los principios internacionales establece en el Tí 

tulo Segundo, del Libro Segundo, Capitnio /. 

"Articulo 146.- Serán considerados piratas: 

"I.- Los que, perteneciendo a la tripulación. de una na-

ve mercante mexicana, de otra nación o sin nacionalidad, apre-

sen a mano armada alguna embarcación, o cometan depredaciones 

en ella, o hagan violencia a las personan que se hallen a bor-

do: 

"II.- Los que, yendo a bordo de una embarcación se apo-

deren de ella y la entreguen.voluntariamente a un pirata, y 

"III.- Los corsarios que, en caso de guerra entre dos o 

más naciones, hagan el corso sin carta de marca o patente de 

ninguna de ellas, o con patente de dos o más beligerantes, o 

con patente de uno 	de ellos, pero practicando actos de depre 

dación contra buques de la RepOblica o de otra nación para hos 

tilizar a la cual no estuvieren autorizados. Estas disposi--

ciones deberán igualmente aplicarse en lo conducente n las ae- 



ronaves". 

"Articulo 147.- Se impondrán de 15 a treinta años d 

prisión y decomiso de la nave, a los que pertenezcan a una tri 

pulación pirata". 

Es necesario.hacer notar que el artículo 146, al fin de 

su fracción II, establece que las'mismas sanciones aplicárán -

en lo que se ha llamado malamente el delito de aeropiratería, 

al cual el. Derecho Internacional denomina apoderamiento ilíci-

to de aeronaves; por lo que debería incluirse una reglamenta—

ción específica, aunque si son dos actos con cierta semejanza, 

son diferentes en esencia así como en las finalidades con que 

se llevan a cabo. 

Al respecto, elZódigo de Justicia Militar establece: 

"Articulo 210. Se castigará con la'pena de muerte a to 

do comandante de nave que valiendose de su posición en la Arma 

da, se apodere durante la guerra, de un buque perteneciente a 

una nación aliada, amiga o neutral; o ton tiempo de paz, de ---

cualquier otro sin motivo justificado para ello, o exija por -

medio de la amenaza o de la fuerza, rescate o contribución a -

alguno de esos buques o ejerza cualquier otro acto de pirate--

ría". 

"Artículo 211.- No se considerará como acto de pirate—

ría, el uso del derecho de presas marítimas que puedan hacer, 

en alta mar, o en aguas territoriales de México, lo» buques na 

cionales de guerra o con patentes de corso, capturando al ene-

migo sus barcos mercantes, tomando prisionera a la tripulación 

y confiscando el barco y la mercancía de abordo para ser adju- 



dicados según la sentencia que dicten los tribunales de presas. 

"Artículo 213.- Se impondrá la pena de 10 años de pri--

sión a los miembros de la tripulación de un buque de guerra me 

xicano o armado en corso, bajo la bandera nacional, que utili-

cen su embarcación y elemento para cometer violencias y robos 

en las costas o en otras embarcaciones". 

"Si al apresar una embarcación cometieren innecesaria--

mente homicidios, lesiones, graves u otras violencias o dejaren 

a las personas sin medios de salvarse, se les aplicará la pena 

de muerte". 

En cuanto a los crímenes de guerra, dentro del Derecho 

Mexicano encontramos las disposiciones del Código de Justicia 

Militar, en su Titulo Sexto, Capítulo 171,que los clasifica co 

mo Delitos contra el Derecho de Gentes. 

Y al hablar de los crímenes de guerra podremos ver cua-

les son los que están regulados por la legislación mexicana, -

como: 

"Artículo 208.- Se castigará con pena de muerte al que 

sin motivo justificado: 

"II.- Viole tregua, armiáticio, capitulación u otro con 

venia celebrado con el enemigo, si por su conducta se reanuda-

rán las hostilidades; 

"III.- Prolongue las hostilidadeu o un bloqueo después 

de haber recibido el aviso oficial de paz". 

"209.- Se castigará con la pena de doce años de prisión 

al que, sin exigencia extrema de las operaciones de la guerra 

incendie edificios, devaste sementares, saquee pueblos o case- 



ríos, ataque hospitales, abulancias o asilos de beneficencia 

dados a conocer por los signos establecidos, o cuyo carácter 

pueda distinguirse a lo lejos de cualquier modo, o destruya --

bibliotecas, museos, etc. 

"215.-.Será castigado con cinco años de prisión al que 

sin estar autorizado exija el pago de alguna contribución de - 

guerra, o servicios personales, haga requisición de víveres, - 

o elementos de transporte, tome rehenes o ejecute cualquiera -

otra clase de vejaciones en la población civil del país enemi-

go". 

"324.- Las violencias contra los prisioneros, detenidos, 

presos o heridos o algún miembro de su familia, que estuviese 

en unión o en presencia de ellos, se castigará.... " 

"325.- Se castigará con cinco años dé prisión al que va 

liándose de su posición en el ejército, o de la fuerza armada, 

o aprovechandose en campaña del temor ocasionado por la guerra, 

y con objeto de una apropiación ilegítima se haga entregar o -

arrebate del dominio ajeno, las cosas pertenecientes a los ha-

bitantes del lugar". 

"327.- El militar que abuse de los poderes que le fue--

ron conferidos para hacer requisiciones, o que rehuse dar recí 

bo de las cantidades o efectos proporcionados, será castigado 

con la pena de un año de prisión". 

"329.- Todo el que por alguno de los medios expresados 

en el artículo 325 cometiere contra los vecinos del lugar don-

de transmite, cualquiera otra vejación no especificada en este 

capitulo, sufrirá la pena de 2 años de prisión.... " 



- "Artículo 330.- El que hiciere innecesariamente uso de 

las armas contra cualquier persona, o que sin autorización e--

jerciere cualquier otro acto injustificado de violencia contra 

algún individuo será castigado con la pena de 1 año de prisión". 

"Artículo 331.- El que obligue a los dueños o encarga--

dos de la casa donde esté alojado, a que se le suministre bajo 

cualquier pretexto, alguna cosa o servicio que no tenga dere--

cho a pretender; que dolosamente se apodere de los objetos o -

efectos existentes en la casa o los destruya o deteriore, o -

que maltrate de palabra o de obra a algGn individuo de la fami 

lía o a los sirvientes, será castigado con la pena de 6 meses 

de prisión". 

"Artículo 334.- II. En caso de devastación de fincas, -

plantíos, sembradíos, bosques o vías de comunicación públicas 

o saqueo de pueblos y caseríos, la pena de.... ". 

"335.- El que yendo en marcha con una fuerza se apodere, 

sin autorización, de objetos de propiedad particular, será ---

castigado...". 

"Artículo 433.- Los jefes y empleados de las prisiones 

militares que maltraten indebidamente, de palabra o de obra a 

los presos o detenidos en ellas, serán castigados...." 

Por otra parte, el Código Penal vigente prevee en su --

artículo : 

"Artículo 149.- Al que violare los deberes de humanidad 

en los prisioneros y rehenes de guerra, en los heridos, o en 

los hospitales de sangre, se les aplicará por ese solo hecho.." 

Así, brevemente nos damos cuenta que muchos hon los ac- 



tos que nuestro Derecho considera como crímenes de guerra, y - 

esto siguiendo los derroteros marcados por el Derecho Interna-

cional. 

Ahora estudiaremos lo que conocemos como violaciones a 

la inmunidad diplomática, por lo que hace a los privilegios --

que nuestro derecho reconoce pasaremos a nombrar los que tam—

bién se conocen como exención a la jurisdicción penal. Así - 

que en esta materia encontramos los artículos siguientes: 

"Articulo 148.- Se aplicará prisión de tres días a --

dos años y multa de 100 a 2000 pesos, por: 

"I.- La violación de cualquiera inmunidad diplomática, 

real o personal, de un soberano extranjero, o el representante 

de otra nación, sea que resida en la República o esten de paso 

en ell: 

"II.- La violación de la inmunidad de un parlamentario, 

o la de un salvoconducto, ...." 

Además, nuestra legislación -penal- protege al agente -

diplomático contra la calumnia expresamente previniendo a tra-

vés de la siguiente disposición el respecto que merece el re--

presentante de otro Estado: 

"Artículo No. 360. No se potirá proceder °ultra el autor de 

una injuria, difamacióno calumnia, sino por queja de la perso-

na ofendida, excepto en los casos siguientes: 

"II.- Cuando la ofensa sea contra la nación mexicana o 

contra una nación o gobierno extranjeros, o contra nus agentes 

diplomáticos en este país. En el primer caso, corronponderá - 

hacer acusación 	al Ministerio Póblico, pero será necesaria - 



axcitativa en los demás casos. 

El Código de Procedimientos Penales que rige en el Dis-

trito Federal en el Capitulo VII, de la Sección Primera del Ti 

tulo Segundo, en lo que se refiere a los cateos y visitas domi 

ciliarias, encontramos: 

"Articulo 156.- Si la inspección tuviere que hacerse en 

la casa oficial de algún agente diplomático, el juez solicita-

rá instrucciones a la Secretaria de Relaciones Exteriores, y -

procederá de acuerdo con ellas; mientras las recibe tomará en 

el exterior de la casa las providencias que estime convenien--

tes". 

Tal privilegio de respeto al domicilio del agente diplo 

mático, es absoluto hasta en tanto el agente no dó su consenti 

miento. 

De lo anterior observamos que las disposiciones de la -

Convención de Viena, por lo que se refiere a la inmunidad del 

agente diplomático, han sido reconocidas en nuestra legisla—

ci6n penal. Asi reconocida la inmunidad del agente diplomáti-

co, todo cargo o denuncia que se le pudieran imputar debe trami 

tarse por conducto de la Secretaria de Relaciones Exteriores,-

la cual procederá a hacer, en su caso, la nota, la suplica o -

bien la solicitud de retiro del agente, según lo amerite la ce 

riedad de la falta cometida. 

En materia civil no hay disposición expresa sobre los - 

privilegios o inmunidades diplomátien's, pero creemos que el r6 

gimen que regule los actos celebrados fuera de sus funciones - 

meramente diplomáticas, debe ser el de la legislación común, - 



como acontece con los nacionales, sin establecerse privilegio 

o inmunidad a sulfavor, puesto que cualquier acto, podemos afir 

mar, que se celebre sin que ello implique el ejercicio de una 

actividad diplomática no tiene por que ser protegido en forma 

especial, ya que con esto no se viola o se va en contra de los 

establecidos en el Derecho Internacional. 

Tenemos en la Ley del Servicio Exterior la causa de se-

paración definitiva del servicio, ejercer, sin previa autoriza 

ción de la Secretaria de Relaciones Exteriores, cargo, indus--

tria, comercio o profesión o aceptar procuración o mandato de 

corporación o persona para gestionar asuntos de interes priva-

do durante el ejercicio de sus funcionen; o de dedicar sus ---

atenciones a negocios propios o extraños, o bien ajenos a su -

carácter. 

Encontramos, en materia administrativa, otra disposi—

ción, por lo que respecta a los privilegios de los agentes di-

plomáticos, por medio de la cual están exentos de inspección - 

migratoria quedando obligados solamente a proporcionar datos 

de estadísticas y presentar su pasaporte con la visa corres--

pondiente, como lo establecen tánto la Ley General de pobla—

ción, en sus artículos 16 y 18 y, en el respectivo Reglamento, 

artículo 67. 

Por lo que hace a la metria fiscal tenemos que el. Códi-

go Fiscal de la Federación establecía hasta el año 1979, en su 

articulo: 

"Articulo 16.- Estarán exentos de impuestos, salvo lo -

que las leyes especiales determinen: 



"IV. Los representantes.y agentes diplomáticos, del im-

puesto sobre la renta y de los aduanales en caso de reciproci-

dad". 

Pero la Ley que reforma, adicione y deroga diversas dis 

posiciones fiscales, publicada en el Diario Oficial el 31 de -

diciembre de 1979, misma que entr6 en vigor el lo. de.enero de 

1980, reformó con su articulo segundo el 16 del mencionado Có-

digo Fiscal para quedar así: 

"Articulo 16.- Los Estados extranjeros estarán exentos 

de impuestos, en caso de reciprocidad...." 

Como se observa, unicamente se reconoce el principio de 

reciprocidad, para aplicarse en-la forma y medida en que lo ha 

ga el Estado extranjero-y, excluye, definitivamente a los re--

presentantes y agentes diplomáticos. 

En cuanto a nuestra legislación militar incluye los ac-

tos que pudiesen realizar los militares con respecto de viola-

ciones en contra de la inmunidad de los agentes diplomáticos -

en el Código de Justicia Militar en su: 

"Articulo 217.- El que violare la inmunidad personal o 

real de algún diplomático, será castigado con la pena de ...." 

En lo que hace al delito de contrabando, el mencionado 

Código Fiscal establece: 

"Articulo 46.- Comete el delito do contrabando quién: 

"I.- Introduzca al país o extraiga de ó, mercancias omi 

tiendo el pago total o parcial de impuestos que deban cubrise. 

"II.- Introduzca al país o extraiga de él mercancias - 



cuya exportación o importación esté prohibida por la ley, o lo 

haga sin el permiso otorgado por autoridad competente cuando 

se requiera al efecto. 

"III.- Introduzca al país vehículo cuya importación es-

té prohibida por ley, o lo haga sin el permiso otorgado por au 

toridad competente cuando se requiera al efecto. 

"IV.- Interne al resto del país vehículos u otras mer--

cancias extranjeras procedentes de perímetros, zonas o puertos 

libres, omitiendo al pago total•o parcial de los impuestos que 

deba cubrir, o sin el permiso que legalmente se requiera para 

internar los vehículos o la mercancia de que se trate. 

"V.- Introduzca mercancias nacionales o nacionalizdas a 

puertos libres, omitiendo el pago total o parcial del impuesto 

de exportación que deba cubrir". 

"Articulo 47.- Se presumirá consumado el delito de con-

trabando, si se trata de mercancías que causan impuestos adua-

nales, o cuya importación o exportación esté prohibida, o re--

quiera permiso de autoridad competente, cuando: 

• "I.- La introducción al país o la salida de él de las -

mercancias se efectne por lugares inhábiles para el tráfico in 

ternacional; 

"II.- Se introduzca al país o se extraiga de él mercan-

cias en forma clandestina por lugares autorizados para el trá-

fico internacional; 

"III.- Se introduzca al país mercancias ocultándolas en 

cualquier forma; 

"IV.- Se encuentren vehículos extranjeros futIrn de la - 



zona de 20 kilómetros en cualquier dirección, contados en lí—

nea recta a partir de los límites extremos de la zona urbana 

de las poblaciones fronterizas; 

"V.- Se encuentren mercancías de origen extranjero, den 

tro de la zona de vigilancia, si el propietario, poseedor o 

portador no lleva consigo el documento que se requiere para 

el tránsito por las expresadas zonas conforme al Código Aduane 

ro; 

"VI.- Se aprehendan mercancías de altura abordo de bu 

ques en aguas territoriales sin• estar documentadas: 

"VII.- Se desembarquen subrepticiamente efectos de ran-

cho, o de uso económico de un buque en tráfico de altura o mix 

to o de un buque extranjero en tráfico de cabotaje; 

"VIII.- No se encuentren amparadas con documentación al 

guna las mercancías extranjeras en tráfico mixto, que sean -

descubiertas abordo; 

"IX.- Se trate de mercancías coducidas en un buque des-

tinado exclusivamente al tráfico de cabotaje, que no llegue a 

su destino, salvo caso de fuerza mayor, o que haya tocado puer 

to extranjero, antes de su arribo, y 

"X.- Una nave aérea aterrice en lugar que no sea aero--

puerto internacional y conduzca mercancías extranjeras que no 

hayan sido presentadas a alguna oficina aduanera". 

"Artículo 49.- Es responsable del delito de contrabando 

guión: 

ción; 

"I.- Interviene en su concepción, preparación o ejecu-- 



"II.- Aconseje, provoque, instigue o compela a su eje-

cución; 

"III.- Preste auxilio o cooperación de cualquier espe-

cie para realizarlo; 

"IV.- Se sirva de un tercero para cometer el delito: 

"V.- En cumplimiento de promesa anterior o,• a sabien-

das de la comisión del delito, preste ayuda al inculpado". 

"Articulo 59.- Se impondrá de 6 meses a 8 años de pri-

sión al que en materia de contrabando, participe en una aso—

ciación delictuosa". 

Mencionada la tipificación del contrabando como delito 

fiscal, ahora analizaremos la reglamentación existente en lo 

que se refiere al contrabando de guerra: 

"Articulo 216.- Será castigado con 5 años de prisión . 

"II.- El comandante de un buque y el piloto de una ae-

ronave que durante una guerra en que no intervenga México, --

transporte contrabando de guerra para cualquiera de los beli-

gerantes, así como el que ejecutare cualquier acto no especi-

ficado en este capitulo ; 

"III.- El que combata o persiga buques o aeronaves del 

enemigo en las aguas territoriales o en el espacio aéreo de -

una potencia neutral, aón cuando tuviere conocimiento de que 

tales buques o aeronaves transporten contrabando de guerra, - 

en caso de conflicto internacional en que intervenga México". 

Es necesario notar que este precepto, antes que nada,-

respetn, tácitamente, la jurisdicción que sobre su t.(yrritorio 

ejerce los Estados neutrales, ello es que guarda respeto a la 



neutralidad. 

En otro precepto, el mismo Código militar establece: 

"Articulo.- 337 El que valiéndose de su posición o auto 

ridad o de la fuerza que esté a sus órdenes, auxilie la intro-

ducción de contrabando en la República, o lo introduzca por si 

mismo, o que requerido por las autoridades o funcionarios com-

petentes para que preste el auxilio de dicha fuerza a fin de -

impedir la introducción del contrabando o aprehenderlo, se re-

huse a ello sin causa justificada, será castigado con prisión 

de 5 años". 

En otra parte, el mencionado Código Penal establece en 

sus disposiciones vigentes, respecto al contrabando 

"Articulo 162.- Se aplicará de 6 meses a 3 años de pri-

sión y multa de 10 a 2 mil pesos: 

"I.- Al que importe, fabrique o venda las armas -prohi-

bidas enumeradas en el articulo 160, o las reglas o trafique 

con ellas". 

Dichas armas prohibidas y que señala este precepto son: 

"I.- Los puñales y cuchillos, así como los verduguillos 

y demás armas ocultas o disimuladas en bastones u otros obje--

tos; 

"II.- Los boxes, manoplas, macanas, hondas, correas con 

balas, pesas o puntas y las demás similares; 

"III.- Las bombas, aparatos explosivos o de gas asfi-

xiantes o tóxicos y las demás similares, y 

"IV.- Las que otras leyes o el Ejecutivo des;íilr,c como 

tales". 



"Articulo 197..... 

"Se impondrá prisión de 7 a 15 años y multa de 10 a un u 

millón de pesos: 

"II.- Al que ilegalmente introduzca o saque del país ve 

getales o substancias de los comprendidos en cualquiera de las 

fracciones del artíuclo 193, aunque fuere en forma momentánea 

o en tránsito, o realice actos tendientes a consumar tales he-

chos". 

Estos vegetales y substancias están determinados por el 

Código Sanitario de los Estados Unidos Mexicanos, los conve---

nios o tratados internacionales que México haya celebrado o en 

lo futuro celebre y, leyes, reglamentos y demás disposiciones 

vigentes, según el mencionado artículo 193 y denominados estu-

pefacientes, psicotrópicos, unos y otros como cannabís y mari-

guana. 

Con todo lo anterior vemos que el. Derecho Mexicano, por lo 

que atiende a los llamados delitos internacionales cuenta con 

una legislación completa y moderna ya que, como se ha dicho, -

siguen los derroteros que el Derecho Internacional le marca en 

cada caso sin que por ello pierdan las características que pu-

diesen presentarse en un plano nacional. 
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LA JURISDICCION INTERNACIONAL PENAL. 

XII. Razones de existencia. Al General Charles De Gaulle 

se debe la frase que tanto ha sido aplaudida: "Toda justicia, 

tanto en su principio como en su ejecución corresponde exclu-

sivamente al Estado". Misma que se contenía en la contesta—

ción que hizo, en calidad de Jefe del Estado Frances, al filó-

sofo existencialista Jean Paul Sartre cuando este solicitó su 

intervención para anular la prohibición de que Vladimir Dedi--

jer, historiador yugoeslavo, asistiera como presidente de se--

siones a las reuniones del "Tribunal Russell",para el enjuicia 

miento de la política de los Estados Unidos de Norteamórica en 

Vietnam: 

"Los animadores del Tribunal Russell se proponen criti-

car la política de los Estados Unidos en Vietnam. No hay en -

ello nada que pueda mover al gobierno a restringirles la liber 

tad normal de reunión y expresión. Además, Ud. sabe. lo que --

piensa el gobierno acerca de la guerra de Vietnam y lo que yo 

mismo he dicho pUblicamente y sin rodeos. Independientemente 

de que la pluma y la palabra son libres entre nosotros, mal se 

podría amordazar a particulares cuyas tesis sobre este punto -

son, por añadidura, afines a la posición oficial de la Repúbli 

ca Francesa". 

"Ahora bien, no se trata aquí del derecho de reunión, -

ni de la libertad de expresión, sino de deber tanto más impe-

rioso para Francia por que ella, en el fondo, ha adoptado la - 

posición conocida, de velar porque un Estado con el cual está 

en relaciones y que, pese a todas las discrepancias, nigue 



siendo un amigo tradicional, no sea objeto, en el territorio -

de ella, de un procedimiento que se aparta del derecho y de --

los usos internacionales. Tal parecería ser el caso de la ac-

ción emprendida por Lord Russell y sus amigos, pues procuran -

dar una apariencia judicial a sus investigaciones y el aspecto 

de un veredicto a sus conclusiones. No es a usted a quién en-

señaré que toda justicia, tanto en su principio como en su eje 

cución, corresponde exclusivamente al Estado. Sin cuestionar 

los móviles que inspiran a Lord Russell y a sus amigos, debo -

hacer constar que no estan investidos do ningún poder, ni han 

recibido ningún mandato internacional, y que por tanto no po--

drIan cumplir ningún acto de justicia. Por ello nuestro go---

bierno se ve obligado a oponerse ...". (105) 

Aceptar la validez de este principio nunca nos llevaría 

a una conclusión factible para establecer la jurisdicción in--

ternacional penal. Sin embargo, este principio esta implícito 

en el fundamento de toda jurisdicción; nacional e internacio--

nal: "Si el derecho a castigar históricamente nace, se desarro 

lla y afirma, junto con el nacimiento, desarrollo y afirmación 

del poder del Estado, al extremo de que, hemos afirmado, el --

Jus Puniendi es atributo de.soberanla, es lógico concluir que 

donde falta soberano no puede existir (!erecho a castigar, por 

la muy sencilla razón de que este no en concebible sin un titu 

lar a quien corresponda". (106) 

"Ahora bien, cual es el soberano internacional, valga -

la torpe expresión tan sólo en cuanto es gráfica de mi idea, 

donde está digo, ese soberano titular del jun puniendi interna 



cionalmente considerado? No existe, y si no existe, no existe, 

tampoco su "derecho a castigar", ni pueden existir órganos ju-

risdiccionales que le sean propios". (107) 

"La jurisdicción, atributo tambión de la soberanía, pa-

ra que tenga eficacia, posee entre sus características el impe 

rium y este es exclusivamente del Estado soberano, de donde re 

sulta que un supuesto tribunal penal internacional, carente de 

toda base, por ausencia, como dije, del organismo internacio-

nal soberano del que dependa, sería incapaz de hacer justicia 

pues sus fallos, sin fuerza ejecutiva bastante, quedarían ex--

puestos al ridiculo ante los ojos de todos los países". (108) 

El Maestro Octavio Béjar Vázquez, al igual que Franco - 

Sodi, apoyarían el principio de, la carta del Jefe del Estado -

Francés pronunciándose así: "El derecho a castigar es atributo 

de la soberanía y como no existe un poder soberano internacio- 

nal es evidente que no hay titular de ese derecho... Por otra 

parte, la jurisdicción posee entre sus elementos el imperium y 

este es exclusivo del Estado soberano, de manera que no exis- 

tiendo organismo internacional soberano, la jurisdicción abier 

ta carece de imperium". (109). 

En la misma postura se encuentra Kelsen: "Del princi—

pio del derecho internacional general de que ningén Estado tie 

ne jurisdicción sobre otro Estado, resulta la restricción más 

importante de la esfera de validóz personal y de la territo—

rial del orden jurídico nacional, o lo que es lo mínmo, de la 

jurisdicción del Estado". El principio al que se r4Triere es -

el que se formula Par in parem non habet imperium -los iguales 



no tienen jurisdicción uno sobre otro- y continua diciendo" 

La jurisdicción a que se refiere el principio, es la jurisdic 

ción ejercida por los tribunales del Estado. A ningún Estado 

le está permitido ejercer por intermedio de sus propios tribu-

nales, jurisdicción sobre otro Estado, a menos que el otro Es-

tado lo consienta expresamente". (110) 

Es clásico este razonamiento, la incapacidad para conce 

bir la función jurisdiccional desligada de la noción de Estado 

soberano da lugar, consecuentemente, a la incapacidad de conce 

bir la jurisdicción penal internacional debidamente legitimada 

conforma a derecho: 

1. El Jus Puniendi corresponde al Estado soberano -'To 

da justicia, tanto en su principio como en su ejecución, co---

rresponde exclusivamente al Estado'-: 

2. .Como los iguales no tienen jurisdicción uno sobre - 

el otro -'Par in parem non habet imperium'-; 

3. Resulta que a ningún Estado le está permitido ejer-

cer por medio de sus propios tribunales, jurisdicción sobre --

otro Estado; 

4. Excepción, 'a menos que el otro Estado lo consiente 

expresamente'. 

Pero, a todo esto debe notarse, en el concepto clasico 

de jurisdicción, la coexistencia de lon elementos sustancial--

mente diversos entre si: 

Primero. En materia penal, que es la de nuestro inte--

res, está constituido por la facultad de castigar -jus punien--

di- que, como se dice, es inherente al Estado soberano; pero - 



en materia civil, consiste.len la facultad de ejecutar coactiva 

mente la sentencia, ya sea por medio del embargo o,cuelquier -

otro medio, asimismo la facultad de declarar el derecho en las 

sentencias puramente declarativas es una de las facetas del ju 

rídico político de la jurisdicción. 

El elemento lógico consiste en una operación siloggisti 

ca, silogismo cuya premisa mayor es la norma jurídica aplica-

ble al caso concreto y cuya• premisa menor es el acto jurídico 

o el hecho puesto en tela de juicio, esto es, la discusión. 

El elemento jurídico-político ostenta, ya en, materia ci 

vil ya en la penal, el sello camón de traducir una facultad mo 

nopolizadora del Estado, la de decir la Catima palabra en toda 

controversia jurídica, llamada. verdad legal. "La actuación del 

derecho, sea cual fuere la persona que la realice y la forma -

en que lo haga, opérese siempre mediante un juicio lógico y un 

silogismo que tiene como premisa mayor la norma jurídica, como 

premisa menor el acto jurídico que ha de realizarse para satis 

facción del propio interés, y como conclusión la ejecución del 

acto y sus consecuencias jurídicas". (111) 

Así. Causa y origen de la incapacidad para concebir la 

función jurisdiccional desligada del imperium inherente a la -

soberanía del Estado es desatenderse de esta obvia dualidad. -

Tanto se perciba que el jus puniendi del Estado soberano puede 

ser trasladado a una entidad internacional, esplende nítido el 

primer elemento, lógico-jurídico, de la función jurisdiccional: 

la verificación de un silogismo, lo cual puede ser perfectamen 

te realizado por cualquier árbitro -persona- o cualquier Esta- 
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do - entidad- como lo expuso Ugo Rocco en su Teoría General - 

del Proceso Civil: "la actuación del derecho, sea cual fuere 

la persona que la realice ..." (112). De ahí que, ni el jus 

puniendi de la materia penal, que es la que nos interesa, ni -

el elemento primero de la función jurisdiccional, son de la --

esencia del Estado soberano. Cronológica e históricamente, el 

jus puniendi correspondió primero a 1a familia, luego a la tri 

bu y, después al pueblo; posteriormente al soberano. En un es 

tadio posterior de la evolución política de los pueblos el ---

príncipe, el soberano, se arroga el monopolio de tal derecho -

por las indiscutibles ventajas que, para la conservación del po 

der, traía aparejado ese monopolio; esto es, razones políticas 

fueron las que obbigaron al soberano u monopolizar la función 

jurisdiccional así como otra de indudable interés social. Y -

la verdadera justicia debe extraer la justificación.de  su po--

der -imperium-, a la vez del nstado y del pueblo, así lo conci 

bi5 la Revolución Francesa-que instituyó loa jurados para que 

el ciudadano participara en ella. 

Por consecuencia debe sostenerse que, en no siendo los 

elementos lógico y político de la función jurisdiccional de la 

esencia del Estado soberano, no existe impedimento para trasla 

dar el jus puniendi que por tradición se reputa como insepara-

ble de aquél -el Estado- a una entidad internacional que, en -

nombre de los más altos intereses de la humanidad y do todos - 

los pueblos, se arrogue la facultad de declarar el dorecho pe-

nal en casos de controversias internacionales que afmllen la -

moral internacional, los más altos intereses del Onotr, humano 
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y los más elementales derechos humanos. 

XIII. El Tribunal Internacional Penal. Estima Quinta-

no Ripollés que, esa entidad: Tribunal internacional penal tie 

na que ser forsozamente quién después de una conflagración, -

le impongan los vencedores a los vencidos y, que llegada la -

hora de esta el derecho penal a aplicarse volverá a ser nece-

sariamente inorgánico e improvisado con no mejores perspecti-

vas de perfección que el de 1945; apoyando esta afirmación -

dice: "&illada la cuestión previa de índole estético sentí--

mental, inoportuna quizás ante la calidad moral y•escasamen-

te bella de los encantados queda en pie la censura que hace -

mérito a la recusación por ser los incriminadores parte --- 

interesada como vencedorés y - precedentes víctimas en los 

pretendidos delitos. Es esta una argumentación de tipo ideal 

que sólo puede aceptarse en tal terreno, no en el de la prác- 

tica de la justicia humana de todos los días y en cada país - 

no sólo en lo internacional•. Pues la verdad es que en su im- 

perfección evidente, dicha justicia la dicta e impone siempre 

el vencedor, o una ideología contraria a la del que resulte - 

frente a ella acusado. En toda la criminalidad política de - 

todos los paises, las leyes las hacen los que triunfaron y -- 

las imponen tribunales que comulgan con su propio ideal. In- 

cluso en el orden de la delincuencia comen el juez que conde 

na a un ladrón, cree seguramente en la licitud del derecho de 

propiedad y no secunda la opinión prudhoniana de que esta sea 

un robo. Y es que, como la más elemental ciencia jurídica en 



seña, la fuerza que posibilita la coacción siquiera sea en el 

sentido deivechiano de 'coactividad', es el elemento consubs-- 

tancial al derecho. En el juego de voluntades que este siem— 

pre supone, la imperante es la definidora de lo jurídico y la 

imperada la que de grado o por fuerza se somete a su decisión. 

Pretender una realidad de justicia ejercida por los vencidos -

es no ya una utopía sino un contrasentido conceptual, que sin 

embargo tuvo su ejemplo histórico bien aleccionador en la far-

sa de dos fallos del tribunal de Leipzig a raíz de la Primera 

Guerra Europea. Quedaba, cierto es, una posibilidad de mayor 

extensión en la composición de los tribunales, dando incluso -

acceso a los magistrados de los países neutrales, pero ese in-

negable defecto es achacable más bien e consideraciones políti 

cas y en ningún modo arguye contra la justicia material de sus 

fallos, ni aún contra la formalidad de su competencia". (118). 

"Los vicios e insuficiencias de la jurisdicción Ad Hoc 

de la post guerra son los inherentes al derecho internacional 

penal como tal en el estado de la evolución en que se encontra 

ba en 1945 y en el que, con escasas variantes, sigue encontrón 

dose aún. La falta de un derecho material o sustantivo especí 

ficamente internacional penal, apenas esbozado en las conven- 

ciones humanitarias y sobre el genocidio, y sobre todo la de - 

una estructura procesal y orgánica eficiente y con carácter de 

permanencia, sigue aquejando a la comunidad internacional, di- 

vidida por añadidura hoy como ayer en dos bloques inconcilia- 

bles. Los consabidos prejuicios y recelos y antes que riada, el 

de la absoluta soberanía estatal, valladar constante de todo 



proceso jurídico internacional, han obstaculizado hasta el pre-

sente las mejores intenciones y propuestas de los científicos. 

Llegada pues la hora de otra conflagración y repetidas las con-

diciones de hecho, el derecho a aplicar volverá a ser forsoza--

mente inorgánico e improvisado con no mejores perspectivas de -

perfección que el de 1945". (114) 

Semejantes conclusiones son inadmisibles ya que nunca de 

ben identificarse justicia y venganza. laremberg y Tokio posi-

blemente se consideren, y con acierto debe ser así, como impe-

riosos jalones en la lucha de lá humanidad por el establecimien 

to de la jurisdicción penainternacional penal, pero jamás como 

arquetipos de la justicia. Esta será siempre expresión de un -

ideal de equilibrio, de equidad, que impele a dar a cada quién 

lo que le corresponde; en cambio, la venganza encarna un bajo -

sentimiento instintivo que altera la razón. Lamentablemente no 

puede reputarse como justicia lo que ao perpetró en Nüremberg y 

Tokio. Y precisamente para evitar tales casos es innecesario 

que la comunidad internacional se dé cuenta de la urgente nece-

sidad de ensayar el establecimiento de la jurisdicción interna- 

cional penal antes de que, llegada una nueva conflagración, sea 

necesario repetir el desafortunado ensayo de aquellos tribuna-- 

les. 

XIV. Su Necesidad. Como una consecuencia de lo ante---

rior, puede estimarse el precio que tendrá que pagar la humani-

dad y los Estados, porqué no, por no crear provisoriamente el -

Tribunal internacional de Justicia Penal, antes de que otra con 

flagración mundial obligue su creación apresuradamente como una 



necesidad vindicativa; será la necesaria desnaturalización de 

la justicia que imparta efecto de odios y venganzas provenien-

tes de intereses creados, de la vorágine de las pasiones huma-

nas y de la barbarie bélica. 

XV. Fundamento de Existencia. La creación de un Tribu 

nal internacional penar es compatible con la noción de Estado 

soberano. 'Aón dentro de la concepción de los más encarnizados 

defensores de esta noción, como Herman Heller, es factible la 

legitimación de la jurisdicción internacional penal. "La idea 

de soberanía, entendida como la universalidad de la decisión -

para un territorio, permite comprender fácilmente que el con--

cepto jurídico-político de supremo, de ninguna manera quiere -

decir único. Sólo él racionalismo jurídico, que niega la rela 

ción.entre derecho positivo y territorio, que disuelve el Esta 

do en derecho abstracto de la ciencia del Derecho, tiene que --

concluir que la soberanía de un Estado excluye la soberanía de 

otros Estados". (115) "Ahora bien, la relación dialéctica entre 

soberanías y positividad, incomprensible para el formalismo lo-

gicista, parece provocar una grave dificultad, que la unidad de 

cisoria soberana debe pensarse ligada por el derecho internacio 

nal y, por otra parte, en cierta dirección, debe considerarse -

libre". (116) 

"Toda la problemática del derecho internacional desde - 

Grocio hasta Locarno se funda, por una parte, en el imprescindi 

ble concepto de soberanía y, por otra, en la sujeción normativa 

del sujeto de la soberanía al derecho internacional. A la ter-

minación de la Primera Guerra Mundial, con la Sociedad de las - 



Naciones, de la Corte y de una jurisdicción internacionales, el 

problema se ha visto complicado, si bien creemos no se han mo-

dificado sus aspectos fundamentales". (117) 
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CONCLUSIONES 

Primera Conclusión. El Derecho Internacional Penal es 

un Derecho en proceso de formación superador de objeciones que 

se oponen a su existencía, como la falta de ley, de sanción y 

de tribunal, que no justifican su inexistencia. Pertenecien- 

te a la rama del Derecho Público y con objeto definido, deter- 

minante de: actos delictuosos, de responsabilidad y de medidas 

tendientes a prevenir y sancionar infracciones internacionales. 

Segunda Conclusión. El Derecho Internacional, en gran 

parte, es consuetudinario y, por la otra, es codificado. En - 

este es donde los Estados reconocen y afirman su existencia al 

grado que el propio Derecho interno lo obliga a sus tribunales, 

a los habitantes y a sus representantes en el extranjero, Pe- 

ro, sin embargo, las violaciones constantes del Derecho Inter-

nacional y sus normas no debilitan su fuerza. Así, es el Dere 

cho Internacional Penal el cual tiene el objetivo de excelsa -

importancia, de proteger: al hombre su esencia, sus derechos y 

dignidades fundamentales. La transgresión de esa protección -

es una violación del Derecho de Gentes que se distingue, aqui, 

del Derecho Internacional Penal en que este protege los bienes 

supremos de la Paz y la dignidad del ser humano en cualesquier 

tiempo ya de Paz ya de guerra. 

Tercera Conclusión. La materialización de un Derecho 

Positivo escrito y las reglas de Derecho Internacional Penal,-

ha resultado de experimentar, lenta y progresivamente, una evo 

lució:: en la que intervienen, como en el Derecho en general, - 



necesidades de la época, creadoras de instituciones que gene-

raron y genera, aún hoy, instrumentos jurídicos fuentes del -

Derecho Internacional Penal, Así, ensayos de la codificación 

Penal Internacional y el desarrollo práctico y doctrinario --

han dado lugar a ideas tendientes a la creación de una justi-

cia criminal, como entre otras, los tribunales militares de - 

Neremberg y de Tokio. 

Cuarta Conclusión. Dicha materialización tiene concp 

tualizados, dentro de su léxico internacional común, obser-

vando como bases los bienes protegidos y la protección de es-

te Derecho, los distintos hechos sobre los que ha creado siem 

pre sus instituciones: en razón del sujeto Jefe de Estado y -

la violación a compromisos u obligaciones internacionales,---

los delitos internacionales; y en razón primero de la viola--

ción a una norma nacional y, por una parte, del sujeto parti-

cular, por la otra, del sujeto Estado extranjero o agente di-

plomático, delitos contra el Derecho Internacional. 

Quinta Conclusión. Deducimos la calidad del sujeto --

de Derecho Internacional -el individuo hombre, las entidades 

colectividades como los organismos internacionales, y el Esta 

do- de la capacidad de cometer un delito internacional y no -

de llegar a la conclusión que son capaces del delito interna-

cional por la condición do ser sujetos de derecho Internacio-

nal. Puesto que la responsabilidad internacional derivada -

de un ilícito internacional hace nacer derechos y oblfgacio--

nes entre Estados y no entre órganos, ya que estos tendrían -

responsabilidad fundada en el Derecho interno siendo que el - 



Estado es el sujeto normal y regular del Derecho Internacional 

Público, no así los individuos, y excepcionalmente las diaposi 

ciones de este Derecho -Internacional Público- le determinan - 

responsabilidad concreta al hombre individuo distinguiendo su 

situación de subjetividad: como sujeto de derechos y obligacio 

nes directamente en su calidad:de individuo y, como sujeto de 

derechos y obligaciones de Derecho. Internacional en calidad de 

órgano o representante del Estado, por 'actos del Estado'. 

Sexta Conclusión. La responsabilidad internacional pe 

nal original surge cuando un Estado, por acción u omisión, rea 

lizando un movimiento corporeo o una inactividad contraria a -

una obligación internacional, viola, además, los derechos y --

los deberes.establecidos con otro Estado. La responsabilidad' 

subsidiaria surge cuando de acuerdo al Derecho Internacional • -

un Estado no castiga a los individuos que realizan actos ilici 

tos contrarios a los bienes que protege el Derecho Internacio- 

nal Penal. 

Séptima Conclusión. Los méritos reconocibles en la ac 

tividad ¿el Tribunal de Wiremberg y al de Tokio, son: 

A. Haber establecido carácter, de criminal a las guerras 

de agresión. 

B. Haber admitido al individuo-hombre•la calidad de su 

jeto activo, así como del pasivo en el Derecho Internacional -

Público. 

C. Haber hecho la declaración de la decisiva suprema- 

cía del orden jurídico internacional. 

Hasta antes de este primer tribunal la obediencia a la 



ley o la jerarquía constituía excluyente de responsabilidad pe 

nal en el Derecho Internacional, Desde este tribunal dichas 

excluyentes no liberan la responsabilidad penal al autor de - 

una infracción internacional, aunque excepcionalmente puede -

tomarse como atenuante: la obediencia debida a la ley nacio-

nal constituye atenuante de responsabilidad de carácter polí-

tico, mientras que la obediencia debida del superior constitu 

ye la atenuante jurídica. 

Octava Conclusión. En el análisis legislativo, en el 

Derecho Mexicano se cuenta con una legislación completa, re-

ferida a los delitos internacionales y a lbs delitos contra -

el Derecho Internacional, misma que además es moderna sin que 

con tales características pieda las que púdiese presentarse -

en el Derecho Interno. 

Novena Conclusión. Para resolución de controversias 

internacionales existen dos formas comunes de arreglo: politi 

cos y jurídicos; en aquellos, aunque se aplican normas del De 

recho Internacional generalmente se tramitan en vía diplomáti 

ca, los segundos aplican las normas y deciden el derecho el -

arbitraje y la jurisdicción internacional. 

El concepto clásico de jurisdicción contiene dos ele-

mentos concomitantes y sustancialmente diversos entre ellos -

mismos: de índole jurídico-político, constituido, en materia 

penal, por el jus puniendi, y el de índole lógico que lo cons 

tituye el silogismo. Por lo cual ésta función jurisdiccional 

no necesaria o esencialmente es del gobierno. 
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